
ASISTENCIA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DÍA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, para hacer observaciones al acta, interviene:

–La diputada Norma Rocío Nahle García, de Morena.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Presidencia hace aclaraciones y gira las instrucciones respectivas. . . . . . . . . . 

Aprobada, con la modificación instruida por la Presidencia de la Mesa Directiva.

Desde la curul, se refieren a diversos temas parlamentarios:

–La diputada Adriana del Pilar Ortiz Lanz, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–El diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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–La diputada Norma Rocío Nahle García, de Morena.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–El diputado Antonio Amaro Cancino, del PRI.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Presidencia, en su momento, hace aclaraciones, atentas peticiones y gira las
instrucciones respectivas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

De la Mesa Directiva, mediante la cual, de conformidad con lo que establecen los
artículos 73 y 74, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, comu-
nica que se realizó modificación de turno a la: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas dispo-
siciones del Código Penal Federal, presentada por la diputada Brenda Velázquez Val-
dez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, el 19 de octubre de 2017.
“Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Comisión Especial de segui-
miento a las agresiones a periodistas y medios de comunicación, para opinión.”

–Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 102 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por la dipu-
tada Brenda Velázquez Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, el 19 de octubre de 2017. “Se turna a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales, para dictamen, y a la Comisión Especial de seguimiento a las agresiones a
periodistas y medios de comunicación, para opinión.”

–Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 40
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
sentada por la diputada Brenda Velázquez Valdez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, el 19 de octubre de 2017. “Se turna a la Comisión de Ré-
gimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen, y a la Comisión
Especial de seguimiento a las agresiones a periodistas y medios de comunicación,
para opinión.”

–Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 11 de la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la República y 21 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, presentada por la diputada Brenda Velázquez Valdez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, el 19 de octubre de 2017. “Se tur-
na a la Comisión de Justicia, para dictamen y a la Comisión Especial de seguimien-
to a las agresiones a periodistas y medios de comunicación, para opinión.”

–Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 27 de la Ley
General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de
Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, pre-
sentada por la diputada María Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano, el 10 de octubre de 2017. “Se turna a las Comisio-
nes Unidas de Justicia, y de Derechos Humanos, para dictamen y a la Comisión
Especial contra la trata de personas, para opinión.”

Se modifican los turnos, actualícense los registros parlamentarios. . . . . . . . . . . . 
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De la diputada María del Rosario Rodríguez Rubio, del Grupo Parlamentario del
PAN, por la que solicita el retiro de la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman los artículos 14 y 23 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o. Cons-
titucional, Relativo al Ejercicio de las Profesiones en el Distrito Federal. Se tiene
por retirada. Actualícense los registros parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Gobernación, con la cual remite el Informe trimestral sobre la
situación que guardan los Sistemas de Ahorro para el Retiro, correspondiente al
periodo julio–septiembre de 2017. Se remite a las Comisiones de Hacienda y Cré-
dito Público, de Trabajo y Previsión Social, y de Seguridad Social, para su cono-
cimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión Federal de Electricidad, mediante la que remite el Informe sobre
el uso del endeudamiento, correspondiente al primer semestre de 2017. Se remite
a las Comisiones de Energía, y de Hacienda y Crédito Público, para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral, por medio de la cual
remite el Informe de resultados respecto de la solicitud de Iniciativa Ciudadana
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, para un gobierno sin privilegios. De enterado.

INICIATIVA CIUDADANA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Se recibió iniciativa ciudadana, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para un gobierno sin privilegios, presentada por el ciudadano Carlos
Augusto Morales López. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS DE LOS CONGRESOS ESTATALES

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN

Del Congreso de Jalisco, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma la fracción X del artículo 34 de la Ley General del Sistema Nacional
Anticorrupción. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

Del Congreso de Jalisco, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el párrafo tercero del artículo 167 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . 

44

44

45

45

46

57

58



Año III, Primer Periodo, 14 de noviembre de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados4

LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA DE LA DEFENSA DEL TURISTA

Del Congreso de Jalisco, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se expide la Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Turista. Se turna a
la Comisión de Turismo, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y
LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS

Del Congreso de Jalisco, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman los artículos 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y 51 de la Ley General de Partidos Políticos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, la parte que le corresponde, y a la Comisión de Gober-
nación, el extracto respectivo, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

La diputada Ruth Noemí Tiscareño Agoitia, del Grupo Parlamentario del PRI, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 65,
66 y 171 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.
Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

INICIATIVAS DE LOS CONGRESOS ESTATALES

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

Del Congreso de Michoacán, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el inciso D), fracción I del artículo 2 de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios. Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Pú-
blico, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN

La diputada Kathia María Bolio Pinelo, del Grupo Parlamentario del PAN, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de
la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. Se turna a la Comisión
de Derechos Humanos, para dictamen, y a la Comisión Especial sobre la no dis-
criminación, para opinión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

La diputada Kathia María Bolio Pinelo, del Grupo Parlamentario del PAN, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 149 Ter del Có-
digo Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . 
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REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

La diputada María Elida Castelán Mondragón, del Grupo Parlamentario del PRD,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 114 y 115
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECRETO PARA QUE SE INSCRIBA CON LETRAS DE ORO EN EL MURO
DE HONOR DEL PALACIO LEGISLATIVO DE SAN LÁZARO, EL NOMBRE
DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL Y EL INSTITUTO
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES
DEL ESTADO

El diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto para que se inscriba con Letras de
Oro en el Muro de Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro, el nombre del
Instituto Mexicano del Seguro Social y el Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado. Se turna a la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena,
en nombre propio y de diversos diputados de su Grupo Parlamentario, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL Y CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN-
TOS PENALES

La diputada Sofía González Torres, del Grupo Parlamentario del PVEM, en nom-
bre propio, de diputados integrantes de su Grupo Parlamentario, y del diputado
Waldo Fernández González, del Grupo Parlamentario del PRD, presenta la inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Penal Federal y del Código Nacional de Procedimientos Penales. Se turna
a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Comisión Especial de las Tecno-
logías de Información y Comunicación, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

El diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de MC,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo
79 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

La diputada Karina Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de NA, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 2o. de la Ley del Insti-
tuto Mexicano de la Juventud. Se turna a la Comisión de Juventud, para dictamen.

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

El diputado Abdíes Pineda Morín, del Grupo Parlamentario del PES, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 90 de la Ley
General de Protección Civil. Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY AGRARIA

La diputada Iveth Bernal Casique, del Grupo Parlamentario del PRI, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Agraria. Se turna a la Comisión de Reforma Agraria, para dictamen. . . 

VOLUMEN II

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 73 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD

El diputado Julio Saldaña Morán, del Grupo Parlamentario del PRD, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 12 de la Ley de la Co-
misión Federal de Electricidad. Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LEY DEL SEGURO SOCIAL

El diputado Julio Saldaña Morán, del Grupo Parlamentario del PRD, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo y de la Ley del Seguro Social. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Trabajo y Previsión Social, y de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . 

LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO

El diputado Carlos Hernández Mirón, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 162 de la Ley
Sobre el Contrato de Seguro. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL

La diputada Lorena Corona Valdés, del Grupo Parlamentario del PVEM, en nom-
bre propio y de diputados integrantes de su Grupo Parlamentario, presenta la ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 6o. de la Ley Nacional de
Ejecución Penal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de MC, presen-
ta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 62 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

El diputado Luis Manuel Hernández León, del Grupo Parlamentario de NA, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 6 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social. Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DICTÁMENES A DISCUSIÓN DE LEY O DECRETO

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

A discusión el dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fundamentar el dictamen, participa:

El diputado Jorge Enrique Dávila Flores, del PRI.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar la postura de su grupo parlamentario, hacen uso de la voz: 

–La diputada Nancy López Ruiz, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–El diputado Carlos Gutiérrez García, de NA.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–El diputado Luis Ernesto Munguía González, de MC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–La diputada Lorena Corona Valdés, del PVEM.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–El diputado Alejandro Armenta Mier, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–La diputada Lluvia Flores Sonduk, del PRD.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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–El diputado Miguel Ángel Salim Alle, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–El diputado Fernando Uriarte Zazueta, del PRI.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No habiendo más oradores inscritos, se considera suficientemente discutido en lo
general y en lo particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor. Pasa al Ejecutivo federal, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

A discusión el dictamen de la Comisión de Cambio Climático, con proyecto de de-
creto por el que se reforman los artículos 9o. y 91 de la Ley General de Cambio
Climático. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fundamentar el dictamen, interviene:

El diputado Alex Le Baron González, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse al dictamen, hace uso de la palabra: 

–El diputado Tomás Roberto Montoya Díaz, del PRI, proponente. . . . . . . . . . . . 

No habiendo más oradores inscritos, se considera suficientemente discutido en lo
general y en lo particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 9o. y 91 de la Ley General de Cambio Climático. Pasa al Se-
nado de la República, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE POBLACIÓN

A discusión el dictamen de la Comisión de Población, con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 83 de la Ley General de Población. . . . . . . . . . . . . . 

Para fundamentar el dictamen, hace uso de la tribuna:

El diputado Adolfo Mota Hernández, del PRI.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse al dictamen, participa: 

–El diputado Ulises Ramírez Núñez, del PAN, proponente. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No habiendo más oradores inscritos, se considera suficientemente discutido en lo
general y en lo particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 83 de la Ley General de Población. Pasa al Senado de la Repú-
blica, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE SANIDAD VEGETAL

A discusión el dictamen de la Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, con
proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo 47–K a la Ley Federal de
Sanidad Vegetal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fundamentar el dictamen, hace uso de la voz:

El diputado Germán Escobar Manjarrez, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse al dictamen, interviene: 

–El diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . . 

No habiendo más oradores inscritos, se considera suficientemente discutido en lo
general y en lo particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se adi-
ciona un artículo 47–K a la Ley Federal de Sanidad Vegetal. Pasa al Ejecutivo Fe-
deral, para sus efectos constitucionales.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN III

LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERE-
CHOS HUMANOS Y PERIODISTAS

A discusión el dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley para la Protección
de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fundamentar el dictamen, participa:

El diputado Armando Luna Canales, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No habiendo oradores inscritos, se considera suficientemente discutido en lo ge-
neral y en lo particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se re-
forman diversas disposiciones de la Ley para la Protección de Personas Defenso-
ras de Derechos Humanos y Periodistas. Pasa al Senado de la República, para sus
efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

Se recibió oficio de la Junta de Coordinación Política, relativo a cambios de inte-
grantes y de juntas directivas en comisiones. Aprobado, comuníquese. . . . . . . . . 
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MINUTAS

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
MEDIO AMBIENTE, LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES, LEY GE-
NERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE, LEY GENERAL
PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS RESIDUOS, LEY
DE BIOSEGURIDAD DE ORGANISMOS GENÉTICAMENTE MODIFICA-
DOS, LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE, Y LEY GENERAL DE CAMBIO
CLIMÁTICO

De la Cámara de Senadores, se recibió minuta con proyecto de decreto por el que
se reforma la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Medio Am-
biente, la Ley General de Bienes Nacionales, la Ley General de Desarrollo Fores-
tal Sustentable, la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, la Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados, la Ley
General de Vida Silvestre, y la Ley General de Cambio Climático. Se turna a la
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.. . . . . . . . . . 

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES 

La Presidencia turna las proposiciones y las iniciativas que no se presentaron en
tribuna a las comisiones que correspondan, en términos de lo dispuesto por los ar-
tículos 100 y 102 del Reglamento de la Cámara de Diputados, cuyo turno se pu-
blica en la Gaceta Parlamentaria.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE LOS TRABAJOS . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EFEMÉRIDES

DÍA MUNDIAL DE LA DIABETES

Con motivo del 14 de noviembre, Día Mundial de la Diabetes, a cargo de la diputada
Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano . . . . . . . 

DÍA MUNDIAL DE LA DIABETES

Con motivo del 14 de noviembre, Día Mundial de la Diabetes a cargo de la
diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESIÓN. 
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VOTACIONES 

De conformidad con lo que dispone el Reglamento de la Cámara de Diputados, se
publican las votaciones de los dictámenes: 

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor
(en lo general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Cambio Climático, con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 9o. y 91 de la Ley General de Cambio Climático (en lo ge-
neral y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Población, con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 83 de la Ley General de Población (en lo general y en lo particular).. . . . . 

De la Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, con proyecto de decreto por
el que se adiciona el artículo 47-K a la Ley Federal de Sanidad Vegetal (en lo ge-
neral y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de decreto por el que se re-
forman diversas disposiciones de la Ley para la Protección de Personas Defenso-
ras de Derechos Humanos y Periodistas (en lo general y en lo particular).. . . . . . 

LISTA DE ASISTENCIA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CORRESPON-
DIENTE A LA PRESENTE SESIÓN . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

APÉNDICE 

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
martes 14 de noviembre de 2017, de conformidad con los artículos 100, numeral
1, y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados.
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Presidencia del diputado 
Jorge Carlos Ramírez Marín

ASISTENCIA

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Haga, por favor la Secretaría, del conocimiento de esta Pre-
sidencia el resultado el cómputo de asistencia de diputadas
y diputados.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 288 diputadas y diputados, por lo tanto hay quórum.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín (a
las 12:12 horas): Y por lo tanto se abre la sesión, secretaria.

ORDEN DEL DÍA

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectu-
ra al orden del día.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Por instrucciones de la Presidencia, en votación eco-
nómica se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura
al orden del día. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Primer periodo de sesiones ordinarias del tercer año de
ejercicio de la LXIII Legislatura.

Orden del día 

Martes 14 de noviembre de 2017.

Acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la Mesa Directiva

Comunica modificación de turno de iniciativas.

Retiro de iniciativa

De la Secretaría de Gobernación

Remite el informe trimestral sobre la situación que guardan
los Sistemas de Ahorro para el Retiro, correspondiente al
periodo julio-septiembre de 2017.

De la Comisión Federal de Electricidad

Remite el informe sobre el uso del endeudamiento, corres-
pondiente al primer semestre de 2017.

De la Secretaría Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral

Remite el informe de resultados respecto de la solicitud de
Iniciativa Ciudadana que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para un gobierno sin privilegios.

Iniciativa ciudadana

Con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga
diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para un gobierno sin privile-
gios, presentada por el ciudadano Carlos Augusto Morales
López.

Iniciativas de las legislaturas de los estados

Del Congreso del Estado de Jalisco

Con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción
X del artículo 34 de la Ley General del Sistema Nacional
Anticorrupción. 

Con proyecto de decreto por el que se reforma el párrafo
tercero del artículo 167 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales. 

Con proyecto de decreto por el que se Expide la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría de la Defensa del Turista. 

Del Congreso del Estado de Michoacán

Con proyecto de decreto por el que se reforma el inciso D),
fracción I del artículo 2 de la Ley del Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios. 

Con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 51 de la Ley General de Partidos Políticos. 
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Acuerdos de los órganos de gobierno

De la Junta de Coordinación Política

Iniciativas

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos y de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, a
cargo de la diputada María del Rosario Rodríguez Rubio, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 27, 73 y 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por el
diputado José Refugio Sandoval Rodríguez e integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México. 

Que reforma el artículo 377 del Código Penal Federal, a
cargo del diputado Jorge López Martín, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 3o., 78 y 122 de la
Ley General de Vida Silvestre, suscrita por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Rosa Guadalupe Chávez Acos-
ta, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, a cargo de la diputada
Rosa Guadalupe Chávez Acosta, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 27 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, a cargo de la diputada Noemí
Zoila Guzmán Lagunes, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo de la diputada Sylvana Beltrones Sánchez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 50 de la Ley General de Partidos
Políticos, a cargo del diputado Francisco Martínez Neri,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. 

Que adiciona los artículos 17 Bis y 30 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte, a cargo de la diputada Nora Li-
liana Oropeza Olguín, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, suscrita por diputados integrantes de la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro
Social, a cargo de la diputada Araceli Damián González,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 36 y 76 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, suscrita por los diputados integrantes de la
Comisión Especial de la Industria Automotriz. 

Que reforma y adiciona el artículo 28 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, a cargo de la dipu-
tada Martha Cristina Jiménez Márquez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 7 Bis y 32 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, a cargo del diputado Erik Juá-
rez Blanquet, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 15 de la Ley de Amparo, Reglamen-
taria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Edith
Yolanda López Velasco, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 103, 105 y 109 de la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a car-
go del diputado Alfredo Javier Rodríguez Dávila, del Par-
tido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 6o. y 67 de la Ley Ge-
neral de Educación, a cargo del diputado Guillermo Rafael
Santiago Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia y de la Ley Federal
para Prevenir y Erradicar la Discriminación, a cargo de la
diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 



Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, a
cargo de la diputada Noemí Zoila Guzmán Lagunes, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 185 de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, a cargo del diputado Luis Manuel Hernández León, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado
Luis Alfredo Valles Mendoza del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza.

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Salud, a la Ley de Asistencia Social y a la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Olga Catalán Padilla, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 62 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo de la diputada Lillian Ze-
pahua García, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 390 del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada Silvia Rivera Carbajal, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 19, 22 y 109 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Juan Carlos Ruiz García, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 26 de la Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico, y 37 Bis de la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente, a cargo del diputado Juan
Carlos Ruiz García, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 28 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana
Georgina Zapata Lucero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 18 Bis 9 a la Ley para la Trans-
parencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, y

un artículo 72 Ter a la Ley de Instituciones de Crédito, sus-
crita por las diputadas Ana Georgina Zapata Lucero y Su-
sana Corella Platt, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 65, 66 y 171 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, a cargo de la diputada Ruth Noemí Tiscareño Agoi-
tia, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Bienes Nacionales, a cargo de la diputada Su-
sana Corella Platt, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo de la
diputada Concepción Villa González, del Grupo Parlamen-
tario de Morena. 

Que reforma el artículo 74 de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Ur-
bano, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado, a cargo de la diputada Araceli Damián González,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley del Seguro Social y de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación y de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada, a cargo de la diputada Zacil Leonor Moguel
Manzur, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma los artículos 22 y 44 de la Ley General de Par-
tidos Políticos, a cargo de la diputada María Soledad San-
doval Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 
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Que reforma el artículo 6o. de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada María Soledad Sandoval Martínez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Instituto
Mexicano de la Juventud, a cargo de la diputada Karla Ka-
rina Osuna Carranco, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 61 y 64 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Sandra Luz Falcón Venegas, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 32 y 41 Bis de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Isaura Ivanova Pool
Pech, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 27 y 79 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Isaura
Ivanova Pool Pech, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Partidos Políticos y de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, a cargo de la diputada María
Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona el artículo 10o. de la Ley de Fis-
calización y Rendición de Cuentas de la Federación, a car-
go de la diputada Angie Dennisse Hauffen Torres, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 469, 692 y 923 de la Ley Fede-
ral del Trabajo, suscrita por los diputados Marco Antonio
Aguilar Yunes y José Luis Sáenz Soto, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 66 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Mar-
co Antonio García Ayala, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Sanidad Animal, a cargo del diputado Oscar
García Barrón, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 93 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Víctor
Manuel Silva Tejeda, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 39 de la Ley General de Turismo,
a cargo del diputado José Luis Toledo Medina, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 6o. a la Ley para Determinar el
Valor de la Unidad de Medida y Actualización, a cargo del
diputado Francisco Martínez Neri, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ro-
salinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 137 Bis 2 y 137 Bis 3 de la Ley
Aduanera, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 8o. de la Ley General de Partidos
Políticos, a cargo de la diputada Miriam Dennis Ibarra
Rangel, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cambio Climático, a cargo de la diputada Mi-
riam Dennis Ibarra Rangel, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 5o. y adiciona un artículo 116 Bis
a la Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado Pedro
Luis Noble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 267 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Pedro Luis No-
ble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Armas de Fuego y Explosivos, de la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente y de la Ley General de Protección Civil, suscri-
ta por diversos diputados integrantes de los Grupos Parla-
mentarios de Morena y de Movimiento Ciudadano. 



Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley General de Víctimas, a cargo de la diputada Araceli
Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 93 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Araceli
Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 151 de la Ley del Seguro Social, a
cargo de la diputada Araceli Damián González, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica del
Instituto Nacional de Antropología e Historia, suscrita por
los diputados Virgilio Dante Caballero Pedraza y Ángel
Antonio Hernández de la Piedra, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo de la diputada
Eloísa Chavarrías Barajas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 58 de la Ley General de Protección
Civil, a cargo del diputado José Luis Toledo Medina, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que adiciona un artículo 310 Bis a la Ley General de Títu-
los y Operaciones de Crédito, a cargo de la diputada Clau-
dia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 5o. de la Ley Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado
B) del Artículo 123 Constitucional, a cargo del diputado
Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que adiciona un artículo 57-Bis a la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, a cargo del diputado Germán Er-
nesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que adiciona los artículos 191 y 192 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado
Salvador Zamora Zamora, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada

Blanca Margarita Cuata Domínguez, del Grupo Parlamen-
tario de Morena. 

Que reforma los artículos 1o. y 14 de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la
diputada Emma Margarita Alemán Olvera, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Protec-
ción Civil, suscrita por los diputados Héctor Javier Álvarez
Ortiz y Maricela Serrano Hernández, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 5o. de la Ley de los Ins-
titutos Nacionales de Salud, a cargo del diputado Carlos
Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 167 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo de la diputada Martha Lorena
Covarrubias Anaya, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 74 de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta, a cargo del diputado Armando Alejandro Rivera
Castillejos, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Que reforma el artículo 6o. de la Ley General de Socieda-
des Mercantiles, a cargo del diputado José Luis Orozco
Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Ciencia y Tecnología, de la Ley Federal del Derecho de
Autor y de la Ley de la Propiedad Industrial, a cargo de la
diputada María Cristina García Bravo, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 160 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez
Aldana, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
sobre la Celebración de Tratados y de la Ley de Inversión
Extranjera, a cargo de la diputada María Cristina García
Bravo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 
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Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez Al-
dana, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que expide la Ley Nacional de Remuneraciones de los Ser-
vidores Públicos, a cargo del diputado Víctor Manuel Gior-
gana Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que expide la Ley sobre la Celebración de Tratados y Vin-
culación Internacional, a cargo del diputado Víctor Manuel
Giorgana Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
a cargo de la diputada Azul Etcheverry Aranda, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 9o. de la Ley de Aguas Nacionales,
a cargo del diputado Evelio Plata Inzunza, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 3o. de la Ley Orgánica del Banco
del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, a cargo del
diputado Evelio Plata Inzunza, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 120 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Mario Ariel
Juárez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona el artículo 83 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de pensiones
para expresidentes, suscrita por los diputados Verónica
Delgadillo García y José Clemente Castañeda Hoeflich, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Consulta Popular, a cargo del diputado Justo Federico Es-
cobedo Miramontes, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal y de la
Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado Daniel To-
rres Cantú. 

Que reforma el artículo 381 del Código Penal Federal, a car-
go de la diputada Zacil Leonor Moguel Manzur, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 90 de la Ley General de
Protección Civil, a cargo del diputado Abdíes Pineda Mo-
rín, del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del
diputado Daniel Torres Cantú. 

Que reforma los artículos 17 y 20 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la dipu-
tada Lilian Zepahua García, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 16 Bis y 17 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada Concepción Villa González,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Instituto Mexica-
no de la Juventud, a cargo de la diputada Karina Sánchez
Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 5o. de la Ley Orgánica del Conse-
jo Nacional de Ciencia y Tecnología, a cargo de la diputada
Janette Ovando Reazola, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que adiciona el artículo 376 Bis del Código Penal Federal,
a cargo del diputado Jonadab Martínez García, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Federal del Trabajo, en materia de derechos laborales de las
y los periodistas, suscrita por las diputadas Laura Nereida
Plascencia Pacheco y Carmen Salinas Lozano, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 6o. de la Ley General de Desarro-
llo Social, a cargo del diputado Luis Manuel Hernández
León, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 14 de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, a cargo del diputado José
Luis Toledo Medina, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 



Que reforma el artículo 44 de la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a cargo
de la diputada Leticia Amparano Gámez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 79 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 86 de la Ley de Fiscaliza-
ción y Rendición de Cuentas de la Federación, a cargo de
la diputada Minerva Hernández Ramos, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 116 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 42 de la Ley General
del Sistema Nacional Anticorrupción, suscrita por dipu-
tados integrantes de los Grupos Parlamentarios de Acción
Nacional, de Morena, del Revolucionario Institucional, de
la Revolución Democrática, de Movimiento Ciudadano, de
Encuentro Social y diputado Independiente. 

Que reforma el artículo 212 de la Ley General de Salud,
a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional. 

Que reforma el artículo 29 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Wenceslao
Martínez Santos, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que adiciona un artículo 468 Bis a la Ley General de Sa-
lud y reforma el artículo 250 del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada Elvia Graciela Palomares Ramírez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 3o., 18 y 21 de la Ley
General de Turismo, a cargo de la diputada Zacil Leonor
Moguel Manzur, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que adiciona un articulo 87-Bis 3 a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo
del diputado Enrique Rojas Orozco, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 43 de la Ley General de Protec-
ción Civil, a cargo del diputado Germán Escobar Manja-
rrez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma el artículo 51 de la Ley General de Desarro-
llo Social, a cargo del diputado Germán Escobar Manja-
rrez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, a cargo de la diputada Alicia Guadalupe Gamboa
Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Prestación de Servicios para la Atención, Cui-
dado y Desarrollo Integral Infantil, suscrita por diputadas
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 65 Bis y 419 de la Ley
General de Salud, a cargo del diputado David Jiménez
Rumbo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Alberto Martínez Urincho, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que expide la Ley para la Protección del Patrimonio Cul-
tural de México, suscrita por diputados integrantes de la
Comisión Especial para el Patrimonio Cultural de México. 

Que reforma el artículo 67 de la Ley General de Salud, a
cargo del diputado Elías Octavio Iñiguez Mejía, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada Erika Irazema Briones Pérez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Que reforma la denominación del Capítulo V del Título
Décimo Tercero y adiciona un artículo 248 Ter al Código
Penal Federal, a cargo del diputado Juan Romero Tenorio,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Rosa Guadalupe Chávez Acos-
ta, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 
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Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo de la diputada Emma Margarita
Alemán Olvera, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, a cargo de la diputada
Claudia Sofia Corichi, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo del diputado José
Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que deroga el artículo 261 de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Daniel Ordóñez Hernández, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 24, 25, 132 y 994 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo de la diputada Ana Georgina Za-
pata Lucero, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos, a cargo del
diputado Jesús Zambrano Grijalva, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado José Luis Toledo
Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en
materia de paridad de género, suscrita por las diputadas
Laura Nereida Plascencia Pacheco y Mariana Benítez Ti-
burcio, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cultura y Derechos Culturales, y de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, a cargo de la
diputada Ruth Noemí Tiscareño Agoitia, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de
la diputada Fabiola Guerrero Aguilar, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado Agustín Rodrí-
guez Torres, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Que reforma y adiciona los artículos 77 y 96 de la Ley de
Instituciones de Crédito, a cargo del diputado Carlos Lo-
melí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 12 de la Ley General de Educa-
ción y 2o. y 26 de la Ley General de Protección Civil, a
cargo de la diputada Yarith Tannos Cruz, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Sobre el Contrato de Seguro, a cargo del diputado Carlos
Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona el artículo 19 Bis de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, suscrita
por los diputados Minerva Hernández Ramos y Federico
Döring Casar, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, de
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público y de la Ley del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a cargo del
diputado Erik Juárez Blanquet, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 6o., 6 Bis y 19 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a car-
go del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que adiciona un artículo 130 Bis a la Ley General de De-
sarrollo Forestal Sustentable, a cargo de la diputada Laura
Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 



Que reforma el artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo de diputados integrantes
de los Grupos Parlamentarios de Nueva Alianza, de More-
na, del Partido Revolucionario Institucional, de Movimien-
to Ciudadano, del Partido Acción Nacional y del Partido de
la Revolución Democrática. 

Que adiciona un artículo 60 Bis 3 a la Ley General de Vi-
da Silvestre, a cargo de la diputada Laura Mitzi Barrientos
Cano, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, de
la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabiliza-
ción y el Desarrollo y de la Ley de los Órganos Regulado-
res Coordinados en Materia Energética, a cargo de la dipu-
tada María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 6o. de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Laura Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto sobre la Renta y de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado, a cargo de la diputada Minerva Hernán-
dez Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma el artículo 21 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Laura Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 45 y 46 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo
de la diputada Laura Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 6o. y 7o. de la Ley General para la
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, a cargo
de la diputada Paola Iveth Gárate Valenzuela, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 134 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ra-
món Bañales Arámbula, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 225 del Código Penal Federal
y 137 del Código Nacional de Procedimientos Penales, a
cargo del diputado César Alejandro Domínguez Domín-
guez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, de la Ley General de Protección Ci-
vil y de la Ley General de Asentamientos Humanos, Orde-
namiento Territorial y Desarrollo Urbano, a cargo del dipu-
tado Salomón Fernando Rosales Reyes, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 49 de la Ley General de Protec-
ción Civil, a cargo del diputado Marco Antonio García
Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma los artículos 61 y 111 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Rosalinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado y de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, suscrita por los diputados Minerva Hernández Ra-
mos, Guadalupe Acosta Naranjo y Francisco Xavier Nava
Palacios, de los Grupos Parlamentarios del Partido Acción
Nacional y del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 162 de la Ley Sobre el Contrato de
Seguro, a cargo del diputado Carlos Hernández Mirón, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que expide la Ley de los Derechos de las Personas Usua-
rias de Perros Guía y/o de Asistencia Médica, a cargo di-
versos diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios
del Partido Acción Nacional, del Partido Revolucionario
Institucional y del Partido Verde Ecologista de México. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Protección al Consumidor y de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Verónica Delgadillo García, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 30 de la Ley General de Cultura
Física y Deporte, a cargo del diputado José Adrián Gon-
zález Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 
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Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, de la Ley del Seguro Social y de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, a cargo del
diputado Juan Carlos Ruiz García, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional.  

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Blanca Margarita
Cuata Domínguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cambio Climático, a cargo de la diputada Ma-
ría Guadalupe Oyervides Valdez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 114 y 115 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, a cargo de la diputada María Elida
Castelán Mondragón, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Vita-
lico Cándido Coheto Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 5o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 97 y 97 Bis del Código Penal Fe-
deral y 7o. de la Ley General de Víctimas, a cargo del dipu-
tado Benjamín Medrano Quezada, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, en materia de responsabilidad penal de las
personas jurídicas y medio ambiente, a cargo del diputado
Eukid Castañón Herrera, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Víctimas, a cargo del diputado Renato Josafat
Molina Arias, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 366 de la Ley de Instituciones de
Seguros y de Fianzas, a cargo del diputado Benjamín Me-
drano Quezada, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 1o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Que adiciona diversas disposiciones al Código Penal Fede-
ral, a cargo del diputado Alfredo Anaya Orozco, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 26 Bis a la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de
la diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 24 de la Ley de Aguas Nacionales,
a cargo del diputado Jorge Dávila Flores, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, de la
Ley del Seguro Social, y de la Ley del Instituto de Seguri-
dad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, suscrita
por los diputados Rafael Yerena Zambrano y Laura Nerei-
da Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 45 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Wenceslao
Martínez Santos, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.  

Que reforma y adiciona los artículos 5, 27 y 43 de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Ara-
celi Saucedo Reyes, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

De decreto por el que se inscribe con Letras de Oro en el
Muro de Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro, el
nombre del Instituto Mexicano del Seguro Social y del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado, a cargo del diputado Mario Ariel Juárez Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona el artículo 6o. de la Ley Nacional de Ejecu-
ción Penal, suscrita por la diputada Lorena Corona Valdés
e integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 



Que reforma el artículo 20 de la Ley Federal para Prevenir
y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidro-
carburos, a cargo de la diputada Adriana del Pilar Ortiz
Lanz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jorge
López Martín, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.  

Que adiciona el artículo 3o. de la Ley Federal de Compe-
tencia Económica, a cargo del diputado José Antonio Este-
fan Garfias, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Que adiciona el artículo 7o. de Ley General de Educación,
a cargo de la diputada Sara Paola Gálico Félix Díaz, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que expide la Ley Federal del Patrimonio Cultural de la
Nación, a cargo de la diputada Adriana del Pilar Ortiz
Lanz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma el artículo 48 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Omar Ortega Álva-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma la denominación de la Ley de la Economía
Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Octavo del
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en lo referente al sector social de la eco-
nomía, a cargo de la diputada Norma Xóchitl Hernández
Colín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos en ma-
teria de revocación de mandato, suscrita por diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma los artículos 35 y 35 Bis 2 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a
cargo del diputado Benjamín Medrano Quezada, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona el artículo 7o. de la Ley de Ayuda Alimenta-
ria para los Trabajadores, a cargo del diputado José Adrián

González Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que adiciona un artículo 45 Bis a la Ley de la Economía
Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Octavo del
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en lo referente al sector social de la eco-
nomía, a cargo de la diputada Norma Xóchitl Hernández
Colín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 33 y 38 de la Ley General de Edu-
cación, a cargo del diputado Alberto Silva Ramos, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, a cargo de la diputada Norma Xó-
chitl Hernández Colín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 66, 71 y 116 de la Ley Sobre el
Contrato de Seguro, a cargo del diputado Fernando Uriarte
Zazueta, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma los artículos 5o. y 6o. de la Ley Federal de
Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones
de la Sociedad Civil, a cargo de la diputada Elvia Graciela
Palomares Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 39 y 90 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, a cargo del diputado Juan Antonio Ixtláhuac Ori-
huela, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma el artículo 48 de la Ley de Instituciones de
Crédito, a cargo del diputado Braulio Mario Guerra Urbio-
la, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley Nacional de
Ejecución Penal, a cargo de la diputada Alma Carolina Vig-
giano Austria, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 24 de la Ley de Protección y De-
fensa al Usuario de Servicios Financieros, a cargo del dipu-
tado Fernando Uriarte Zazueta, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 
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Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado Jorge
Dávila Flores, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley de
Migración, a cargo del diputado José Antonio Estefan Gar-
fias, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones de la Ley de
Petróleos Mexicanos, de la Ley de la Comisión Federal de
Electricidad y de la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo
para la Estabilización y el Desarrollo, a cargo de la dipu-
tada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Que reforma el artículo 11 de la Ley General para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad, a cargo del dipu-
tado Matías Nazario Morales, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 84, 85 y 134 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, a cargo del diputado José
Máximo García López, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley
General de Partidos Políticos, a cargo del diputado José
Antonio Estefan Garfias, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 16 y 17 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, suscri-
ta por las diputadas María Candelaria Ochoa Avalos y Mir-
za Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma el artículo 78 de la Ley de Vivienda, a cargo
de la diputada María García Pérez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que abroga la Ley General de Sociedades Cooperativas y
expide una nueva Ley General de Sociedades Cooperati-

vas, a cargo del diputado Juan Romero Tenorio, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 113 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Germán Ernesto
Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, suscrita por las diputadas Flor Estela Rentería Medi-
na, Ana María Boone Godoy y María Guadalupe Oyervi-
des Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 303 del Código Civil Federal, a car-
go del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Rosalina Mazari
Espín, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable y de la Ley Ge-
neral de Cambio Climático, a cargo del diputado Benjamín
Medrano Quezada, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 149 de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes y 75 de la Ley Ge-
neral de Educación, a cargo de la diputada Xitlalic Ceja
García, del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 9o. de la Ley General de la In-
fraestructura Física Educativa, suscrita por diversos dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Víctimas y de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Alberto Silva Ramos, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal para
Prevenir y Eliminar la Discriminación, a cargo de la dipu-
tada Kathia María Bolio Pinelo, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 



Que adiciona el artículo 12 de la Ley de la Comisión Fe-
deral de Electricidad, a cargo del diputado Julio Saldaña
Morán, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que expide la Ley de la Comisión de la Verdad sobre Vio-
laciones a los Derechos Humanos en México, a cargo del
diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Civil Federal, de la Ley General de Población, de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales y de
la Ley de Ascensos de la Armada de México, a cargo del
diputado Tomás Roberto Montoya Díaz, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Medio
Ambiente, de la Ley Minera, y del Código Penal Federal, a
cargo del diputado Clemente Castañeda Hoeflich, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 102 y 116 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados Braulio Mario Guerra Urbiola y Lorena Corona
Valdés, de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Re-
volucionario Institucional y Verde Ecologista de México,
respectivamente. 

Que reforma el artículo 77 bis 1 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 10 de la Ley Federal de Zonas Eco-
nómicas Especiales, a cargo de la diputada Yarith Tannos
Cruz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma los artículos 5o. de la Ley General de Turis-
mo y 30 de la Ley General de Cambio Climático, a cargo
del diputado Benjamín Medrano Quezada, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 170 de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Po-

lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Ricardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

De decreto por el que se declara el 19 de Septiembre como
el Día Nacional del Rescate Canino, a cargo del diputado
Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 34 de la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 102 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ma-
ría Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 1o. y 24 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, a cargo del diputado Alejandro
González Murillo, del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social. 

Que reforma el artículo 35 de la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 37 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de la dipu-
tada Adriana Elizarraráz Sandoval, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 36 de la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Migración, a cargo de la diputada Arlette Ivette Muñoz
Cervantes, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 
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Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Mir-
za Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma el artículo 55 de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 19 y 20 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la dipu-
tada Gabriela Ramírez Ramos, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona el artículo 26 de la Ley de Ampa-
ro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Ricardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 3o. y 994 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Gabriela Ramírez Ramos,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 77, 262 y 267 de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Ricardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 55 Bis, 55 Bis 1 y 55 Bis 2 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a car-
go de la diputada María Verónica Agúndis Estrada, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Ciencia y Tecnología, a cargo de la diputada Marisol Var-
gas Bárcena, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma el artículo 45 de la Ley Federal de Responsa-
bilidades de los Servidores Públicos, a cargo del diputado
Juan Pablo Piña Kurczyn, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 12 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Omar Ortega Álva-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma los artículos 20 y 23 de la Ley para Regular
las Sociedades de Información Crediticia, a cargo del dipu-
tado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal y del Código Nacional de Procedimientos
Penales, suscrita por la diputada Sofía González Torres e
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México y por el diputado Waldo Fernández
González del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Civil Federal, en materia de matrimonio infantil, a cargo
del diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 7o. y 48 de la Ley General de Edu-
cación, a cargo de la diputada Susana Corella Platt, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 37 y se adiciona un artículo 102
Bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, a
cargo del diputado Alfredo Javier Rodríguez Dávila, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 5o. y 10 del Código
de Ética de la Cámara de Diputados, a cargo del diputado
Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 6o. y 93 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo del diputado Roberto Alejandro Cañedo Jimé-
nez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la República, a car-
go del diputado Jorge Álvarez Máynez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 170 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Ana Georgina Zapata Lucero, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, del Código Nacional de Procedimientos Penales, de
la Ley Nacional de Ejecución Penal y de la Ley Nacional
del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes,



en materia de sustancias psicoactivas, a cargo de la dipu-
tada Leticia Amparano Gámez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 4o. de la Ley Minera, a cargo del
diputado Diego Valente Valera Fuentes, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 62 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ro-
sa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal del
Trabajo y de la Ley del Seguro Social, a cargo del diputado
Julio Saldaña Morán, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 26 y 31 de la Ley Fe-
deral de Armas de Fuego y Explosivos, a cargo de la dipu-
tada Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 17 de la Ley General para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, a cargo de la diputada Alma
Lilia Luna Munguía, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y de la
Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Waldo
Fernández González, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley del Registro Público
Vehicular, a cargo del diputado Federico Eugenio Vargas
Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Olga Catalán Padilla, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 151 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Federico Eugenio Var-
gas Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Olga Catalán
Padilla, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma el artículo 134 del Código Civil Federal, a
cargo del diputado Federico Eugenio Vargas Rodríguez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional.

Que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Prós-
pero Manuel Ibarra Otero, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 187 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Álvaro Ibarra
Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma el artículo 27 de la Ley Nacional de Ejecución
Penal, a cargo del diputado Álvaro Ibarra Hinojosa, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que adiciona un artículo 421 Bis al Código Nacional de
Procedimientos Penales, a cargo del diputado Álvaro Iba-
rra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma el artículo 189 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado Álva-
ro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que adiciona diversas disposiciones al Código Penal Fede-
ral, suscrita por los diputados Armando Luna Canales y
Waldo Fernández González, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 17 de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, a cargo de la diputada Beatriz
Vélez Núñez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones del Código Penal Fe-
deral, de la Ley General de Educación y del Código Civil
Federal, suscrita por la diputada Juana Aurora Cavazos Ca-
vazos y diversos diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 
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Que adiciona un artículo 201 Bis 4 al Código Penal Federal,
a cargo de la diputada Alma Lilia Luna Munguía, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 139 y 140 de la Ley de la Industria
Eléctrica, a cargo del diputado José Everardo López Córdo-
va, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 3o., 8o., 16 y 40 de la Ley de
Puertos, a cargo de la diputada María Luisa Beltrán Re-
yes, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma y adiciona el artículo 79 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, a cargo del diputado Gustavo Adol-
fo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 3o. y 25 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo del diputado Alejandro González Murillo, del
Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados
Daniel Torres Cantú, diputado sin partido y Samuel Rodrí-
guez Torres, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Que reforma el artículo 27 de la Ley Nacional de Ejecución
Penal, a cargo del diputado Álvaro Ibarra Hinojosa, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública y del Código Penal
Federal, a cargo del diputado José Hernán Cortés Berumen,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Civil Federal, suscrita por los diputados David Ger-
son García Calderón y Omar Ortega Álvarez, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 51 y 325 del Código Penal Fede-
ral, a cargo del diputado Clemente Castañeda Hoeflich, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 11 Bis y 254 Bis del Código
Penal Federal, a cargo del diputado Álvaro Ibarra Hino-
josa, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, a cargo del diputado José Máximo García López,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona el artículo 6o. de la Ley Agraria, a
cargo de la diputada María Elena Orantes López, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, de la
Ley de la Policía Federal, del Código Penal Federal y de
la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los
Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protec-
ción y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, a cargo
de la diputada Julieta Fernández Márquez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 149 Ter del Código Penal Federal,
a cargo de la diputada Kathia María Bolio Pinelo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de
la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que expide la Ley de Zonas Económicas Libres para los
Estados de la Frontera Norte, suscrita por la diputada Luz
Argelia Paniagua Figueroa y diputados de Baja California
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Turismo,
para restablecer el balance del ciclo del agua en los desti-
nos turísticos, a cargo del diputado Benjamín Medrano
Quezada del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 123 del Código Penal
Federal, a cargo de la diputada Patricia Sánchez Carrillo,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Turismo,
en materia de acciones de eficiencia energética en las em-
presas turísticas, a cargo del diputado Benjamín Medrano
Quezada, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Civil Federal, a cargo del diputado Marco Antonio Aguilar



Yunes, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma el artículo 168 del Código Civil Federal, a
cargo del diputado Marco Antonio Aguilar Yunes, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada Miriam Dennis Ibarra Ran-
gel, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma los artículos 25 y 27 de la Ley de Institucio-
nes de Seguros y de Fianzas, a cargo del diputado Oscar
Valencia García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 83 Bis al Código Civil Federal, a
cargo del diputado David Sánchez Isidoro, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 12 de la Ley General de Educación y
adiciona un artículo 7-Bis a la Ley de la Comisión Federal de
Electricidad, a cargo del diputado David Sánchez Isidoro, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Nuevo) Que reforma el artículo 105 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada María Soledad Sandoval Martínez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 30 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Máximo García López, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado Miguel Alva y
Alva, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona el artículo 12 de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos, suscrita por el
diputado Juan Manuel Celis Aguirre e integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Que reforma el artículo 303 del Código Civil Federal, a
cargo de la diputada María Eugenia Ocampo Bedolla, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley de Energía para el
Campo, a cargo del diputado Fernando Quetzalcóatl Moc-
tezuma Pereda, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 6o., 13 y 13 BIS de la Ley Mi-
nera, a cargo de la diputada Blandina Ramos Ramírez, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona los artículos 61, 73 y 74 Bis de la
Ley General de Salud, a cargo de la diputada Melissa To-
rres Sandoval, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal y de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a
cargo del diputado José Luis Toledo Medina, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por dipu-
tados integrantes de los Grupos Parlamentarios de Morena
y del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico y de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relaciona-
dos con las Mismas, a cargo del diputado José Luis Toledo
Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo de la diputada
Cristina Sánchez Coronel, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 39 y 90 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, suscrita por las diputadas Ana María Boone Godoy,
María Guadalupe Oyervides Valdez y Flor Estela Rentería
Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Agraria, a cargo de la diputada Iveth Bernal Casique, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 23 de la Ley para la Co-
ordinación de la Educación Superior, a cargo del diputado
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Enrique Rojas Orozco, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 19 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Álva-
ro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Álva-
ro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 10 de la Ley Reglamentaria de las
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Álvaro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Declaratoria de publicidad

Dictámenes a discusión de leyes o decretos

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley Federal de Protección al Consumidor. 

De la Comisión de Cambio Climático, con proyecto de de-
creto por el que se reforman los artículos 9o. y 91 de la Ley
General de Cambio Climático.

De la Comisión de Población, con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 83 de la Ley General de 
Población.

De la Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, con
proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo 47-
K a la Ley Federal de Sanidad Vegetal.

De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley para la Protección de Personas Defensoras de Dere-
chos Humanos y Periodistas.

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con pro-
yecto de decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley de Disciplina Financiera de las
Entidades Federativas y los Municipios.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto
por el que se reforman los artículos 7 y 127, y se adicio-
nan los artículos 65 Quáter; 65 Quáter 1; 65 Quáter 2; 65
Quáter 3 y 65 Quáter 4 de la Ley Federal de Protección
al Consumidor. 

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secreta-
ría de Salud del estado de Chiapas, a fin de implementar
la estrategia de “Capacitación para la promoción del
buen trato durante la atención del embarazo, parto y
puerperio en las salas de gineco-obstetricia de los servi-
cios de salud”, a cargo de la diputada María Soledad San-
doval Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, para que en el ámbito de
sus facultades fortalezca la planeación y articulación de la
acción pública hacia los pueblos indígenas, a cargo del
diputado Luis de León Martínez Sánchez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal, para que a través de la SRE y de la Comisión pa-
ra el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, garantice una
agenda incluyente en la próxima visita oficial a México de
la Relatora para los Derechos de los Pueblos Indígenas,
Victoria Tauli-Corpuz, a cargo del diputado Sergio López
Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la STPS, pa-
ra que incremente las inspecciones en los centros laborales,
con la finalidad de prevenir y detectar delitos en materia de
trata de personas, a cargo de la diputada Julieta Fernández
Márquez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Poder Eje-
cutivo del estado de Nuevo León, a informar a la opinión
pública acerca de las condiciones de requisa, saneamiento
y actual operación del Sistema de Transporte Integrado ti-
po BTR de la zona metropolitana de Monterrey, a cargo del
diputado Juan Carlos Ruíz García, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SCT, a
atender de manera pronta y expedita, el reclamo de los



usuarios del Circuito Exterior Mexiquense, a cargo del
diputado David Gerson García Calderón, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno del
estado de Puebla, a fortalecer sus programas gubernamen-
tales en materia de prevención y atención de actos de van-
dalismo y robos a espacios educativos, a cargo de la dipu-
tada Xitlalic Ceja García, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo relativo al estado que guardan las
auditorias hechas por la SFP por las irregularidades detec-
tadas en las revisiones al Programa de Incentivos a Pro-
ductores de Maíz y Frijol (PIMAF) en sus ejercicios 2015
y 2016, a cargo del diputado Daniel Ordoñez Hernández,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP, a la
Secretaría de Salud y a la Sedesol, a establecer mecanis-
mos que permitan la homologación del lenguaje para per-
sonas con discapacidad auditiva, a cargo del diputado Da-
niel Ordoñez Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Órgano Su-
perior de Fiscalización del Estado de México, para realizar
auditorías de desempeño a los recursos destinados a los
Centros Preventivos en dicha entidad, a cargo del diputado
Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al INEGI, a
realizar las gestiones necesarias a fin de que en el próximo
censo poblacional se diseñen los indicadores necesarios
que permitan conocer datos más precisos sobre las perso-
nas sordas, a cargo de la diputada María Luisa Beltrán Re-
yes, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. 

Con punto de acuerdo relativo a la creación de espacios
destinados como centros de atención de animales de com-
pañía en situación de calle, así como llevar a cabo campa-
ñas de esterilización y adopción dirigidas a promover y for-
talecer su bienestar, a cargo del diputado José Luis Toledo
Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal, a promulgar a la brevedad la Ley General en ma-
teria de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición
Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Bús-
queda de Personas, a cargo de la diputada Cristina Ismene
Gaytán Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a diversas au-
toridades de la CDMX, a transparentar el proceso para el
diseño, construcción, puesta en marcha, operación y man-
tenimiento de la planta de termovalorización ubicada en el
Bordo Poniente con el fin de garantizar su viabilidad fi-
nanciera y ambiental, a cargo de la diputada Sara Paola Gá-
lico Félix Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se emite un reconoci-
miento a la Semar, por su labor y esfuerzo en la vigilancia
de áreas naturales protegidas, así como exhortar a la Semar,
a la Profepa y a la Conapesca a continuar con las acciones
de inspección y vigilancia que llevan a cabo a favor de la
protección de zonas marinas, suscrita por la diputada Sha-
ron María Teresa Cuenca Ayala e integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Con punto de acuerdo relativo a las agresiones denunciadas
en contra de Alexandra Zapata Hojel, a cargo del diputado
Jorge Álvarez Maynez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los entes pú-
blicos del estado de Quintana Roo, a expedir un Código de
Ética que garantice un desarrollo profesional y respetuoso
entre los servidores públicos y que genere las condiciones
para el cumplimiento del estándar de integridad del Siste-
ma Nacional Anticorrupción, a cargo del diputado José
Luis Toledo Medina, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo relativo al proceso de actualización
e inclusión en el Programa Nacional de Normalización
2018 de la NOM-041-SSA2-2011 para la Prevención,
Diagnóstico, Tratamiento, Control y Vigilancia del Cáncer
de Mama, a cargo del diputado Daniel Ordoñez Hernández,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SRE, a re-
visar los términos y principios del Tratado de Guadalupe
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Hidalgo en relación a las renegociaciones del TLCAN, a
cargo del diputado Alejandro Armenta Mier, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que exhorta a la CFE, para que
revise los esquemas tarifarios, derivado de las condiciones
económicas y climatológicas que se viven en San Cristó-
bal, Chiapas y en varios lugares de la región sureste, a car-
go de la diputada María Elena Orantes López, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Congreso del
estado de Puebla, a aperturar las cuentas públicas de los
gobiernos del estado en los sexenios 1999-2005, 2005-
2011 y 2011-2017, incluidos los expedientes clasificados
como reservados, a cargo del diputado Alejandro Armenta
Mier, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Instituto Na-
cional de la Infraestructura Física Educativa a través de la
SEP, para cumplir la meta del programa nacional de bebe-
deros escolares, a cargo de la diputada María Victoria Mer-
cado Sánchez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Con punto de acuerdo relativo a la sentencia emitida por el
Juez Cuarto de Distrito en Materia de Trabajo en la
CDMX, en el juicio de amparo indirecto 2200/2014 así co-
mo para que dé cumplimiento totalidad de las demandas in-
terpuestas por los trabajadores de la Delegación Venustia-
no Carranza, suscrito por los diputados Juan Romero
Tenorio y Jesús Emiliano Álvarez López, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que exhorta a los gobiernos del
estado de México, Morelos, Michoacán, Chiapas, Nuevo Le-
ón, Veracruz, Sinaloa, Colima, San Luis Potosí, Guerrero,
Quintana Roo y Nayarit, a hacer pública la información rela-
tiva a la experiencia institucional de la alerta de género, a car-
go de la diputada María Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo relativo a las expresiones homofóbi-
cas pronunciadas por un grupo de diputadas y diputados
del Partido Revolucionario Institucional, durante el debate
del PEF 2018, por alentar los prejuicios y estereotipos ne-
gativos contra la condición homosexual, suscrito por los
diputados Norma Rocío Nahle García, Virgilio Caballero
Pedraza y Mario Ariel Juárez Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Efemérides

Con motivo del 14 de Noviembre “Día Mundial de la Dia-
betes” a cargo de la diputada Mirza Flores Gómez, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Con motivo del 14 de Noviembre “Día Mundial de la Dia-
betes” a cargo de la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.»

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: El
siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de la
sesión anterior. Pido a la Secretaría consulte a la asamblea
si se dispensa su lectura.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la
asamblea en votación económica si se dispensa la lectura al
acta de la sesión anterior. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dis-
pensa su lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el jueves nueve de noviembre de
dos mil diecisiete, correspondiente al Primer Periodo de
Sesiones Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la Se-
xagésima Tercera Legislatura.

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con una asistencia de cua-
trocientos cuarenta y cinco diputadas y diputados, a las die-
cisiete horas con veintiséis minutos del jueves nueve de
noviembre de dos mil diecisiete, el Presidente declara
abierta la sesión.

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; del mismo modo se dispensa la lectura del
acta de la sesión anterior, y no habiendo oradores registra-
dos, en votación económica se aprueba.



Desde sus respectivas curules realizan comentarios sobre
diversos temas el diputado Cesar Augusto Rendón García,
del Partido Acción Nacional; y la diputada Blandina Ra-
mos Ramírez, de Morena. La Presidencia hace aclaracio-
nes respecto a las solicitudes e instruye se registren sus in-
tervenciones en el Diario de los Debates.

Comunicaciones Oficiales:

a) De los diputados: Víctor Manuel Sánchez Orozco, de
Movimiento Ciudadano; Norma Xóchitl Hernández Colín,
de Morena; José Clemente Castañeda Hoeflich, de Movi-
miento Ciudadano; y María Luisa Beltrán Reyes, del Parti-
do de la Revolución Democrática, por las que solicitan el
retiro de iniciativas que se han presentado, que se encuen-
tran publicadas en la Gaceta Parlamentaria. Se tienen por
retiradas, actualícense los registros parlamentarios.

b) De la Secretaría de Desarrollo Social, con la que remite
el Informe Final de la Evaluación en Materia de Diseño del
"P001 Programa de Diseño y Conducción de la Política Pú-
blica de Desarrollo Social, dos mil diecisiete". Se turna a
las Comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública, y de De-
sarrollo Social para su conocimiento.

c) De la Cámara de Senadores, con la que remite treinta
proposiciones con puntos de acuerdo por las que solicitan
a la Cámara de Diputados que en el proceso de análisis,
discusión y aprobación del Presupuesto de Egresos de la
Federación para dos mil dieciocho, se consideren y desti-
nen recursos a diferentes partidas, suscritas por senadores
de diversos grupos parlamentarios. Se turnan a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, para su atención.

d) De la Secretaría de Gobierno de la Ciudad de México,
con la que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
da por la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, para su conocimiento.

El Presidente informa a la Asamblea que se encuentra a las
puertas del recinto la ciudadana María del Rocío Zazueta
Osuna, diputada federal electa en el Quinto Distrito Elec-
toral del estado de Sinaloa, se designa una comisión para
acompañarla, rinde protesta de ley, y entra en funciones. 

e) De la Cámara de Senadores, con la que remite las Mi-
nutas con proyecto de decreto:

• Por el que se declara el siete de febrero como "Día Na-
cional de la Vivienda". Se turna a la Comisión de Go-
bernación, para dictamen.

• Por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley de la Propiedad Industrial. Se turna a la
Comisión de Economía, para dictamen.

f) Iniciativa con proyecto de decreto del Congreso del es-
tado de Durango, por el que se reforma y adiciona el artí-
culo doscientos setenta y uno de la Ley Federal de Dere-
chos. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, para dictamen.

Se da cuenta con Acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica, por el que se por el que definen las reglas para la dis-
cusión y votación del Proyecto de Presupuesto de Egresos
de la Federación dos mil dieciocho. El Presidente informa
a la Asamblea que el Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta propuesta de modificación al Acuerdo, la Secretaría
da lectura y en votación económica no se acepta por lo que
se desecha; acto seguido en votación económica se aprue-
ba el Acuerdo en sus términos 

La Secretaría informa a la Asamblea que se encuentra pu-
blicado en la Gaceta Parlamentaria el dictamen de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de dos mil dieciocho. De conformidad con lo que es-
tablece el artículo ochenta y siete del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, se cumple con la Declaratoria de Pu-
blicidad, y en votación económica se autoriza su discusión
y votación de inmediato. En consecuencia se concede el
uso de la palabra al diputado Charbel Jorge Estefan Chi-
diac, para fundamentar el dictamen en nombre de la Comi-
sión. Para fijar postura de sus respectivos Grupos Parla-
mentarios intervienen las diputadas y a los diputados: José
Alfredo Ferreiro Velazco, del Partido Encuentro Social; 

Presidencia de la diputada
Martha Hilda González Calderón

Jesús Rafael Méndez Salas, de Nueva Alianza; German Er-
nesto Ralis Cumplido, de Movimiento Ciudadano; 

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

José Antonio Arévalo González, del Partido Verde Ecolo-
gista de México; Vidal Llerenas Morales, de Morena; José
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Antonio Estefan Garfias, del Partido de la Revolución De-
mocrática; Alejandra Gutiérrez Campos, del Partido Ac-
ción Nacional; y Claudia Edith Anaya Mota, del Partido
Revolucionario Institucional. 

En su oportunidad el Presidente hace un reconocimiento
ante la Asamblea a la joven Fernanda González Viramon-
tes, ganadora del Premio Nacional de la Juventud dos mil
diecisiete.

A las dieciocho horas con cuarenta y cinco minutos, por
instrucciones de la Presidencia, se cierra el sistema elec-
trónico de asistencia con un registro de cuatrocientos
cuarenta y cinco diputadas y diputados.

Se somete a discusión en lo general e intervienen las dipu-
tadas y los diputados: en contra Rodrigo Abdala Dartigues,
de Morena; 

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realizan
comentarios el diputado Eukid Castañon Herrera, del Partido
Acción Nacional; y la diputada Claudia Sofía Corichi García,
de Movimiento Ciudadano. La Presidencia instruye se regis-
tren sus intervenciones en el Diario de los Debates

Continúa la discusión en lo general e intervienen las diputa-
das y los diputados: en pro Rosa Alba Ramírez Nachis, de
Movimiento Ciudadano; y Emilio Enrique Salazar Farías, del
Partido Verde Ecologista de México; en contra Juan Romero
Tenorio, de Morena; en pro Ricardo David García Portilla,
del Partido Revolucionario Institucional, y Tomás Octavio
Félix, del Partido de la Revolución Democrática; en contra
René Cervera García, de Morena;  en pro Minerva Hernán-
dez Ramos, del Partido Acción Nacional; y Otniel García Na-
varro, del Partido Revolucionario Institucional. 

Presidencia de la diputada
Martha Hilda González Calderón

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

En votación económica se considera suficientemente dis-
cutido en lo general. El Presidente informa a la Asamblea
que se recibieron trescientos cuarenta y seis reservas para
su discusión en lo particular y para terminar el registro,
agruparlas y proceder a su discusión, a las diecinueve ho-
ras con cuarenta y cuatro minutos se decreta un receso. 

A las diecinueve horas con cincuenta y cinco minutos se re-
anuda la sesión.

El Presidente informa que se han reservado para su discu-
sión en lo particular los artículos: uno, dos, tres, seis, siete,
ocho, nueve, diez, doce, trece, catorce, quince, diecisiete,
dieciocho, diecinueve, veinte, veintiuno, veintidós, veinti-
trés, veinticuatro, veinticinco, veintisiete, veintiocho, vein-
tinueve, treinta y uno, treinta y dos, treinta y tres, treinta y
cinco, treinta y seis, treinta y siete, treinta y ocho, cuaren-
ta, cuarenta y uno, y cuarenta y dos, la adición de varios ar-
tículos; artículos tercero, quinto y sexto transitorios; la adi-
ción de diversos artículos transitorios; los anexos uno, dos,
cuatro, cinco-A, ocho, diez, once, doce, trece, catorce, die-
ciséis, diecisiete, dieciocho, diecinueve, veinte, veintiuno,
veinticuatro punto cinco punto dos, veinticinco, veintisiete,
treinta y uno, treinta y dos, y cuarenta y seis del dictamen.
En votación nominal por cuatrocientos trece votos a favor;
y cuarenta y nueve en contra, se aprueba en lo general y en
lo particular los artículos no reservados.

El Presidente solicita un breve encuentro con la y los coor-
dinadores de los Grupos Parlamentarios a efecto de organi-
zar el desahogo de los artículos reservados, por lo que a las
veinte horas con cinco minutos se declara un receso.

A las veinte horas con treinta y ocho minutos se reanuda la
sesión.

El Presidente informa a la Asamblea el procedimiento de la
discusión de las reservas y refiere que se acordó que las le-
gisladoras y los legisladores que registraron reservas, las
presenten en una sola intervención, de la siguiente manera:
quien tenga registrados de uno a cinco artículos reservados,
contará hasta con tres minutos; quien tenga registrados de
seis a diez artículos reservados, contará hasta con cinco mi-
nutos; y quien tenga registrados más de once artículos re-
servados, contará hasta con siete minutos para su presenta-
ción, asimismo instruye que se inserte íntegramente los
textos de las reservas y las intervenciones en el Diario de
los Debates.

A discusión en lo particular, se concede el uso de la pala-
bra para presentar propuestas de modificación a las diputa-
das y a los diputados:

• Rene Cervera García, de Morena, a los artículos: uno,
nueve, diez, doce y trece, que en votación económica no
se admiten a discusión, se desechan, y se reservan para
su votación en conjunto en términos del dictamen.



• Ernestina Godoy Ramos, de Morena, a los artículos:
uno, tres, siete, ocho, nueve, diez, doce, catorce, quince,
diecisiete, dieciocho, veintiuno, veintitrés, veinticinco,
veintisiete, y Anexo uno, que en votación económica no
se admiten a discusión, se desechan, y se reservan para
su votación en conjunto en términos del dictamen.

El Presidente instruye se inserte íntegramente en el Diario
de los Debates las reservas a los artículos: uno, nueve y
veinte, y la adición de artículos transitorios, presentadas
por la diputada Minerva Hernández Ramos, del Partido Ac-
ción Nacional; la cual declina su participación en tribuna.

• Juan Romero Tenorio, de Morena, a los artículos: uno,
seis, siete, ocho, nueve, diez, y Anexo veinte, que en vo-
tación económica no se admiten a discusión, se dese-
chan, y se reservan para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen.

• Blanca Margarita Cuata, Domínguez, de Morena, a los
artículos: dos, y trece, que en votación económica no se
admiten a discusión, se desechan, y se reservan para su
votación en conjunto en términos del dictamen.

• Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, de Movimiento
Ciudadano, al artículo tres, que en votación económica
no se admite a discusión, se desecha, y se reserva para
su votación en conjunto en términos del dictamen.

• Claudia Sofía Corichi García, de Movimiento Ciuda-
dano, a los artículos: tres, y Anexos uno, diez, once, die-
cisiete, dieciocho, y diecinueve, que en votación econó-
mica no se admiten a discusión, se desechan, y se
reservan para su votación en conjunto en términos del
dictamen.

• Mirza Flores Gómez, de Movimiento Ciudadano, a los
artículos: tres, siete, diez, trece, y Anexo uno, que en vo-
tación económica no se admiten a discusión, se dese-
chan, y se reservan para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen.

• Alejandro Armenta Mier, de Morena, a los artículos:
siete, trece, diecisiete, veinticinco, y treinta y dos; y el
Anexo uno, que en votación económica no se admiten a
discusión, se desechan, y se reservan para su votación
en conjunto en términos del dictamen.

• Javier Antonio Neblina Vega, del Partido Acción Na-
cional, al artículo siete, que en votación económica no

se admite a discusión, se desecha, y se reserva para su
votación en conjunto en términos del dictamen.

• María Elena Orantes López, de Movimiento Ciudada-
no, al artículo siete, y los Anexos once y catorce, que en
votación económica no se admiten a discusión, se dese-
chan, y se reservan para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen.

Presidencia de la diputada
Martha Hilda González Calderón

• Delfina Gómez Álvarez, de Morena, al artículo ocho;
y Anexo uno, que en votación económica no se admiten
a discusión, se desechan, y se reservan para su votación
en conjunto en términos del dictamen.

• Ana Leticia Carrera Hernández, de Morena, al artícu-
lo nueve; y Anexo cinco-A, que en votación económica
no se admiten a discusión, se desechan, y se reservan
para su votación en conjunto en términos del dictamen.

• Rogerio Castro Vázquez, de Morena, al artículo nue-
ve, adición de un artículo siete recorriéndose la numera-
ción; y Anexo uno, que en votación económica no se ad-
miten a discusión, se desechan, y se reservan para su
votación en conjunto en términos del dictamen.

• Norma Xóchitl Hernández Colín, de Morena, a los ar-
tículos: nueve, diez, doce, trece, veintidós, veintitrés,
veinticuatro, veintisiete, veintiocho, veintinueve, treinta
y uno, treinta y ocho, cuarenta, cuarenta y uno; adición
de un artículo transitorio; y Anexo uno, que en votación
económica no se admiten a discusión, se desechan, y se
reservan para su votación en conjunto en términos del
dictamen.

• Vidal Llerenas Morales, de Morena, al artículo cator-
ce, que en votación económica no se admite a discusión,
se desecha, y se reserva para su votación en conjunto en
términos del dictamen.

La Presidenta instruye se inserte íntegramente en el Diario
de los Debates las reservas al artículo nueve, y Anexo vein-
tiuno, presentadas por el diputado Norberto Antonio Mar-
tínez Soto, del Partido de la Revolución Democrática; el
cual declina su participación en tribuna.

• Sergio López Sánchez, del Partido de la Revolución
Democrática, al artículo nueve y Anexo diez, que en vo-
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tación económica no se admite a discusión, se desecha,
y se reserva para su votación en conjunto en términos
del dictamen.

• Ariadna Montiel Reyes, de Morena, a los artículos:
nueve, y diecisiete; adición de un artículo; y Anexo uno,
que en votación económica no se admiten a discusión,
se desechan, y se reservan para su votación en conjunto
en términos del dictamen.

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

• Cecilia Guadalupe Soto González, del Partido de la
Revolución Democrática, a los artículos: nueve, diez, y
treinta y ocho; adición de artículos transitorios; y Ane-
xos uno, y veintiuno, que en votación económica no se
admiten a discusión, se desechan, y se reservan para su
votación en conjunto en términos del dictamen.

El Presidente instruye se inserte íntegramente en el Diario
de los Debates las reservas a los artículos nueve, diez, do-
ce; y quinto transitorio, y adición de artículos transitorios,
presentadas por el diputado José de Jesús Zambrano Gri-
jalva, del Partido de la Revolución Democrática; el cual
declina su participación en tribuna.

• Karen Hurtado Arana, del Partido de la Revolución
Democrática, al artículo nueve, que en votación econó-
mica no se admite a discusión, se desecha, y se reserva
para su votación en conjunto en términos del dictamen.

• Erika Irazema Briones Pérez, del Partido de la Revo-
lución Democrática, adición de un artículo transitorio,
que en votación económica no se admite a discusión, y
se desecha.

El Presidente instruye se inserte íntegramente en el Diario
de los Debates la reserva de adición de un artículo transi-
torio, presentada por la diputada Olga Catalán Padilla, del
Partido de la Revolución Democrática; la cual declina su
participación en tribuna.

• Jonabad Martínez García, de Movimiento Ciudadano,
al artículo diez; y Anexo dieciséis, que en votación eco-
nómica no se admiten a discusión, se desechan, y se re-
servan para su votación en conjunto en términos del dic-
tamen.

• Salvador Zamora Zamora, de Movimiento Ciudadano,
a los artículos: diez y veintiocho, que en votación eco-
nómica no se admiten a discusión, se desechan, y se re-
servan para su votación en conjunto en términos del dic-
tamen.

• Virgilio Dante Caballero Pedraza, de Morena, al artí-
culo quince, que en votación económica no se admite a
discusión, se desecha, y se reserva para su votación en
conjunto en términos del dictamen.

El Presidente instruye se inserte íntegramente en el Diario
de los Debates la reserva al artículo quince presentada por
el diputado Miguel Ángel Salim Alle, del Partido Acción
Nacional, el cual declina su participación en tribuna.

• Jesús Emiliano Álvarez López, de Morena, al artículo
diecisiete; y Anexo uno, que en votación económica no
se admiten a discusión, se desechan, y se reservan para
su votación en conjunto en términos del dictamen.

• Jorge Álvarez Maynez, de Movimiento Ciudadano, a
los artículos diecisiete, y cuarenta y dos; y Anexo uno,
que en votación económica no se admiten a discusión,
se desechan, y se reservan para su votación en conjunto
en términos del dictamen.

Presidencia de la diputada
Martha Hilda González Calderón

• Abdies Pineda Morín, del Partido Encuentro Social, al
artículo diecisiete, que en votación económica no se ad-
mite a discusión, se desecha, y se reserva para su vota-
ción en conjunto en términos del dictamen.

• Julio Saldaña Moran, del Partido de la Revolución De-
mocrática, al artículo diecisiete; y Anexo catorce, que
en votación económica no se admiten a discusión, se de-
sechan, y se reservan para su votación en conjunto en
términos del dictamen.

• Jesús Salvador Valencia Guzmán, de Morena, al artí-
culo diecinueve; y Anexo uno, que en votación econó-
mica no se admiten a discusión, se desechan, y se reser-
van para su votación en conjunto en términos del
dictamen.

• Miguel Alva y Alva, de Morena, a los artículos: vein-
ticuatro, y treinta y cinco, que en votación económica no



se admiten a discusión, se desechan, y se reservan para
su votación en conjunto en términos del dictamen.

• Araceli Madrigal Sánchez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, al artículo veinticuatro, que en vota-
ción económica no se admite a discusión, se desecha, y
se reserva para su votación en conjunto en términos del
dictamen.

• Verónica Delgadillo García, de Movimiento Ciudada-
no, al artículo diecisiete; y Anexos uno, dos, y veintiu-
no, que en votación económica no se admiten a discu-
sión, se desechan, y se reservan para su votación en
conjunto en términos del dictamen.

• Patricia Elena Aceves Pastrana, de Morena, a los artí-
culos veintisiete, y cuarenta y uno; y Anexo uno, que en
votación económica no se admiten a discusión, se dese-
chan, y se reservan para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen.

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

• Natalia Karina Barón Ortiz, de Morena, a los artículos:
veintisiete, veintiocho, veintinueve, treinta y dos, y
treinta y cinco, que en votación económica no se admi-
ten a discusión, se desechan, y se reservan para su vota-
ción en conjunto en términos del dictamen.

• Alicia Barrientos Pantoja, de Morena, a los artículos
veintisiete, y treinta y seis; y Anexo veinte, que en vo-
tación económica no se admiten a discusión, se dese-
chan, y se reservan para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen.

• Leonel Gerardo Cordero Lerma, del Partido Acción
Nacional, al artículo veintiocho; y Anexos once, doce, y
veintiuno, que en votación económica no se admiten a
discusión, se desechan, y se reservan para su votación
en conjunto en términos del dictamen.

• Jesús Serrano Lora, de Morena, al artículo treinta y
tres; y Anexo once, que en votación económica no se
admiten a discusión, se desechan, y se reservan para su
votación en conjunto en términos del dictamen.

• José Erandi Bermúdez Méndez, del Partido Acción
Nacional, al artículo treinta y cinco, que en votación
económica no se admite a discusión, se desecha, y se re-

serva para su votación en conjunto en términos del dic-
tamen.

• Omar Ortega Álvarez, del Partido de la Revolución
Democrática, al artículo treinta y cinco; sexto transito-
rio; y Anexo once, que en votación económica no se ad-
miten a discusión, se desechan, y se reservan para su vo-
tación en conjunto en términos del dictamen.

• Blandina Ramos Ramírez, de Morena, al artículo trein-
ta y cinco; y Anexo uno, que en votación económica no
se admiten a discusión, se desechan, y se reservan para
su votación en conjunto en términos del dictamen.

• Guadalupe Hernández Correa, de Morena, al artículo
treinta y seis, que en votación económica no se admite a
discusión, se desecha, y se reserva para su votación en
conjunto en términos del dictamen.

• Adriana Elizarraraz Sandoval, del Partido Acción Na-
cional, al artículo treinta y siete, que en votación econó-
mica no se admite a discusión, se desecha, y se reserva
para su votación en conjunto en términos del dictamen.

• Jorge Ramos Hernández, del Partido Acción Nacional,
adición de un artículo ocho bis; y modificación del Ane-
xo uno, que en votación económica no se admiten a dis-
cusión, se desechan, y se reservan para su votación en
conjunto en términos del dictamen.

• Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano, de Morena, adi-
ción de un artículo, que en votación económica no se
admite a discusión, y se desecha.

• Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Partido de la
Revolución Democrática, a los artículos: quinto y sexto
transitorio; y Anexos uno, y trece, que en votación eco-
nómica no se admiten a discusión, se desechan, y se re-
servan para su votación en conjunto en términos del dic-
tamen.

• Justo Federico Escobedo Miramontes, del Partido En-
cuentro Social, al artículo quinto transitorio; y Anexo
uno, que en votación económica no se admiten a discu-
sión, se desechan, y se reservan para su votación en con-
junto en términos del dictamen.

El Presidente instruye se inserte íntegramente en el Diario de
los Debates las reservas para adicionar un artículo transitorio
y el Anexo uno de las diputadas y los diputados: Kathia Ma-
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ría Bolio Pinelo, Federico Döring Casar, y Teresa de Jesús Li-
zárraga Figueroa, del Partido Acción Nacional; Candelario
Pérez Alvarado, del Partido Revolucionario Institucional;
German Ernesto Ralis Cumplido, de Movimiento Ciudada-
no; Ingrid Krasopani Schemelensky Castro, del Partido Ac-
ción Nacional; y Rodrigo Abdala Dartigues, de Morena, los
cuales declinan de su participación en tribuna.

• Modesta Fuentes Alonso, de Morena, adición de un ar-
tículo transitorio; y modificación del Anexo uno, que en
votación económica no se admiten a discusión, se dese-
chan, y se reservan para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen.

• Rafael Hernández Soriano, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, adición de un artículo transitorio; y
modificación de los Anexos cuatro, y dieciocho, que en
votación económica no se admiten a discusión, se dese-
chan, y se reservan para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen.

• Gerardo Federico Salas Díaz, del Partido Acción Na-
cional, adición de un artículo transitorio, que en vota-
ción económica no se admite a discusión, y se desecha.

• Alfredo Basurto Román, de Morena, al Anexo uno,
que en votación económica no se admite a discusión, se
desecha, y se reserva para su votación en conjunto en
términos del dictamen.

• José Clemente Castañeda Hoeflich, de Movimiento
Ciudadano, a los Anexos uno, ocho, y diecisiete, que en
votación económica no se admiten a discusión, se dese-
chan, y se reservan para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen.

• María Chávez García, de Morena, a los Anexos uno, y
cuatro, que en votación económica no se admiten a dis-
cusión, se desechan, y se reservan para su votación en
conjunto en términos del dictamen.

• Araceli Damián González, de Morena, al Anexo uno,
que en votación económica no se admite a discusión, se
desecha, y se reserva para su votación en conjunto en
términos del dictamen.

• Sandra Luz Falcón Venegas, de Morena, al Anexo uno,
que en votación económica no se admite a discusión, se
desecha, y se reserva para su votación en conjunto en
términos del dictamen.

• Sara Paola Galico Félix Díaz, de Morena, al Anexo
uno, que en votación económica no se admite a discu-
sión, se desecha, y se reserva para su votación en con-
junto en términos del dictamen.

• Cuitláhuac García Jiménez, de Morena, al Anexo uno,
que en votación económica no se admite a discusión, se
desecha, y se reserva para su votación en conjunto en
términos del dictamen.

• Roberto Guzmán Jacobo, de Morena, al Anexo uno,
que en votación económica no se admite a discusión, se
desecha, y se reserva para su votación en conjunto en
términos del dictamen.

• Ángel Antonio Hernández de la Piedra, de Morena, a
los Anexo uno, cuatro, y doce, que en votación económi-
ca no se admiten a discusión, se desechan, y se reservan
para su votación en conjunto en términos del dictamen.

Presidencia del diputado
Arturo Santana Alfaro

• Concepción Villa González, de Morena, al Anexo uno,
que en votación económica no se admite a discusión, se
desecha, y se reserva para su votación en conjunto en
términos del dictamen.

• Alberto Martínez Urincho, de Morena, a los Anexos
uno, y veinticuatro punto cinco punto dos, que en vota-
ción económica no se admiten a discusión, se desechan,
y se reservan para su votación en conjunto en términos
del dictamen.

• Renato Josafat Molina Arias, de Morena, a los Anexos
uno, y veintisiete, que en votación económica no se ad-
miten a discusión, se desechan, y se reservan para su vo-
tación en conjunto en términos del dictamen.

• Norma Rocío Nahle García, de Morena, al Anexo uno,
que en votación económica no se admite a discusión, se
desecha, y se reserva para su votación en conjunto en
términos del dictamen.

• Francisco Xavier Nava Palacios, del Partido de la Re-
volución Democrática, al Anexo uno, que en votación
económica no se admite a discusión, se desecha, y se
reserva para su votación en conjunto en términos del
dictamen.



• Adán Pérez Utrera, de Movimiento Ciudadano, al Ane-
xo uno, que en votación económica no se admite a dis-
cusión, se desecha, y se reserva para su votación en con-
junto en términos del dictamen.

• Víctor Manuel Sánchez Orozco, de Movimiento Ciu-
dadano, al Anexo uno, que en votación económica no se
admite a discusión, se desecha, y se reserva para su vo-
tación en conjunto en términos del dictamen.

• Edmundo Javier Bolaños Aguilar, del Partido Acción
Nacional, al Anexo uno, que en votación económica no
se admite a discusión, se desecha, y se reserva para su
votación en conjunto en términos del dictamen.

• Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, de Morena, al
Anexo uno, que en votación económica no se admite a
discusión, se desecha, y se reserva para su votación en
conjunto en términos del dictamen.

• Marbella Toledo Ibarra, de Movimiento Ciudadano, al
Anexo uno, que en votación económica no se admite a
discusión, se desecha, y se reserva para su votación en
conjunto en términos del dictamen.

Desde su respectiva curul realiza diversos comentarios el
diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

• Mariana Trejo Flores, de Morena, al Anexo uno, que
en votación económica no se admite a discusión, se de-
secha, y se reserva para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen.

Presidencia del diputado
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• Mario Ariel Juárez Rodríguez, de Morena, a los Ane-
xos uno, y cuatro, que en votación económica no se ad-
miten a discusión, se desechan, y se reservan para su vo-
tación en conjunto en términos del dictamen.

El Presidente instruye a la Secretaría dar lectura artículo
ocho numeral uno, fracción cuarta del Reglamento de la
Cámara de Diputados; y diez, fracción primera del Código
de Ética, para ilustrar a la Asamblea. Desde su curul la
diputada Norma Rocío Nahle García, de Morena, realiza la
siguiente intervención: 

"La diputada Norma Rocío Nahle García (desde la cu-
rul): Presidente.

…

La diputada Norma Rocío Nahle García (desde la cu-
rul): Referente a lo que acaba de hacer mención del Có-
digo de Ética. Morena, efectivamente, desde que llega-
mos el 1 de septiembre de 2015 venimos a trabajar, a
sumar, y si ha sido alguna conducta o alguna expresión
fuera de lugar, se han calentado los ánimos toda la no-
che de ambas partes.

En lo que respecta a Morena, Morena viene aquí a
construir, Morena viene a señalar y, -permítanme, por
favor...

…

La diputada Norma Rocío Nahle García (desde la cu-
rul): -Permítanme, por favor-. Y en ningún momento es
la intención de faltar al decoro a esta Cámara ni a nin-
gún diputado o coordinador. Es cuanto, de parte de Mo-
rena". 

(A petición de la diputada Norma Rocío Nahle García se
inserta íntegramente su intervención) 

Desde sus respectivas curules realizan comentarios los
diputados Jesús Sesma Suárez, del Partido Verde Ecologis-
ta de México; y Mario Ariel Juárez Rodríguez, de Morena.
El Presidente instruye se inserte en el Diario de los Deba-
tes las intervenciones hechas.

Respecto a la intervención inicial del diputado Juárez Ro-
dríguez, la Presidencia instruye con la anuencia del dipu-
tado, se registre en el Diario de los Debates, omitiendo las
expresiones vertidas a otros legisladores.

El Presidente instruye se inserte íntegramente en el Diario
de los Debates las reservas a los Anexos diez y once, de los
diputados Francisco Martínez Neri, del Partido de la Revo-
lución Democrática, y Macedonio Salomón Tamez Guajar-
do, de Movimiento Ciudadano, respectivamente, los cuales
declinan de su participación en tribuna.

• Jesús Antonio López Rodríguez, del Partido Acción
Nacional, al Anexo once, que en votación económica no
se admite a discusión, se desecha, y se reserva para su
votación en conjunto en términos del dictamen.
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El Presidente instruye se inserte íntegramente en el Diario
de los Debates las reservas al Anexo cuarenta y seis, y la
adición de un Anexo, de las diputadas Gretel Culin Jaime,
y María Verónica Agundis Estrada, respectivamente, am-
bas del Partido Acción Nacional, las cuales declinan de su
participación en tribuna.

• Tania Victoria Arguijo Herrera, del Partido de la Re-
volución Democrática, al Anexo doce, que en votación
económica no se admite a discusión, se desecha, y se re-
serva para su votación en conjunto en términos del dic-
tamen.

• José Antonio Salas Valencia, del Partido Acción Na-
cional, al Anexo doce, que en votación económica no se
admite a discusión, se desecha, y se reserva para su vo-
tación en conjunto en términos del dictamen.

• Gonzalo Guízar Valladares, del Partido Encuentro So-
cial, a los Anexos trece, y dieciocho, que en votación
económica no se admiten a discusión, se desechan, y se
reservan para su votación en conjunto en términos del
dictamen.

• Elías Octavio Iñiguez Mejía, del Partido Acción Na-
cional, al Anexo trece, que en votación económica no se
admite a discusión, se desecha, y se reserva para su vo-
tación en conjunto en términos del dictamen.

• María Victoria Mercado Sánchez, de Movimiento Ciu-
dadano, al Anexo catorce, que en votación económica
no se admite a discusión, se desecha, y se reserva para
su votación en conjunto en términos del dictamen.

El Presidente atiende la petición e instruye se inserte ínte-
gramente en el Diario de los debates las reservas de las di-
putadas y los diputados: Jorge López Martín, del Partido
Acción Nacional; y José Federico Escobedo Miramontes,
del Partido Encuentro Social, María de la Paz Quiñonez
Cornejo, del Partido Revolucionario Institucional; Gina
Andrea Cruz Blackledge, Leonel Gerardo Cordero Lerma,
José Everardo López Córdova, José Antonio Salas Valen-
cia, Exaltación González Ceceña, María de los Ángeles
Rodríguez Aguirre, Leticia Amparano Gamez, Jacqueline
Nava Mouett, María García Pérez, Luis de León Martínez
Sánchez y Ariel Enrique Corona Rodríguez, todos del Par-
tido Acción Nacional. 

• Luis Ernesto Murguía González, de Movimiento Ciu-
dadano, al Anexo diecisiete, que en votación económica

no se admite a discusión, se desecha, y se reserva para
su votación en conjunto en términos del dictamen.

• María Eloísa Talavera Hernández, del Partido Acción
Nacional, que adiciona artículos transitorios, que en vo-
tación económica no se admiten a discusión, se dese-
chan, y se reservan para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen. 

Sin más oradores registrados, en votación económica se
considera suficientemente discutido en lo particular. El
Presidente informa a la Asamblea que se recibieron dos fes
de erratas, presentadas por la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública en el Anexo uno y artículo tercero transito-
rio del Decreto, que en votación económica se someten a
discusión, de la misma manera se aceptan y pasan a formar
parte del dictamen. En votación nominal por doscientos
cincuenta y tres votos a favor; y doscientos cinco en con-
tra, se aprueban en lo particular los artículos: uno, dos, tres,
seis, siete ocho, nueve, diez, doce, trece, catorce, quince,
diecisiete, dieciocho, diecinueve, veinte, veintiuno, veinti-
dós, veintitrés, veinticuatro, veinticinco, veintisiete, vein-
tiocho, veintinueve, treinta y uno, treinta y dos, treinta y
tres, treinta y cinco, treinta y seis, treinta y siete, treinta y
ocho, cuarenta, cuarenta y uno, y cuarenta y dos; quinto y
sexto transitorio; Anexos: dos, cuatro, cinco-A, ocho, diez,
once, doce, trece, catorce, dieciséis, diecisiete, dieciocho,
diecinueve, veinte, veintiuno, veinticuatro punto cinco
punto dos, veinticinco, veintisiete, treinta y uno, treinta y
dos, y cuarenta y seis, en términos del dictamen; Anexo
uno, y artículo tercero transitorio con las modificaciones
aceptadas por la Asamblea. Se aprueba en lo general y en
lo particular el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de dos mil dieciocho.
Pasa al Ejecutivo, para sus efectos constitucionales. 

El Presidente informa a la Asamblea que, con fundamento
en lo que dispone el artículo noventa y tres, numeral uno,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se ordena que
antes de que se remita el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal dos mil die-
ciocho al Ejecutivo Federal, se realicen las correcciones
que demandan el buen uso del lenguaje y la claridad de la
Ley, sin modificar lo aprobado por el Pleno.

El Presidente formula la declaratoria de las Zonas de Aten-
ción Prioritarias para el Ejercicio Fiscal dos mil dieciocho.
Instruye su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción junto con el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal dos mil dieciocho.



Se da cuenta con comunicaciones:

• De la diputada Nancy López Ruíz, por la que comuni-
ca que deja de pertenecer al Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México. De enterado. Co-
muníquense.

• Del Coordinador del Partido Encuentro Social, por la
que comunica la incorporación de la diputada Nancy
López Ruíz, ha dicho Grupo Parlamentario. De entera-
do, comuníquense. Actualícense los registros parlamen-
tarios.

El Presidente informa a la Asamblea que la sesión y la dis-
cusión duro diez horas con treinta y cuatro minutos, con
dieciocho oradores en lo general, y setenta y seis oradores
en lo particular, dando un total de noventa y cuatros dipu-
tados usando la tribuna, y veintiocho que declinaron su in-
tervención solicitando que se inserten sus propuestas en el
Diario de los Debates.

El Presidente levanta la sesión a las cuatro horas con dos
minutos del día viernes diez de noviembre, y cita para la si-
guiente Sesión Ordinaria el día martes catorce de noviem-
bre de dos mil diecisiete, a las once horas.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Consulte la Secretaría si es de aprobarse el acta. Tengo en-
tendido que tenemos observaciones al acta. Tiene la palabra
la diputada Rocío Nahle, para hacer observaciones al acta.

La diputada Norma Rocío Nahle García (desde la cu-
rul): Presidente diputado. Es para solicitar que se instale en
el acta, no solo en el Diario de los Debates, la participación
que tuve referente a la disculpa que se emitió desde la cu-
rul el día de la discusión del Presupuesto, el jueves, viernes
en la madrugada, sobre la disculpa que el Grupo Parla-
mentario de Morena emitió aquí en el pleno por el asunto
que se refería al coordinador del PRI.

También comentarle, que respecto a esto es lamentable la si-
tuación que se ha conducido aquí en la Cámara, sobre las ex-
presiones homofóbicas que hicieron las diputadas del PRI.

Hoy llevamos un punto de acuerdo de urgente y obvia re-
solución para que la diputada Alma Lilia Luna Munguía,
que es del distrito XXXII de México, para que Arlet Mól-
gora Glover, de Quintana Roo, del PRI; Jasmine María Bu-
garín Rodríguez, de Nayarit, del PRI; la diputada Rocío Dí-
az Montoya, de México, del PRI; la diputada Gloria

Himelda Félix, de Sinaloa, del PRI, y la diputada Carolina
Monroy, le pidan una disculpa al pueblo de México por las
expresiones homofóbicas que se virtieron en la discusión.

Pero también dentro del Código de Ética es necesario se-
ñalar que no nada más fue en el momento en que hicieron
el grito con este sentido discriminatorio, sino que desde an-
tes estuvieron insultando a la diputada Sara Paola Félix,
antes de que subiera a tribuna.

También, como Mesa Directiva, en el Código de Ética
está establecido que no se pueden tomar bebidas alcohó-
licas durante la sesión y es claro, vimos, observamos,
que varios diputados durante la discusión estuvieron to-
mando bebidas etílicas.

Las expresiones elitistas, clasistas que han estado hacien-
do, no son de ahora. Hace un año, nos dijeron que éramos
los diputados del barrio, y sí es cierto, somos del barrio y
el barrio nos respalda. Hoy, una diputada dice que no se de-
be permitir que personas como el diputado Ariel lleguen a
la Cámara.

No es posible que, en esta Cámara de Diputados, que so-
mos los representantes de 120 millones de personas, en es-
ta pluralidad en el contexto mexicano, se limiten por que-
rer representar solamente una elite.

Sí, pido que el Código de Ética se aplique efectivamente y
que, de acuerdo a la solicitud del punto de acuerdo, estas
diputadas le den una disculpa pública a todo el pueblo de
México. Está Cámara de Diputados es para todos, aquí en-
tramos todos, representamos a todos y podremos tener un
debate álgido y podremos tener un debate a la altura, con
señalamientos, pero nunca discriminatorios, homofóbicos.

Por ello le solicito a usted que, de acuerdo al Código de
Ética, se les castigue o reprenda con lo que marca dicho re-
glamento. Muchas gracias.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputada. Esta Mesa Directiva tomará las siguien-
tes determinaciones:

En cuanto a la solicitud de la diputada Rocío Nahle, refe-
rente al acta, insértese íntegra, de conformidad a la graba-
ción correspondiente, su participación en la sesión pasada.

En relación al punto de acuerdo, el punto de acuerdo es de
la Junta de Coordinación Política y esta Mesa Directiva le
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dará el trámite que corresponda, de acuerdo a lo que haya
solicitado la Junta de Coordinación Política.

En relación al Código de Ética, una y otra vez esta Mesa Di-
rectiva ha hecho llamados a quienes hacen uso de la tribuna
y a quienes lo escuchan, a comportarse de la manera que el
Código prevé debe de comportarse un parlamentario.

En la pasada sesión quizá fue más notoria la descalifica-
ción de un coordinador, pero no pasa desapercibida la des-
calificación peyorativa a una legisladora. Ambas cosas son
imperdonables, ambas cosas tienen que tener una reflexión
de los señores legisladores, la Mesa Directiva asume, como
lo ha solicitado la diputada Nahle, revisar la conducta de
quiénes participaron en estos hechos y, por supuesto, hacer
las recomendaciones necesarias.

Continúe la Secretaría.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: En votación económica, se pregunta si se aprueba el
acta de la sesión anterior.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Con la instrucción ordenada por la Mesa Directiva.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Con la instrucción ordenada por la Presidencia de la
Mesa. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Se-
ñor presidente, mayoría por la afirmativa.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputada secretaria.

La diputada Adriana del Pilar Ortiz Lanz (desde la cu-
rul): Presidente.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Me pide la palabra la diputada Adriana Ortiz Lanz, ¿con
qué objeto, distinguida diputada?

La diputada Adriana del Pilar Ortiz Lanz (desde la cu-
rul): Muchas gracias, presidente. En efecto, es con relación
al punto que usted antes mencionó, decirle que, efectiva-
mente, yo creo que esto es un llamado de reflexión a todos
quienes integramos esta legislatura, para comportarnos con
el decoro, con el respeto que se merece la investidura en la
que estamos.

Pero, sobre todo, quiero hacerle una aclaración a la dipu-
tada Rocío Nahle, yo pediría que revise muy bien los nom-
bres que menciona, porque en esos nombres me puso a mí
en una lista en la que no estuve y en la que no participé, y
lo que no voy a permitir es que nadie haga mención de mi
nombre o use mi nombre para un fin que no es. Que revi-
sen bien antes de emitir acusaciones. Muchas gracias, pre-
sidente.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Se
registran ambas intervenciones y quedan anotadas. Diputada
Nahle, le recuerdo, muy respetuosamente, que conforme he-
mos establecido desde el principio, las intervenciones fuera
del orden del día tienen un turno y un turno sucesivamente y
después continuamos con el orden del día.

Si hay aclaraciones respecto a lo que dijo la diputada Ortiz
Lanz, con mucho gusto esta Mesa las registrará aquí mismo,
sin ningún problema. Para ambas diputadas es mi solicitud.

El diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela (desde la
curul): Presidente.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: El
diputado Antonio Ixtlahuac, ¿con qué objeto?

El diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela (desde la
curul): Gracias, presidente. De manera muy respetuosa ha-
cer un llamado al gobierno del estado de Michoacán, sin
ánimo de politizar, para que atienda con respeto a las ga-
rantías individuales a la legalidad y al Estado de derecho,
la crisis en la que se encuentra el Estado por problemas sin-
dicales y magisteriales.

No es con la violencia, señor presidente, como se arreglan
los problemas que tiene Michoacán en estos momentos, y
hago un llamado muy respetuoso al gobernador del estado
de Michoacán para que respete los derechos humanos, las
garantías individuales de las proclamas y manifestaciones
sociales que ha dado el pueblo de Michoacán. Gracias, pre-
sidente.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputado. Continúe la Secretaría.

El diputado Antonio Amaro Cancino (desde la curul):
Presidente.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputado Amaro.



La diputada Norma Rocío Nahle García (desde la cu-
rul): Presidente.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Permítame un segundo diputado Amaro. Diputada Nahle,
¿con qué objeto?

La diputada Norma Rocío Nahle García (desde la cu-
rul): Es con respecto a lo que mencionó la diputada. Soli-
cito nada más que se revise el video y, de ser así, en caso
de que ella no esté que se retire, y una disculpa, en caso de
que no esté.

Nosotros tenemos aquí unas fotografías, está el video, pe-
ro si no está lo vamos a hacer.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Esta Mesa Directiva ya ha dictado el trámite y el trata-
miento que se dará al punto en cuestión.

Recuerdo a los señores legisladores que cuando se trata de
puntos fuera del orden del día es un minuto y un minuto
consecutivo y el punto termina, a menos que soliciten se
inscriba en el orden del día. Diputado Amaro.

El diputado Antonio Amaro Cancino (desde la curul):
Muchas gracias, presidente. Quisiera, en este momento,
hacer una denuncia pública de un problema que está suce-
diendo en el municipio de San Juan Bautista, Tuxtepec, que
preside el señor Fernando Bautista Dávila, utilizando re-
cursos del Ramo 33, del fondo 3, para aplicar programas de
mejoras a la vivienda, en la que supuestamente pretenden
ayudar a la comunidad y haciendo cobros de hasta 750 pe-
sos como fondo de recuperación, sin que tenga un destino
bancarizado o a las cuentas municipales.

Ante esta denuncia solicito, señor presidente, para que la
Auditoría Superior de la Federación intervenga y la autori-
dad municipal realice las aclaraciones pertinentes al res-
pecto, y de encontrar anomalías pueda llevarse esto hasta el
fondo para que pueda haber claridad en los recursos de la
federación. Es cuanto, presidente.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputado. Suplicamos atentamente a la Junta de
Coordinación Política tome nota, a efecto de que en su ca-
so genere las acciones correspondientes. Gracias, diputado.

Continúe la Secretaría.

COMUNICACIONES OFICIALES

La secretaria diputada Isaura Ivanova Pool Pech: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Po-
der Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Mesa
Directiva.

Honorable Asamblea 

La Presidencia de la Mesa Directiva, de conformidad con
lo que establecen los artículos 73 y 74, numeral 2, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, comunica que se re-
alizó modificación de turno a los siguientes asuntos: 

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones del Código Pe-
nal Federal, presentada por la diputada Brenda Veláz-
quez Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, el 19 de octubre de 2017. 

“Se turna a la Comisión de Justicia, para dicta-
men, y a la Comisión Especial de seguimiento a
las agresiones a periodistas y medios de comuni-
cación, para opinión.” 

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 102 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, presentada por la diputada
Brenda Velázquez Valdez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, el 19 de octubre de 2017. 

“Se turna a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales, para dictamen, y a la Comisión Especial de
seguimiento a las agresiones a periodistas y me-
dios de comunicación, para opinión.” 

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma y adiciona el artículo 40 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
sentada por la diputada Brenda Velázquez Valdez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, el 19
de octubre de 2017. 

“Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamen-
tos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen, y
a la Comisión Especial de seguimiento a las agre-
siones a periodistas y medios de comunicación,
para opinión.” 
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• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man los artículos 11 de la Ley Orgánica de la Procura-
duría General de la República y 21 del Código Nacional
de Procedimientos Penales, presentada por la diputada
Brenda Velázquez Valdez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, el 19 de octubre de 2017. 

“Se turna a la Comisión de Justicia, para dicta-
men y a la Comisión Especial de seguimiento a las
agresiones a periodistas y medios de comunica-
ción, para opinión,” 

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 27 de la Ley General para Prevenir, San-
cionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de
Personas y para la Protección y Asistencia a las Vícti-
mas de estos Delitos, presentada por la diputada María
Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, el 10 de octubre de 2017. 

“Se turna a las Comisiones de Justicia y de Dere-
chos Humanos, para dictamen y a la Comisión
Especial contra la trata de personas, para opi-
nión,” 

Atentamente

Ciudad de México, a 14 de noviembre de 2017.— Diputado Jorge Car-
los Ramírez Marín (rúbrica), Presidente.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
De conformidad con lo que establecen los artículos 73 y
74, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, se modifican los turnos y se actualizan los regis-
tros parlamentarios.

———————— o ————————

La secretaria diputada Isaura Ivanova Pool Pech: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la LXIII Legislatura de la honorable Cá-
mara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en el artículo 77, numeral 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, me permito solicitar
muy atentamente a este órgano de gobierno, se retire la ini-

ciativa turnada a la Comisión de Educación Pública y Ser-
vicios Educativos para dictamen: 

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man los artículos 14 y 23 de la Ley Reglamentaria del
Artículo 5o. Constitucional, Relativo al Ejercicio de las
Profesiones en el Distrito Federal. 

Para efecto de que se realicen los trámites pertinentes y se
actualicen los registros parlamentarios. 

Atentamente

México, DF, Palacio Legislativo de San Lázaro, noviembre 7 de
2017.— Diputada María del Rosario Rodríguez Rubio (rúbrica), se-
cretaria de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos.»

Presidencia de la diputada 
María Ávila Serna

La presidenta diputada María Ávila Serna: Se tiene por
retirada. Actualícense los registros parlamentarios. 

———————— o ————————

La secretaria diputada Isaura Ivanova Pool Pech: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción VIII del ar-
tículo 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y los artículos 5o., fracción XIII, 8o., fracción VIII,
y 12 fracciones III, VIII y XIII, de la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro, me permito hacer de su conoci-
miento que mediante oficio número D00/100/326/2017, el
licenciado Carlos Ramírez Fuentes, presidente de la Comi-
sión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, envía
el informe trimestral sobre la situación que guardan los Sis-
temas de Ahorro para el Retiro, correspondiente al periodo
julio-septiembre de 2017.

Por lo anterior, les acompaño para los fines procedentes, co-
pia del oficio al que me he referido, así como el anexo que en
el mismo se cita en formato impreso y disco compacto. (1)

(1) El documento será consultable en la versión electrónica del Dia-
rio de los Debates de esta fecha en el Anexo “A”.



Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida. 

Ciudad de México, a 9 de noviembre de 2017.— Licenciado Felipe So-
lís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo 
y Acuerdos Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Licenciado Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Le-
gislativo y Acuerdos Políticos de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Estimado subsecretario Solís: De conformidad con lo esta-
blecido por el artículo 27, fracción VIII, de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, atentamente le solicito
sea usted el amable conducto para dar cumplimiento a lo dis-
puesto por los artículos 5o., fracción XIII, 8o., fracción VIII,
y 12 fracciones III, VIII y XIII, de la Ley de los Sistemas de
Ahorro para el Retiro, y el artículo 151 del Reglamento de la
Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro. 

Por lo anterior, anexo al presente me permito acompañar
por duplicado el informe trimestral sobre la situación que
guardan los Sistemas de Ahorro para el Retiro, correspon-
diente al periodo julio-septiembre de 2017, tanto impreso
como en disco compacto, el cual fue aprobado por la Junta
de Gobierno de esta comisión en su tercera sesión extraor-
dinaria de dos mil diecisiete y que, de no existir inconve-
niente, deberá entregarse a cada una de las Cámaras del ho-
norable Congreso de la Unión a más tardar el 30 de
noviembre del año en curso. 

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para enviarle
un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 9 de noviembre de 2017.— Carlos Ramírez Fuen-
tes (rúbrica), Presidente.»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Túrnese a
las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, de Tra-
bajo y Previsión Social, y de Seguridad Social, para su
conocimiento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Isaura Ivanova Pool Pech: «Co-
misión Federal de Electricidad.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Me refiero a lo establecido en el artículo 111 de la Ley de
la Comisión Federal de Electricidad, el cual dispone que el
director general de la Comisión Federal de Electricidad re-
mitirá un informe semestral al Ejecutivo federal y al hono-
rable Congreso de la Unión, aprobado por el Consejo de
Administración, sobre el uso del endeudamiento de la em-
presa y sus empresas productivas subsidiarias.

Al respecto, en cumplimiento con citado artículo, se remi-
te el informe sobre el uso del endeudamiento de la Comi-
sión Federal de Electricidad al primer semestre de 2017, el
cual fue aprobado por el Consejo de Administración me-
diante acuerdo CA-081/2017. (2)

(2) El documento será consultable en la versión electrónica del
Diario de los Debates de esta fecha en el Anexo “A”.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 8 de noviembre de 2017.— Jaime Francisco Her-
nández Martínez (rúbrica), director general.»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Túrnese a
las comisiones de Energía, y de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para su conocimiento. 

———————— o ————————

La secretaria diputada Isaura Ivanova Pool Pech: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—  Insti-
tuto Nacional Electoral.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Mediante oficio LXIII-III/PMD-ST/0002/17, dirigido al
presidente del Consejo General del Instituto Nacional
Electoral, usted remitió la iniciativa ciudadana “Gobierno
sin privilegios”, presentada por el ciudadano Carlos Au-
gusto Morales López, y en cumplimiento a lo dispuesto en
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el artículo 71, fracción IV, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 132, numeral 1, incisos a)
y b), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y 32, párrafo 2, inciso e), en rela-
ción con el 54, numeral 4, de la Ley General de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales. 

En este sentido, una vez concluidas las actividades relati-
vas a la apertura de las 10 cajas, así como la verificación y
cuantificación de su contenido, se comunicaron los resulta-
dos obtenidos a esa Cámara de Diputados mediante oficio
INE/SE/1420/2017, de fecha 10 de octubre de 2017. A par-
tir de la entrega de dicho oficio, el cual se entregó acom-
pañado de un informe (se anexa copia del acuse), se dio ini-
cio al periodo correspondiente a 30 días naturales que
señala la ley para la verificación de los datos registrales de
los ciudadanos que firmaron en apoyo a la mencionada ini-
ciativa.

Al respecto y en cumplimiento de las atribuciones del Ins-
tituto Nacional electoral en materia de iniciativas ciudada-
nas, establecidas en los artículos 35, fracción VII, apartado
4, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 130 a 133 de la Ley Orgánica del Congreso de los
Estados Unidos Mexicanos; sírvase encontrar adjunto, co-
pia del acuse del oficio INE/DERFE/1517/2017, por el
cual la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electo-
res remite a esta Secretaría Ejecutiva los resultados relati-
vos a los trabajos de verificación de apoyo ciudadano y del
ejercicio muestral respecto a la iniciativa de referencia. 

Asimismo, me permito comentarle que el artículo 132, pá-
rrafo 1, inciso b), de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos señala que este insti-
tuto contará con un plazo no mayor a treinta días naturales
contados a partir de la recepción del expediente. En tal vir-
tud, se remite en tiempo y forma el informe de resulta-
dos que presenta la Dirección del Registro Federal de
Electores a la Secretaría Ejecutiva, respecto de la soli-
citud de iniciativa ciudadana Gobierno sin privilegios. 

Toda vez que, este Instituto concluyó con las actividades
relativas a la solicitud de referencia, por lo anterior adjun-
to le reintegro las 10 cajas con la documentación corres-
pondiente a la iniciativa citada que en su momento fueron
entregadas a este Instituto por medio del oficio LXIII-
III/PMD-ST/0002/17. 

Sin otro particular por el momento, le envío un cordial
saludo. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 9 de noviembre de 2017.— Licenciado Edmun-
do Jacobo Molina (rúbrica), secretario ejecutivo.»

La presidenta diputada María Ávila Serna: De enterado.

INICIATIVA CIUDADANA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa con proyecto de decreto, que reforma, adiciona
y deroga diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, para un gobierno sin
privilegios, presentada por el ciudadano Carlos Augusto
Morales López

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados de la
LXIII Legislatura.— Presente.

Con fundamento en la fracción VII del artículo 35 y frac-
ción IV del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; el numeral 2, incisos d), e), i)
del artículo 32, el numeral 1, inciso u) del artículo 51 y los
numerales 1, inciso n), numeral 3, incisos a), b), e) y d) y
numeral 4 incisos a), b), e) y d) del artículo 54, todos de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales;
los criterios del Registro Federal de Electores en materia de
verificación de apoyo ciudadano para la consulta popular;
los artículos 130 al 133 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, así como el nu-
meral 1, inciso s) del artículo 5 y el numeral 1, incisos n),
y o) del artículo 45, del Reglamento Interior del Instituto
Nacional Electoral y ejerciendo nuestro derecho, Transfor-
mando Somos Más AC, entrega a usted la iniciativa ciuda-
dana Gobierno Sin Privilegios, la cual propone la modifi-
cación de nueve artículos constitucionales y engloba cuatro
puntos principales que son: reducir sueldos a altos funcio-
narios, incluido el presidente; retirar los seguros de gastos
médicos mayores de gobernantes; desaparecer el fuero y
eliminar pensiones que gozan los expresidentes.

Cabe mencionar que cumplimos con lo expuesto por el ar-
tículo 71 de nuestra Carta Magna, el cual estipula reunir



firmas de apoyo ciudadano, equivalentes al 0.13% de la lis-
ta nominal de electores, presentando el día de hoy, dicho
instrumento de participación ciudadana con 220 mil 316
firmas de apoyo.

Confiamos en que dicha iniciativa sea estudiada y dictami-
nada por el Congreso de la Unión, para evitar los despilfa-
rros que se dan actualmente en el gobierno y generar con
ello ahorros, que pueden ser utilizados en emergencias co-
mo la que se está viviendo actualmente nuestro país.

Sin más por el momento reciba un cordial saludo.

Ciudad de México, a 26 de septiembre de 2017.— Carlos Augusto Mo-
rales López (rúbrica), Presidente Nacional de Transformando Somos
Más, AC.»

«Con fundamento en los artículos 8, 35 fracción VII, 71
fracción IV y 73 fracción XXIXQ de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artícu-
los 130, 131, 132 y 133 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a
consideración de este Órgano Legislativo la siguiente Ini-
ciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.

Presentación

En las sociedades democráticas de la actualidad el respeto
a las libertades, la igualdad y la solidaridad, constituyen te-
mas referenciales en la estructuración de su respectivo sis-
tema político y el diseño institucional del mismo. En tal
sentido, cuando se hace evidente la existencia de privile-
gios de los que disfruta la clase política, lejos de cumplir
con la más auténtica finalidad del servicio público y el
bienestar común, se erige en una casta privilegiada que vi-
ve a costa de los recursos públicos, cuyo origen son las
contribuciones a cargo de los ciudadanos en general.

En tal virtud, al hablar de igualdad debemos tener presente
la preexistencia de la concepción de diferencia. Conforme
a la definición del jurista Guillermo Cabanellas Torres la
igualdad consiste en lo siguiente: 

“Conformidad o identidad entre dos o más cosas, por
comunidad o coincidencia de naturaleza o accidentes. /
Correspondencia, armonía y proporción entre los ele-
mentos integrantes de un todo. / Trato uniforme en si-

tuaciones similares. / ANTE LA LEY. La propia genera-
lidad de la ley (pues, si no, constituye excepción o pri-
vilegio) lleva a equiparar a todos los ciudadanos, e in-
cluso a todos los habitantes de un país, siempre que
concurra identidad de circunstancias”.1

Por otra parte, la diferencia se entiende como “la cualidad o
aspecto por el cual una persona o cosa se distingue de otra”.
Complementando la dicotomía igualdad/diferencia, encon-
tramos el concepto de privilegio, que implica una categoría
no generalizada, es decir, a la que pocos tienen acceso.

La palabra privilegio deriva del latín “privilegium” y se en-
cuentra conformada por la suma de tres claros componen-
tes: “privus”, que es sinónimo de “privado”; “legalis”, que
es equivalente o “relativo a la ley”; y, finalmente, el sufijo
“ium”, que puede traducirse como “indicativo de rela-
ción”, la relación existente entre lo privado y la ley, que de-
viene en un absurdo en el entendido de que una ley no pue-
de ser privada o privativa, sino general y abstracta. En el
ámbito del derecho, el privilegio se define como la prerro-
gativa o gracia que se concede a una persona, liberándole
de carga o gravamen, o confiriéndole un derecho del que
no gozan los demás.2

En este orden de ideas, el momento histórico que vive Mé-
xico reclama una activa y amplia participación de todos los
sectores de la sociedad. Los excesos cometidos por la cla-
se política en el ejercicio del poder plantean una serie de
problemas que han llevado a la corrupción del servicio pú-
blico, transformándolo en un mero botín para quienes ac-
ceden a él, olvidándose de los principios básicos de com-
promiso social, honradez y eficacia en el desempeño del
encargo público. En esto radica el interés de la presente ini-
ciativa ciudadana, concebida bajo el rubro general: “Por un
Gobierno sin Privilegios”.

Hoy, el Presidente de la República, diputados, senadores,
secretarios, ministros, magistrados, jueces, los integrantes
de los órganos autónomos y en general todos los servido-
res públicos denominados de alto nivel, gozan de ostento-
sos privilegios, injustificables, inadmisibles e inexistentes
en otros países que conforman la Organización para la Co-
operación y Desarrollo Económico (OCDE). En contraste
con la mayoría del pueblo mexicano, que está sumergido
en la espiral invertida que constituye la pobreza en un con-
texto de crisis cíclicas, que encadenan el destino de ciuda-
danos honestos y trabajadores a caminos de explotación in-
terminable y destinos cada vez más siniestros.
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Queremos un gobierno sin privilegios y vamos a luchar por
él. Queremos un país en donde los altos funcionarios vean
por el bienestar del pueblo, por el desarrollo económico del
país, por la innovación tecnológica, por disminuir las pro-
fundas desigualdades sociales, por combatir la delincuen-
cia. Queremos gobernantes que sean el ejemplo del buen
ciudadano ante la sociedad, ante los niños; en lugar de ocu-
par los primeros lugares en los índices de corrupción mun-
dial. Queremos gobernantes honestos, no cínicos funestos.
Queremos diputados y senadores que se ajusten los sueldos
y disminuyan sus privilegios, que el Congreso sea la casa
del pueblo.

La ciudadanía está cansada de ver a los altos funcionarios
dilapidar el futuro de la nación. En las últimas décadas los
presidentes, ex presidentes y sus séquitos han incrementa-
do sus privilegios como si no existiera fin. Son los prime-
ros en desfalcar al país, cuando deberían de ser los prime-
ros en velar por el destino de todos. Con los privilegios que
se autoasignan a costas del pueblo, los altos funcionarios
de México se parecen más a la corte de una decadente mo-
narquía en tiempos cercanos a una revolución, que al go-
bierno progresista de un gran pueblo que está a punto de
emerger.

Por lo anterior, nos permitimos formular la presente inicia-
tiva ciudadana bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

Un gobierno sin altas percepciones

Si bien resulta lógico y hasta deseable que, tanto los ingre-
sos como los egresos proyectados para cada ejercicio fis-
cal, en términos generales, evidencien un incremento, tam-
bién lo es que los ajustes presupuestales que se aplican
cada año mantengan una clara orientación social y de ser-
vicio público. Esto no sucede así, ya que mientras el gasto
corriente mantiene cierta estabilidad e incluso tiende a au-
mentar cada año, la inversión en rubros como el desarrollo
social, el desarrollo económico o la ciencia y la cultura,
suelen ser los que experimentan recortes o ajustes a la ba-
ja cada vez que el gobierno se encuentra con una situación
económica critica.

A manera de ejemplo, se puede señalar que mientras para
el ejercicio fiscal 2016 se proyectó un monto total de egre-
sos por 4 billones 753 mil 874 millones de pesos, para el
2017 se ha establecido un total de 4 billones 888 mil 892
millones, lo que implica un incremento de 135 mil 018 mi-

llones. Esto nos permite establecer la existencia de un in-
cremento, tanto en los ingresos como en lo egresos, del
presupuesto federal. No obstante, todavía no tenemos cla-
ro donde se aumentará el gasto y en que rubros, por el con-
trario, sufrirá una reducción considerable.

De acuerdo con el Análisis del Paquete Económico 2017,
elaborado por el Centro de Estudios de las Finanzas Públi-
cas de la Cámara de Diputados, entre 2010 y 2016 los in-
gresos del Sector Público Presupuestario registraron un
crecimiento promedio anual del 4.3% en términos reales, al
pasar de 2 billones 960 mil 443 millones de pesos en 2010
a 4 billones 664 mil 300 millones de pesos esperados para
el cierre del ejercicio fiscal de 2016.3

No obstante, en cuanto a la clasificación funcional del gas-
to para el ejercicio fiscal 2017, destacan las reducciones
que se registrarían en Desarrollo Económico: 14.2%, y en
Desarrollo Social: 3.3%. En contraste, el presupuesto de
Gobierno aumentaría 0.5% con relación a 2016.

En este sentido, en Desarrollo Social los mayores ajustes a
la baja en términos reales, respecto a 2016, se verifican en
vivienda y servicios a la comunidad con 29%; educación
con 4.7% y recreación, cultura y otras manifestaciones so-
ciales con 26.3%. Cabe destacar que la caída de los recur-
sos prevista en Desarrollo Social contrasta con lo estable-
cido en los Criterios Generales de Política Económica para
el gasto de 2017, donde se señala que se privilegiarán los
programas que contribuyen a la reducción de la pobreza a
través de la disminución de las carencias sociales, así como
al incremento del acceso efectivo a los derechos sociales.

Queda de manifiesto que, a pesar del aumento en el ingre-
so público, continúan existiendo recortes a los programas
sociales, lo cual contrasta con los aumentos constantes en
salarios y prestaciones que reciben los servidores públicos
de alto nivel jerárquico.

Desde la perspectiva que se busque analizar, ya sea econó-
mica, administrativa, social, política, jurídica, fiscal, ética
o moral, no existe una sola razón por la cual los altos fun-
cionarios de un gobierno deban recibir salarios elevados.
Pagar sueldos exorbitantes a funcionarios de alto nivel es
más bien una prueba clara y contundente de la corrupción
de la clase política mexicana.

Una comparación entre los salarios que cobran altos fun-
cionarios en México y el salario mínimo demuestra la enor-
me desproporción que existe entre ambos. Situación que se



replica incluso al comparar los sueldos de mandatarios de
países como Estados Unidos, Gran Bretaña y Canadá.4 Así
se confirma en el siguiente cuadro: 

Es injustificable que el Presidente de la República perciba
alrededor de 83.81 veces el salario mínimo de un trabaja-
dor mexicano. No obstante, el sueldo de altos funcionarios
apenas es una parte del abultado, complejo y jugoso pa-
quete de percepciones con las que cuentan, pues las com-
pensaciones y prestaciones constituyen en realidad un se-
gundo sueldo, con un gravamen fiscal poco progresivo.

Un ejemplo concreto es precisamente el Presidente de la
República, cuyo sueldo base corresponde a 201 mil 239 pe-
sos, a los que se suman un conjunto de compensaciones
muy superiores a la ley, que resultan francamente excesi-
vas o innecesarias, como la “Gratificación de fin de año”
que asciende a 343 mil 583 pesos, cuatro veces mayor que
el concepto de “Aguinaldo” por un total de 81 mil 858 pe-
sos; la “Ayuda para despensa” por 6 mil 780 pesos (¿en
verdad, el presidente necesita ayuda para la despensa?);
cuatro tipos de seguro, uno de ellos “Potenciación del Se-
guro de Vida institucional” por 854 mil 223 pesos.

Parecería un exceso exclusivo del ejecutivo federal, pero
este patrón de sueldo y abultadas compensaciones extraor-
dinarias se repite en todos los ámbitos de la administración
pública federal y órganos autónomos, así como a nivel es-
tatal y municipal. En el siguiente cuadro podemos apreciar
algunos datos correspondientes a la Presidencia de la Re-
pública, tomados de la página web de la misma.

En este sentido, la revisión de los salarios de las principa-
les figuras de alto nivel del gobierno denota gran despro-
porción respecto al salario mínimo que se establece para la
jornada de un trabajador común, que en el año 2017 co-
rresponde a 80.04 pesos, es decir, siete pesos mayor al es-
tablecido para el 2016.

Lo anterior resulta injustificable, si consideramos que el
salario mínimo únicamente ha aumentado 24.47 pesos du-
rante la última década. Lo anterior se ejemplifica en el si-
guiente cuadro:

¿Quién les autoriza tremendos sueldos y desproporciona-
das compensaciones al presidente, diputados, senadores y
funcionarios de alto nivel? La respuesta es muy sencilla:
ellos mismos. Cada año, tanto el Presidente de la Repúbli-
ca como las distintas dependencias envían sus propuestas
de presupuesto para el ejercicio fiscal, en las que son com-
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pletamente libres de proponer e inventar cuanto privilegio
se les ocurra. Al final todos los montos son negociados y
autorizados en el Congreso.

Un análisis demuestra que mientras los mexicanos somos
los que más horas trabajamos al año entre los países de la
OCDE (2,228 horas), el ingreso familiar es el más bajo del
grupo (12,850 dólares). Mientras tanto, los diputados me-
xicanos se encuentran entre los mejor pagados de los paí-
ses incluidos en dicho análisis, con 124 salarios mínimos,
aunque son los que menos horas trabajan.6

Los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
tienen un sueldo mensual bruto de $397,871.00, más
$14,000.00 en prestaciones. En una respuesta por escrito a
Transformando Somos Más A.C., ante la solicitud de que
redujeran sus percepciones en forma voluntaria, apelando a
su sensibilidad social frente al alza de la gasolina y el in-
cremento de los precios, los ministros argumentaron que,
de acuerdo con el artículo 94, era “inconstitucional” redu-
cirse el sueldo.

Esto no sólo demuestra la profunda falta de sensibilidad
por parte de los integrantes del llamado máximo tribunal de
la nación, sino un desinterés absoluto por elaborar una res-
puesta razonada y que aporte elementos técnicos para el
debate público, escudándose en argumentos leguleyos y
apelando a peticiones de principio. Una Corte de Justicia
muy sin embargo.

Un gobierno sin pensiones para expresidentes 

Las pensiones vitalicias y seguros de vida con cargo al era-
rio que reciben expresidentes de la República y sus fami-
lias, transgreden los principios de igualdad y equidad pre-
vistos en la Constitución. Este tema ha sido poco abordado
y se encuentra inmerso en una profunda opacidad y discre-
cionalidad. Dichos privilegios ominosos carecen de susten-
to jurídico al no regularse en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Cuando se trata de otorgar este tipo de privilegios, no es su-
ficiente que se fundamente mediante un decreto administrati-
vo expedido por alguna secretaría de gobierno, se requiere la
existencia de una ley que cumpla con el proceso legislativo y
haya sido aprobada por el Congreso de la Unión.

Los privilegios, las pensiones vitalicias y seguros de vida a
expresidentes tienen su origen en dos acuerdos presiden-
ciales: el Acuerdo 7637 expedido en 1976 por el expresi-

dente Luis Echeverría Álvarez, y el Acuerdo 2763-BIS ex-
pedido en 1987 por el expresidente Miguel de la Madrid
Hurtado.

El Acuerdo 7637 indica que los ciudadanos que hayan
desempeñado el cargo de Presidente de los Estados Uni-
dos Mexicanos podrán tener a su disposición mientas vi-
van, el servicio de 78 miembros: del Ejército (1 General,
4 Jefes, 8 oficiales, 32 de Tropa), de la Fuerza Aérea (1
Jefe, 2 Oficiales, 8 de Tropa) y de la Armada de México
(2 Jefes, 4 Oficiales, 16 de Tropa), como personal comi-
sionado, lo que no sólo constituye un privilegio excesivo
para quien desempeña tan alto honor cívico, sino que
además contraviene abiertamente lo estipulado en el artí-
culo 89 de la Constitución en virtud de que, como de-
muestran Hilda Nucci González y Ernesto Villanueva Vi-
llanueva, investigadores del Instituto de Investigaciones
Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico, en su libro “Beneficios ex presidenciales”, dicho
acuerdo administrativo carece de la firma del entonces
Presidente de la República.7

Por su parte, el Acuerdo presidencial 2763-BIS confiere una
pensión equivalente al salario que percibe un Secretario de
Estado con cargo al erario federal; además tendrán derecho a
gozar de prestaciones de Seguridad Social correspondientes
al cargo de un Secretario de Estado; contarán con un seguro
de vida y seguro de gastos médicos mayores. Si el ex presi-
dente llegase a fallecer, el cónyuge supérstite recibirá una
pensión equivalente al 80% que irá disminuyendo en un 10%
anualmente, sólo hasta llegar al 50%. Asimismo, tendrá se-
guros de vida y de gastos médicos mayores equivalentes al
60% en términos netos de la suma asegurada.

Este Acuerdo también establece que los hijos del ciudada-
no que haya desempeñado la titularidad del Ejecutivo, es-
tarán cubiertos por un seguro de gastos médicos mayores,
hasta los dieciocho años. El ex presidente dispondrá mien-
tras viva, para el ejercicio de servicios generales, de 25 em-
pleados de la Federación adscritos a la planta de personal
de la Presidencia de la República. Entre los que se men-
cionan: 1 Director General, 2 Directores de Área, 4 Subdi-
rectores, 4 Jefes de Departamento, 1 Secretaria de Director
General, 1 Secretaria de Director de Área, 2 Secretarias de
Subdirector, 3 Técnicos Especializados, 3 Choferes y 4 Au-
xiliares Administrativos.

En suma, cada expresidente tiene una pensión equivalente
a las percepciones de un Secretario de Estado, seguro de
vida y de gastos médicos mayores, para él y para su espo-



sa e hijos, así como la disposición de manera vitalicia de
103 empleados (25 civiles y 78 militares) y una pensión vi-
talicia para la viuda, todo ello con cargo al erario público.

Estos dos Acuerdos, al ser únicamente decretos adminis-
trativos, son inconstitucionales, ya que los beneficios de
seguridad social y pensiones sólo se han registrado en el
Presupuesto de Egresos de la Federación en el ramo que
concierne a la Presidencia de la República; tampoco han
sido publicados en el Diario Oficial de la Federación, ade-
más de que violan el artículo tercero del Código Civil Fe-
deral que menciona lo siguiente:

“Las leyes, reglamentos, circulares o cualesquiera otras
disposiciones de observancia general, obligan y surten
sus efectos tres días después de su publicación en el Pe-
riódico Oficial”.

Estos decretos administrativos además de ser inconstitu-
cionales gozan de ilegalidad e ilegitimidad.

La única referencia directa de estos dos acuerdos adminis-
trativos es el Reglamento del Estado Mayor Presidencial,
el cual establece que la misión del Estado Mayor Presiden-
cial es otorgar seguridad a los expresidentes de la Repúbli-
ca a través del Presupuesto de Egresos de la Federación en
el Ramo Administrativo 02 de la Presidencia de la Repú-
blica, en los siguientes términos:

“Garantizar la seguridad del C. Presidente de la Repú-
blica, de su familia, de jefes de Estado y/o de Gobierno
extranjero que visiten el territorio nacional, de los Ex
Presidentes de la República, y de otras personas que por
la importancia de su cargo o encomienda, o por su si-
tuación, expresamente ordene el Titular del Ejecutivo
Federal.”8

La relevancia de enunciar estos privilegios que poseen los ex-
presidentes de nuestro país, radica en la desigualdad social y
económica que actualmente enfrenta México. Mientras que
un ciudadano común necesita tener 60 años al menos, cotizar
mínimo 1,250 semanas ante el IMSS, equivalentes a 25 años
de trabajo, para recibir una pensión igual al monto de su últi-
mo salario de cotización, en cambio un presidente debe tra-
bajar únicamente seis años para tener prestaciones exorbitan-
tes de por vida para él y su familia.9

De acuerdo a la información proporcionada por el Instituto
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Pro-

tección de Datos Personales.10 a la fecha las cantidades
que cobran los expresidentes son las siguientes:

Felipe de Jesús Calderón Hinojosa
Pensión: 205 mil 122 pesos.
Personal: 816 mil 758 pesos en 18 personas de apoyo

Vicente Fox Quesada
Pensión: 205 mil 122 pesos
Personal: 472 mil 424 pesos en 20 personas de apoyo

Ernesto Zedillo Ponce de León
Renunció a pensión
Personal: 51 mil 357 pesos

Carlos Salinas de Gortari
Renunció a pensión
Personal: 51 mil 357 pesos 

Estas cantidades son mensuales, representando un total de
21 millones 625 mil 680 pesos al año, sin considerar lo que
reciben los familiares y viudas de expresidentes, así como
otros gastos que no se reflejan en estos rubros.

Un gobierno sin gastos médicos mayores con cargo al
erario público

A pesar de la opacidad que priva en el tratamiento de estos
temas, se han hecho intentos por erradicar el pago de segu-
ros de gastos médicos mayores a servidores públicos de los
llamados de “alto nivel”, sin que a la fecha haya prospera-
do alguna de las propuestas.

A manera de ejemplo, en 2016 se presentó una iniciativa
de ley en la cual se pretendía que los funcionarios dejen
de contratar seguros de gastos médicos mayores con em-
presas privadas, respecto de la cual el legislador Cle-
mente Castañeda sostuvo que con una medida de esta na-
turaleza el erario público se podría ahorrar alrededor de
3 mil 500 millones de pesos anuales aproximadamente,
lo cual posibilitaría la atención de rubros prioritarios que
han sido largamente ignorados.

Según datos de la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de los Servicios Financieros
(CONDUSEF), en México sólo el 8.8% de la población
cuenta con el beneficio, que nosotros llamaríamos privile-
gio, de un seguro de gastos médicos mayores; frente a un
porcentaje de la población del 17.3% que carece de la más
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elemental protección a su salud por encontrarse en condi-
ciones de sobrevivencia básica.

Estos contrastes son los que se encuentran en el fondo de
la discusión de este tema, en virtud de que los recursos con
los que se cubren dichos seguros médicos tienen su origen
en el erario público.

Así las cosas, en el manual que regula las remuneraciones
para los diputados federales, servidores públicos de mando
y homólogos de la Cámara de Diputados, en el apartado
6.3.1, concerniente a las prestaciones, señala de manera
textual lo siguiente:

“Los Diputados cuentan con un Seguro de Gastos Mé-
dicos Mayores, ante la eventualidad de un accidente o
enfermedad que requiera tratamiento médico, cirugía u
hospitalización. La suma asegurada básica tiene un
rango de hasta 1500 salarios mínimos generales men-
suales, con una cobertura adicional en el extranjero por
otro tanto, cuya prima es cubierta por la Cámara de
Diputados.”

En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
desde cuya tribuna se ha señalado como inconstitucional la
pretensión de reducir sus sueldos, prejuzga diciendo que
cualquier reforma a los ordenamientos que garantizan sus
elevados salarios, será también inconstitucional al violar en
su perjuicio el principio de progresividad.

Es evidente que el máximo tribunal de la Nación asume la
defensa de sus privilegios, dándoles preponderancia sobre
los derechos y garantías de la sociedad. Es decir, pondera
el derecho de pocos por encima del bien común.

El supremo tribunal no debe oponerse al reclamo de la so-
ciedad a favor del bien común que, como fin del derecho
mismo, es tutelado por nuestra Carta Magna y por diversos
tratados debidamente suscritos por el Estado mexicano.

En efecto, desde diversos ángulos (filosófico, jurídico, ético),
es inadmisible y hasta ilegal, la pretensión de preservación de
privilegios de la Suprema Corte a favor de sí mismos y de di-
versos órganos gubernamentales y autónomos.

Verbigracia, en el Manual que regula las remuneraciones
de los Servidores Públicos del Poder Judicial de la Federa-
ción, indica en su apartado 8.1.3 relativo al seguro de gas-
tos médico mayores, lo siguiente:

“8.1.3. Seguro de Gastos Médicos Mayores.- Beneficio
que se otorga a los servidores públicos, así como a su
cónyuge, concubina o concubinario, o pareja del mismo
sexo (por matrimonio civil o cualquier figura reconoci-
da por la legislación civil) y/o hijos solteros menores de
veinticinco años, ante la eventualidad de un accidente o
enfermedad cubierta que requiera tratamiento médico,
cirugía u hospitalización.

La suma asegurada básica es hasta de 333 salarios mí-
nimos generales mensuales vigentes, con opción de in-
cremento hasta una suma asegurada de 15000 salarios
mínimos generales mensuales vigentes, con cargo al
servidor público.”

¿Por qué el pueblo de México, especialmente en tiempos de
profunda crisis económica, debe pagar los privilegios de una
clase política que recibe ingresos exorbitantes y disparatados,
mientras los servicios médicos de los trabajadores en general
se encuentran en el absoluto abandono? ¿Acaso los altos fun-
cionarios no confían en la calidad del servicio médico que el
gobierno que encabezan brinda a los mismos trabajadores del
Estado? ¿Es necesario tener un seguro especial?

Un aproximado de esta erogación significa en la Cámara de
Diputados 10 millones de pesos de manera mensual y 2 mi-
llones 560 mil pesos en la Cámara de Senadores. En suma,
12 millones 560 mil cada mes; 150 millones 720 mil pesos
cada año. Estas cifras demuestran que se trata de un privi-
legio de la casta política.

Un gobierno sin fuero

Para los mexicanos el término “fuero” o “inmunidad” se ha
convertido en un privilegio del que goza la clase política.
La palabra “fuero” remite a tiempos antiguos en los cuales
se consideraba natural la existencia de privilegios que tení-
an determinadas personas para ser juzgadas por tribunales
destinados a “clases privilegiadas” y no por la justicia co-
mún, lo que se sustentaba en una concepción de Derecho
Divino.

Algunas de estas afirmaciones guardan estrecha relación con
la realidad de la función pública en México en donde, si se
hiciera un ejercicio comparativo, se podría observar que:

Durante la Edad Media la monarquía era una institución de
ordenación divina; en México los funcionarios de alto ni-
vel son una pequeña monarquía con todo y su corte, con
privilegios que no tiene el ciudadano de a pie.



Con gran similitud a la afirmación: “los reyes son respon-
sables sólo ante Dios. La monarquía es pura, ya que la so-
beranía radica por entero en el rey, cuyo poder rechaza to-
da limitación legal. Toda ley es una simple concesión
voluntaria; y toda forma constitucional y toda asamblea
existen a su arbitrio”. En comparación, un estudio sobre el
Fuero Constitucional publicado por el Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas de la UNAM menciona que: “En Méxi-
co, nuestros servidores públicos viven la aplicación de és-
te, estableciendo con ello una marcada diferencia entre la
existencia de la justicia que se le administra al pueblo y la
que se le administra a la clase siempre privilegiada...”.

En este sentido, se han realizado ejercicios señalando la
problemática, como el expuesto en 2011 en la Cámara de
Diputados en donde se señalaba que: “Según nuestra ley
suprema el fuero constitucional se trata de un privilegio
que se encuentra implícito en determinados cargos públi-
cos a favor de sus respectivos titulares, en cuya virtud di-
chos funcionarios públicos no pueden ser sujetos a pro-
ceso penal, bajo el pretexto de haber incurrido en
responsabilidad, sin antes haber obtenido de la Cámara
de Diputados la correspondiente declaración de haber lu-
gar a formación de causa”.

La Suprema Corte de Justicia argumenta que: “El fuero esta-
blecido en el artículo 111 de la Constitución impide que los
servidores mencionados en dicho artículo sean procesados
penalmente sin que previamente se haya verificado un proce-
dimiento sustanciado por la Cámara de Diputados (por ambas
Cámaras en el caso del presidente de la República). La Cons-
titución en su artículo 111 indica que: “Para proceder penal-
mente contra los diputados y senadores al Congreso de la
Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, los magistrados de la Sala Superior del Tribunal
Electoral, los consejeros de la Judicatura Federal, los secre-
tarios de Despacho, el Fiscal General de la República, así
como el consejero Presidente y los consejeros electorales del
Consejo General del Instituto Nacional Electoral, por la co-
misión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cáma-
ra de Diputados declarará por mayoría absoluta de sus
miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder
contra el inculpado”.

En esta concepción del fuero, queda fuera el argumento
central del servicio público, mismo que debe ser entendido
como el más alto privilegio cívico al que puede aspirar un
ciudadano. Argumento desde el cual se entiende que la fun-
ción pública no tiene un manto de privilegio o de prerroga-
tivas absolutas, sino que los empleados públicos deben ser-

vir con vocación y comprometidamente a la sociedad, con
lealtad, profesionalismo, imparcialidad, eficiencia y hono-
rabilidad.

El sustento de la existencia del “fuero” o “inmunidad” en
las sociedades democráticas para los servidores públicos
de alto nivel responde a una necesidad por mantener el
equilibrio entre los poderes del Estado y salvaguardar de
eventuales acusaciones sin fundamento o impidiendo que,
debido a venganzas políticas se instauren procesos penales
en contra de altos servidores públicos, con el fin de hacer-
los caer en el desprestigio social, en este sentido:

“La crítica contra esta figura que no ha sido poca, se ba-
sa en tres puntos fundamentales: 1) en primer término se
critica que la inmunidad tenía como fundamento el con-
texto francés; 2) se argumenta que la figura ha sufrido
una mutación para convertirse en privilegio protector de
corruptelas; y, finalmente, 3) se sostiene que la inmuni-
dad constituye una violación a la igualdad jurídica.11

Dentro del artículo 111 constitucional no se expuso más el
concepto de fuero constitucional ni el de proceso de des-
afuero; sin embargo tales figuras jurídicas siguen teniendo
existencia real, aunque no textual, al llamar al desafuero de
manera eufemística “Procedimiento para la declaración de
procedencia”. Entonces es necesario reconsiderar si las
mismas condiciones que se plantearon como necesidades
inminentes a la inmunidad, persisten aún al grado de soste-
nerla. Es importante revisar si la concepción del congreso,
como cuerpo colegiado de individuos deliberantes, así co-
mo la selectividad de los funcionarios de alto nivel que por
ley tienen el privilegio de la inmunidad constitucional, en
un contexto de democracia, permiten decir que han sido su-
peradas las bases mismas de la inmunidad y que es factible
derogarla.

El hecho de que un funcionario público de primer nivel
(diputados y senadores al Congreso de la Unión, los minis-
tros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los ma-
gistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral, los
consejeros de la Judicatura Federal, los secretarios de Des-
pacho, el Fiscal General de la República, así como el con-
sejero Presidente y los consejeros electorales del Consejo
General del Instituto Nacional Electoral) sólo pueda ser
perseguido judicialmente cuando el congreso lo autorice,
supone un privilegio surgido de la monarquía estamental.

En conclusión, si bien desde la época colonial los privile-
gios de los gobernantes de estas tierras han sido excesivos
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y ha pretendido replicar una estructura social de tipo mo-
nárquica en donde un pequeño número de personas con-
centran un trato especial, y a pesar de que las guerras de in-
dependencia y la revolución, han sido movimientos
sociales en pro de la igualdad y una mayor justicia social,
los gobernantes, especialmente en las últimas décadas se
han otorgado a sí mismos privilegios cada vez más costo-
sos para las finanzas públicas. Dichos abusos se han hecho
en sus orígenes de manera discrecional, como las pensio-
nes y seguros médicos de los expresidentes, o como prác-
tica informal que parte de un principio legal como el sala-
rio adecuado pero lo tergiversa a tal punto que es a todas
luces inconstitucional.

Los privilegios del gobierno son excesos que cuestan al
erario público miles de millones de pesos cada mes, hieren
la sensibilidad social de la mayoría de los mexicanos y po-
nen en riesgo la armonía de la república. Es necesario re-
cuperar la esencia de la Constitución de 1917 y tomar co-
mo principios rectores de la administración pública el bien
común, la igualdad y la justicia social.

Proyecto de iniciativa ciudadana para reformar diver-
sas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Para mejor ilustración de las modificaciones que se propo-
nen, enseguida se presenta un cuadro comparativo entre las
disposiciones vigentes y los textos planteados en la inicia-
tiva que ahora nos ocupa:



Por los motivos anteriores y con fundamento en los Artícu-
los 8, 35 fracción VII, 71 fracción IV y 73 fracción XXIX-
Q de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como los artículos 130, 131, 132 y 133 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, se pone a consideración la presente Iniciativa Ciu-
dadana para un Gobierno sin Privilegios:

Decreto por el que se reforman, derogan y modifican
los artículos 61, 73, 74, 83, 94, 111, 112, 114 y 127 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ÚNICO: Se reforman, derogan y modifican los artículos
61, 73, 74, 83, 94, 111, 112, 114 y 127 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar 
como sigue:

Artículo 61. Los diputados y senadores no podrán ser re-
convenidos por las opiniones que manifiesten en el desem-
peño de sus cargos.
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El Presidente de cada Cámara velará por la inviolabilidad
del recinto donde se reúnan a sesionar.

Artículo 73. ...

I a XI ... 

XI bis. Para legislar en materia de salarios máximos pa-
ra servidores públicos.

XI ter. Para fijar las reglas a que debe sujetarse la pro-
tección a que tiene derecho el titular del Ejecutivo al tér-
mino de su encargo.

XI a XXX 

Artículo 74. ...

I a IV ...

V. Conocer de las imputaciones que se hagan a los ser-
vidores públicos a que se refiere el artículo 110 de esta
Constitución y fungir como órgano de acusación en los
juicios políticos que contra éstos se instauren.

Artículo 83. ...

Quienes hayan ocupado la titularidad del Poder Ejecutivo
no recibirán pensión o retribución alguna y sólo contarán
con la protección del cuerpo de guardias presidenciales, sí
así lo solicitaran y por un término equivalente al del de-
sempeño de su función; dicha protección abarcará única-
mente a su familia nuclear, entendiéndose ésta como su
cónyuge o concubina e hijos.

Artículo 94. ...

La remuneración que perciban por sus servicios los Minis-
tros de la Suprema Corte, los Magistrados de Circuito, los
Jueces de Distrito y los Consejeros de la Judicatura Fede-
ral, así como los Magistrados Electorales, no podrá exce-
der a la remuneración aprobada en el presupuesto de egre-
sos para el titular del poder ejecutivo federal.

Artículo 111. Se deroga

Artículo 112. Se deroga

Artículo 114. El Procedimiento de juicio político sólo po-
drá iniciarse durante el período en el que el servidor públi-

co desempeñe su cargo y dentro de un año después. Las
sanciones correspondientes se aplicarán en un período no
mayor de un año a partir de iniciado el procedimiento.

La responsabilidad por delitos cometidos durante el
tiempo del encargo por cualquier servidor público, será
exigible de acuerdo con los plazos de prescripción con-
signados en la Ley penal, que nunca serán inferiores a
tres años.

La ley señalará los casos de prescripción de la responsabi-
lidad administrativa tomando en cuenta la naturaleza y
consecuencia de los actos y omisiones a que hace referen-
cia la fracción III del artículo 109. Cuando dichos actos u
omisiones fuesen graves los plazos de prescripción no se-
rán inferiores a siete años.

Artículo 127. ...

I a III ...

III bis. Todo servidor público tendrá acceso a la seguri-
dad social en los términos establecidos en el artículo
123, apartado B de esta Constitución. Por ningún moti-
vo se aprobarán seguros de gastos médicos mayores con
cargo al erario público.

IV a VI. ...

VI bis. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las
entidades federativas, al momento de determinar las re-
muneraciones en el presupuesto de egresos, deberán de
tomar en consideración el contexto socioeconómico del
país, velando siempre por la eficacia y eficiencia del gas-
to público.

Son principios rectores de la determinación de los salarios
para servidores públicos la eficiencia social y el desempe-
ño de la función pública.

Para vigilar el cumplimiento de estos principios, se crea la
Comisión de Salarios Máximos para Servidores Públicos
integrada por: el titular de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, quien fungirá como presidente; el titular de la
presidencia de la Comisión de Presupuesto de la Cámara de
Diputados, quien fungirá como secretario; y cinco ciuda-
danos mexicanos, con reconocido prestigio y expertos en el
tema, propuestos por organizaciones de la sociedad civil e
instituciones de educación superior y sus equivalentes en el
caso de las entidades federativas. Los integrantes ciudada-



nos de la comisión desempeñaran el cargo por un periodo
de cuatro años.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a lo previsto en el presente decreto.

Tercero. El Congreso de la Unión, emitirá las leyes en ma-
teria de salarios máximos para servidores públicos y de
protección a los titulares del ejecutivo al finalizar su encar-
go en un término no mayor a un año contado a partir de la
entrada en vigor del presente decreto.

Cuarto. El Congreso de Unión contará con un plazo no
mayor a un año a partir de la publicación del presente de-
creto para realizar el proceso de convocatoria y selección
de los ciudadanos que conformarán la Comisión de salarios
máximos para servidores públicos.

Quinto. Los Congresos de los Estados y de la Ciudad de
México armonizarán la legislación local en un término no
mayor a un año a partir de la entrada en vigor del presente
decreto.

Notas:

1 Cfr. https://issuu.com/ultimosensalir/docs/diccionario-juridico-ele-
mental—-guillermo-cabanel/155

2 Cfr. http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com

3 Cfr. http://www.cefp.gob.mx

4 Valdez Zepeda, Andrés “Salarios de los gobernantes: Un análisis de
las remuneraciones de los altos funcionarios públicos en México”, Es-
tudios Políticos, No. 31, Sexta Época, septiembre-diciembre, 2002.

5 Cfr. www.sat.gob.mx

6 Ameth, Emmanuel “Diputados mexicanos: con los sueldos más in-
dignantes en países de la OCDE”, Forbes, 20 de julio de 2015.

7 Nucci González, Hilda y Villanueva Villanueva, Ernesto. (2013).
Pensiones ex presidenciales. Instituto de Investigaciones Jurídicas. VI
(6) P.41-48

8 Cfr. http://www.sedena.gob.mx/

9 Licona Vite, Cecilia. (2008). Estudio en materia de pensiones, pre-
cepciones o compensaciones y demás beneficios a ex presidentes de
México. México: Comité del Centro de Estudios de Derecho e Investi-
gaciones Parlamentarias. pp. 15-32.

10 Cfr. http://www.elfinanciero.com.mx/

11 cfr. www5.diputados.gob.mx.»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Túrnese a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

INICIATIVAS DE LOS CONGRESOS ESTATALES 

LEY GENERAL DEL SISTEMA
NACIONAL ANTICORRUPCIÓN

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Del Congreso del Estado de Jalisco.

Presidente Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión.— Ciudad de México.— Presente.

Enviándole un atento saludo, hago de su conocimiento que
la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso de Jalis-
co, en sesión verificada el martes 31 de octubre de 2017,
aprobó el acuerdo legislativo número 1528-LXI-17, del
que le adjunto copia, en el cual de manera atenta y respe-
tuosa se le exhorta a efecto de que en términos que a su re-
presentación compete se atienda lo expuesto en el punto re-
solutivo del acuerdo legislativo de referencia para los
efectos procedentes.

Por instrucciones de la directiva de esta soberanía, hago de
su conocimiento lo anterior, para efectos de la comunica-
ción procesal respectiva.

Sin otro en particular, propicia hago la ocasión para reite-
rarle las seguridades de mi consideración.

Atentamente

Guadalajara, Jalisco, a 1 de noviembre de 2017.— Licenciado José
Alberto López Damián (rúbrica), secretario general del Congreso
del Estado.»
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«Del Congreso del Estado de Jalisco.

Acuerdo

Del Congreso de Jalisco que presenta ante el Congreso
de la Unión iniciativa que reforma el artículo 34, frac-
ción X, de la Ley General del Sistema Nacional Antico-
rrupción

Artículo Primero. Envíese al Congreso de la Unión, con
fundamento en el artículo 71, fracción III, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en nombre
de la LXI Legislatura del Congreso de Jalisco, junto con el
presente acuerdo legislativo como exposición de motivos,
la siguiente

Iniciativa de ley que reforma el artículo 34, fracción X,
de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción,
para quedar como sigue:

Artículo 34. …

I. a IX. …

X. No ser secretario de Estado, ni procurador gene-
ral de la República o procurador de Justicia de algu-
na entidad federativa, subsecretario u oficial mayor
en la administración pública federal o estatal, ni se-
cretario de Gobierno, consejero de la Judicatura, a
menos que se haya separado de su cargo con un año
antes del día de su designación.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El presente decreto no será aplicable para los
procesos de designación de integrantes del Comité de
Participación Ciudadana y de secretario técnico, inicia-
dos antes de su entrada en vigor.

Segundo. Se instruye a la Secretaría General del Congreso
del estado a efecto de que remita el presente acuerdo legis-
lativo a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

Guadalajara, Jalisco, a 26 de octubre de 2017.— La Comisión de Pun-
tos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, Diputados:
María del Rocío Corona Nakamura (rúbrica), Hugo Contreras Zepeda
(rúbrica), Salvador Arellano Guzmán (rúbrica), Hugo René Ruiz Es-
parza Hermosillo, Liliana Guadalupe Morones Vargas (rúbrica), Éd-
gar Oswaldo Bañales Orozco (rúbrica), Juana Ceballos Guzmán, Éri-
ka Lizbeth Ramírez Pérez (rúbrica), Augusto Valencia López
(rúbrica), Ramón Demetrio Guerrero Martínez, Felipe de Jesús Ro-
mo Cuéllar (rúbrica), Saúl Galindo Plazola (rúbrica), Silvia Cárdenas
Casillas (rúbrica).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Túrnese a
la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Del Congreso del Estado de Jalisco.

Enviándole un atento saludo, hago de su conocimiento que
la Sexagésima Primera Legislatura del honorable Congre-
so del estado de Jalisco, en sesión verificada el día martes
31 de octubre de 2017, aprobó el acuerdo legislativo nú-
mero 1530-LXI-17, del que le adjunto copia, en el cual de
manera atenta y respetuosa, se le exhorta a efecto de que en
términos que a su representación compete se atienda lo ex-
puesto en el punto resolutivo del acuerdo legislativo de re-
ferencia para los efectos procedentes. 

Por instrucciones de la directiva de esta soberanía, hago de
su conocimiento lo anterior, para efectos de la comunica-
ción procesal respectiva. 

Sin otro en particular, propicia hago la ocasión para reite-
rarle las seguridades de mi consideración. 

Atentamente

Guadalajara, Jalisco, a 1 de noviembre de 2017.— Licenciado José Al-
berto López Damián (rúbrica), secretario General del honorable Con-
greso del Estado.»



«Del Congreso del Estado de Jalisco.

Acuerdo Legislativo 

Del Congreso del estado de Jalisco que presenta ante el
honorable Congreso de la Unión iniciativa de ley que
reforma el párrafo tercero del artículo 167 del Código
Nacional de Procedimientos Penales

Artículo Primero. Envíese al Congreso de la Unión, con
fundamento en el artículo 71, fracción III, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en nombre
de la LXI Legislatura del Congreso del estado de Jalisco,
junto con el presente acuerdo legislativo como exposición
de motivos, la siguiente 

Iniciativa de ley que reforma el párrafo tercero del
artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos
Penales, para quedar como sigue: 

Artículo 167. Causas de procedencia

…

El Juez de control en el ámbito de su competencia, orde-
nará la prisión preventiva oficiosamente en los casos de
delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, se-
cuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios
violentos como armas y explosivos, así como los delitos
graves cometidos contra la seguridad de la Nación, el li-
bre desarrollo de la personalidad y de la salud. 

Artículos Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que con-
travengan el contenido del presente decreto. 

Artículo Segundo. Se instruye a la Secretaría General del
Congreso del Estado a efecto de que remita el presente
acuerdo legislativo a la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión. 

Guadalajara, Jalisco, a 26 de octubre de 2017.— La Comisión Legis-
lativa de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamen-

tos, diputados: María del Rocío Corona Nakamura (rúbrica), Hugo
Contreras Zepeda (rúbrica), Salvador Arellano Guzmán (rúbrica), Hu-
go René Ruiz Esparza Hermosillo, Liliana Guadalupe Morones Vargas
(rúbrica), Edgar Oswaldo Bañales Orozco (rúbrica), Juana Ceballos
Guzmán, Erika Lizbeth Ramírez Pérez (rúbrica), Augusto Valencia Ló-
pez, Ramón Demetrio Guerrero Martínez, Felipe de Jesús Romo Cué-
llar (rúbrica), Saúl Galindo Plazola y Silvia Cárdenas Casillas (rúbri-
ca).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Túrnese a
la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA
DE LA DEFENSA DEL TURISTA

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Del Congreso del Estado de Jalisco.

Presidente de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Enviándole un atento saludo, hago de su conocimiento que
la Sexagésima Primera Legislatura del honorable Congre-
so del estado de Jalisco, en sesión verificada el día martes
31 de octubre de 2017, aprobó el acuerdo legislativo nú-
mero 1529-LXI-17, del que le adjunto copia, en el cual de
manera atenta y respetuosa, se le exhorta a efecto de que en
términos que a su representación compete se atienda lo ex-
puesto en el punto resolutivo del acuerdo legislativo de re-
ferencia para los efectos procedentes. 

Por instrucciones de la directiva de esta soberanía, hago de
su conocimiento lo anterior, para efectos de la comunica-
ción procesal respectiva. 

Sin otro en particular, propicia hago la ocasión para reite-
rarle las seguridades de mi consideración. 

Atentamente

Guadalajara, Jalisco, a 1 de noviembre de 2017.— Licenciado José Al-
berto López Damián (rúbrica), secretario General del honorable Con-
greso del Estado.»
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«Del Congreso del Estado de Jalisco.

Acuerdo 

Del Congreso del estado de Jalisco que presenta ante el
honorable Congreso de la Unión iniciativa de ley que
crea la Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa
del Turista

Artículo Primero. Envíese al Congreso de la Unión, con
fundamento en el artículo 71, fracción III, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en nombre
de la LXI Legislatura del Congreso del Estado de Jalisco,
junto con el presente acuerdo legislativo como exposición
de motivos, la siguiente 

Iniciativa de Ley que crea la Ley Orgánica de la Procura-
duría de la Defensa del Turista, para quedar como sigue: 

Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del
Turista 

Capítulo I
Disposiciones Generales 

Artículo 1o. La presente ley es de orden público, de apli-
cación en todo el territorio nacional y tiene por objeto re-
gular la organización y el funcionamiento de la Procuradu-
ría de la Defensa del Turista, a fin de garantizar el derecho
de los usuarios de bienes y servicios turísticos a recibir jus-
ticia, mediante la asesoría, representación y defensa, re-
cepción de quejas y emisión de recomendaciones; en mate-
ria de defensa del usuario de bienes y servicios turísticos. 

Sus disposiciones obligan a todas las entidades públicas
con competencias relacionadas con la protección al turista
y a todos los prestadores de servicios turísticos bajo la ju-
risdicción del Estado. 

Las entidades de las administraciones públicas federal, es-
tatal, municipal y del gobierno de la Ciudad de México, es-
tán obligadas en cuanto tengan el carácter de proveedores
o consumidores. 

Artículo 2o. La Procuraduría de la Defensa del Turista es
un organismo público descentralizado, no sectorizado, con
personalidad jurídica y patrimonio propios, con autonomía
técnica, funcional y de gestión. 

El proyecto de presupuesto de la Procuraduría de la Defensa
del Turista será elaborado por la propia Procuraduría y será
enviado a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su
incorporación al proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación. Una vez aprobado su presupuesto, la Procuradu-
ría lo ejercerá directamente y de manera autónoma. 

En ningún caso, el presupuesto que se asigne a la Procura-
duría de la Defensa del Turista podrá ser inferior al presu-
puesto que se le haya asignado en el ejercicio inmediato
anterior. 

Artículo 3o. La defensa, protección, orientación y asisten-
cia del turista se guiará por los siguientes principios recto-
res, mantenidos como objetivos estratégicos: 

I. La prohibición de toda forma de discriminación, en el
acceso a bienes y servicios, tanto en calidad como pre-
cios, para personas nacionales o extranjeras, del sector
turístico. El Estado adoptará medidas de acción afirma-
tiva que promueva la igualdad real a favor de los titula-
res de derechos que se encuentren en situación de vul-
nerabilidad y desigualdad. 

II. El Estado en coordinación con los distintos actores
de la actividad turística debe promover e incentivar la
calidad de los destinos, productos y servicios turísticos,
para la satisfacción de turistas, nacionales y extranjeros,
así como acciones y mecanismos que permitan la pro-
tección-de sus derechos. 

III. La Seguridad Turística atiende la protección de la
vida, salud, integridad física, psicológica y económica,
no sólo de los visitantes, sino también de los prestado-
res de servicios turísticos y miembros de las comunida-
des receptoras en estricto respeto y promoción de los de-
rechos colectivos garantizados en la Constitución y en
los instrumentos internacionales, con un énfasis especial
en el cumplimiento y garantía de los derechos de niñez
y adolescencia, así como personas en situaciones de vul-
nerabilidad o con discapacidad. 

IV. Los prestadores o vendedores de bienes o servicios
turísticos, sus delegatarios, concesionarios y o represen-
tantes, estarán obligados a reparar violaciones a los de-
rechos de los particulares por falta o deficiencia en la
prestación de los servicios contratados, obligándoles a
reponer y costear las necesidades que hayan sido gene-
radas a partir del incumplimiento, fraude u otro particu-



lar de responsabilidad del prestador de servicio o ven-
dedor de bienes turísticos, salvo situaciones de caso for-
tuito o fuerza mayor debidamente comprobadas. 

Artículo 4o. Los servicios que regula esta Ley se prestarán
gratuitamente bajo los principios de probidad, honradez y
profesionalismo. 

En todos los casos que el conflicto en el que se vea involu-
crado el turista se origine en su carácter de consumidor, la
Procuraduría de Defensa del Turista aplicará lo establecido
en la Ley Federal de Protección al Consumidor. 

En caso de controversias las partes se someterán a la juris-
dicción estipulada en el contrato; a falta de ésta, se sujeta-
rán a las normas previstas por las normas adjetivas civiles
y esta ley, en lo que fuere aplicable. 

Cuando las partes pacten someter las controversias a un
procedimiento arbitral en la formalización del convenio de
arbitraje como en su aplicación, podrán emplearse medios
telemáticos y electrónicos, siempre que ello no sea incom-
patible con las normas reguladoras del arbitraje. 

Artículo 5o. Los servicios que presta la Procuraduría se
otorgarán exclusivamente a petición de parte interesada,
por el Procurador de la Defensa del Turista, por los Dele-
gados Regionales y por el número de asesores jurídicos su-
ficiente para satisfacer la demanda, debiendo contar míni-
mamente con un delegado y el personal jurídico y
administrativo necesario por cada entidad. 

Las autoridades federales y los servidores públicos federa-
les, estatales y municipales que estén relacionados o que
posean información o documentos vinculados con el asun-
to del que conoce la Procuraduría, o que por razones de sus
funciones o actividades puedan proporcionar información
útil, están obligados a atender y enviar puntual y oportuna-
mente, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Federal
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental, la información que les requiera la Procuradu-
ría y la que sea necesaria para el esclarecimiento de los he-
chos que se investigan. Asimismo, las autoridades
federales estarán obligadas a: 

I. Tener reuniones periódicas con la Procuraduría, cuan-
do ésta se lo solicite; y 

II. Mantener una constante comunicación con el perso-
nal de la Procuraduría y, a proporcionarle a ésta toda la

información que requiera para el cumplimiento de sus
funciones. 

Las autoridades y los servidores públicos federales, estata-
les y municipales, colaborarán, dentro del ámbito de su
competencia, con las funciones y las actividades de la Pro-
curaduría. 

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta
Ley dará lugar a las sanciones que en ella se establecen y,
en su caso, a la responsabilidad administrativa que se deri-
ve de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas
de los Servidores Públicos. 

Capítulo II 
De las Atribuciones 

Artículo 6o. Corresponderá a la Procuraduría de la Defen-
sa del Turista: 

I. Procurar y representar los intereses de los consumido-
res de bienes y servicios turísticos, mediante el ejercicio
de las acciones, recursos, trámites o gestiones que pro-
cedan; 

II. Promover y proteger los derechos del turista en su ca-
rácter de consumidor, así como aplicar las medidas ne-
cesarias para propiciar la equidad y seguridad jurídica
en las relaciones entre proveedores y consumidores; 

III. Atender y resolver las solicitudes de asesoría y con-
sulta que le presenten los usuarios de bienes y servicios
turísticos por actos relacionados con la actividad o el
sector turístico; 

IV. Representar a los usuarios de bienes y servicios tu-
rísticos ante autoridades jurisdiccionales y administrati-
vas, y ante los proveedores, promoviendo a su nombre
los recursos administrativos procedentes, ejerciendo las
acciones a que haya lugar, deduciendo con oportunidad
y eficacia los derechos de sus representados, hasta su to-
tal resolución; 

V. Conocer e investigar las quejas de los usuarios de bie-
nes y servicios turísticos afectados por los actos de las
autoridades y particulares por presuntas violaciones a
sus derechos, y, en su caso, formular recomendaciones
públicas no vinculatorias, respecto a la legalidad de los
actos de dichas autoridades; 
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VI. Impulsar con las autoridades, una actuación de res-
peto y equidad para con los usuarios de bienes y servi-
cios turísticos, así como la disposición de información
actualizada que oriente y auxilie a los usuarios de bie-
nes y servicios turísticos acerca de sus obligaciones, de-
rechos y medios de defensa de que disponen; 

VII. Promover el estudio, la enseñanza y la divulgación
de las disposiciones en materia de turismo, particular-
mente las relativas a obligaciones, derechos, garantías,
facultades de las autoridades competentes, procedi-
mientos y medios de defensa al alcance de los usuarios
de bienes y servicios turísticos; 

VIII. Instalar el Servicio Profesional de Carrera para los
asesores y personal jurídico, tomando como base los
principios de la Ley del Servicio Profesional de Carrera
en la Administración Pública Federal; 

IX. Informar anualmente al Congreso de la Unión sobre
el ejercicio de su función y comparecer siempre que sea
convocado para ese efecto, ante el Pleno o las Comisio-
nes camerales correspondientes; 

X. Aplicar los procedimientos, las sanciones y demás
medidas establecidas en la Ley Federal de Protección al
Consumidor y demás ordenamientos aplicables; así co-
mo imponer las multas de acuerdo a los montos estable-
cidos en la Ley Federal de Protección al Consumidor; 

XI. Recabar y analizar la información necesaria sobre
las quejas y reclamaciones interpuestas, a fin de propo-
ner, en su caso, la recomendación o adopción de las me-
didas correctivas necesarias, así como denunciar ante
las autoridades competentes la posible comisión de he-
chos que puedan ser constitutivos de delitos y que sean
de su conocimiento y, ante las autoridades competentes,
los actos que constituyan violaciones administrativas
que afecten la integridad e intereses de los consumido-
res de bienes y servicios turísticos; 

XII. Proponer al Ejecutivo federal las modificaciones
normativas internas para mejorar la defensa de los dere-
chos y seguridad jurídica de los usuarios de bienes y ser-
vicios turísticos; 

XIII. Emitir su Estatuto Orgánico. 

XIV. Convocar y realizar reuniones periódicas con las
autoridades federales, quienes estarán obligadas a parti-

cipar, cuando así se los solicite la Procuraduría en las
reuniones que al efecto se programen, para formularle
sugerencias respecto de sus actividades, así como, de
advertir o prevenir la comisión de cualquier acto ilegal
en perjuicio de una persona o grupo de personas, o de
proponerles se eviten perjuicios o se reparen los danos
causados a éstos con su ilegal emisión, o por cualquier
causa que la justifique. A tales reuniones podrán asistir,
e intervenir, en compañía del personal de la Procuradu-
ría, los síndicos, y representantes de colegios profesio-
nales, grupos organizados de consumidores, sindicatos,
cámaras empresariales y sus confederaciones y, en ge-
neral, todo tipo de organismos no gubernamentales le-
galmente constituidos, quienes habrán de acreditarse
oportunamente ante la Procuraduría; 

XV. Fomentar y difundir una cultura de corresponsabi-
lidad turística realizando campañas de comunicación y
difusión social respecto de las obligaciones, derechos y
garantías de los usuarios de bienes y servicios turísticos;
prestadores de servicios turísticos y autoridades compe-
tentes en la materia; 

XVI. Instrumentar, en coordinación con la Secretaría de
Turismo, normas de procedimientos tendientes a garan-
tizar la protección de los derechos de los usuarios de los
bienes y servicios turísticos, tales como métodos alter-
nativos que resuelvan conflictos ante incumplimientos
por parte de prestadores de servicios turísticos; 

XVI. Instaurar un sistema de registro para el seguimien-
to, evaluación y regulación de las entidades que confor-
man la oferta de bienes y servicios turísticos. Con este
fin se creará un registro único de proveedores de bienes
y servicios turísticos; 

XVII. Regular el comportamiento de los proveedores de
bienes y servicios turísticos, propendiendo al cumpli-
miento de los estándares de calidad determinados en los
distintos cuerpos legales y normas técnicas existentes; 

XVIII. Diseñar mecanismos para eliminar todo tipo de
discriminación que surjan de prácticas y actividades co-
mo consumidores de bienes y servicios turísticos; 

XIX. Generar mecanismos que faciliten acceso al
usuario de bienes y servicios turísticos a información
oportuna, confiable y verificable que viabilice el ejer-
cicio de derechos y disfrute de las actividades propias
de su viaje; 
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XX. Adecuar procedimientos administrativos y jurisdic-
cionales para facilitar el acceso a la justicia a ciudada-
nos cuya lengua sea distinta a la del estado en que se en-
cuentre y cuyo tiempo de estadía sea menor al necesario
para llevar a cabo los trámites y procedimientos, tanto
administrativos como judiciales; 

XXI. Instaurar mecanismos de resolución de conflictos
y de reconocimientos y retribución ante daños y perjui-
cios generados a partir de prestación o venta de bienes y
servicios turísticos; 

XXII. Velar por la seguridad y protección del turista, en-
tendida esta en la integridad de la persona misma, sus
bienes y la protección de sus derechos en toda esfera 
jurídica; 

XXIII. Brindar asistencia a personas con algún tipo de
discapacidad que quiera denunciar la falta de condicio-
nes de accesibilidad a los servicios en condiciones ade-
cuadas en los establecimientos turísticos; 

XXIV. Coadyuvar con las autoridades competentes para
salvaguardar los derechos de los usuarios de bienes y
servicios turísticos, en especial los de la infancia, adul-
tos mayores, personas con discapacidad e indígenas; 

XXV. Celebrar convenios y acuerdos de colaboración con
autoridades federales, estatales, municipales, del gobier-
no de la Ciudad de México y entidades paraestatales en
beneficio de los consumidores de bienes y servicios tu-
rísticos; así como acuerdos interinstitucionales con otros
países, de conformidad con las leyes respectivas; 

XXVI. Las demás atribuciones que deriven de otros or-
denamientos. 

Artículo 7o. La Procuraduría se integra por los siguientes
órganos: 

I. El Procurador de la Defensa del Turista; 

II. El Órgano de Gobierno de la Procuraduría; 

III. Delegados regionales, y 

IV. Asesores jurídicos. 

La Procuraduría de la Defensa del Turista contará con el
personal profesional, técnico y administrativo de carre-

ra necesario para la realización de sus funciones, por lo
que el número, la organización y las reglas de su opera-
ción serán determinadas en el Estatuto Orgánico de la
Procuraduría. 

Capítulo III 
Estructura y Organización de la Procuraduría 

Artículo 8o. El Procurador de la Defensa del Turista debe-
rá reunir para su designación los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano y estar en pleno goce y ejer-
cicio de sus derechos civiles y políticos; 

II. Poseer título y cédula profesional de licenciado en
derecho, o en alguna carrera afín al turismo; 

III. Contar con conocimientos y experiencia en materia
turística y administrativa, cuando menos por un término
de cinco años inmediatos anteriores a su designación; 

IV. No haber ocupado la posición de secretario o subse-
cretario de Estado, o titular de alguna entidad paraesta-
tal en el Gobierno Federal, en los últimos tres años pre-
vios a su nombramiento; 

V. No haber sido condenado por sentencia irrevocable,
por delito intencional que le imponga más de un año de
prisión y si se tratare de delito patrimonial cometido in-
tencionalmente, cualesquiera que haya sido la pena, ni
encontrarse inhabilitado para ejercer un cargo o comi-
sión en el servicio público, y 

VI. Ser de reconocida competencia profesional y hono-
rabilidad. 

Artículo 9o. El Procurador de la Defensa del Turista está
obligado a: 

I. Velar por el cumplimiento de las funciones de la Pro-
curaduría; 

II. Ejercer con probidad los recursos presupuéstales que
se le asignen; 

III. Nombrar y remover al personal al servicio de la Pro-
curaduría, señalándole sus funciones y remuneraciones; 

IV. Elaborar y presentar al Órgano de Gobierno, para su
aprobación, el proyecto de presupuesto de la Procuradu-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de noviembre de 201763



ría. Dicha aprobación estará sujeta a las reglas que para
el efecto se establezcan en el Estatuto Orgánico; 

V. Emitir las recomendaciones públicas no vinculativas,
así como los acuerdos que resulten de los procedimien-
tos que practique; 

VI. Presidir y conducir las sesiones del Órgano de Go-
bierno; 

VII. Emitir disposiciones o regias de carácter general y
dictar lineamientos y medidas específicas para la inter-
pretación y aplicación de la normatividad de la Procura-
duría, así como, para el desarrollo y mejor desempeño
de las actividades de la propia Procuraduría; 

VIII. Delegar facultades en los funcionarios de la Pro-
curaduría en los términos del Estatuto Orgánico; 

IX. Ejercer la representación legal de la Procuraduría y,
en su caso, otorgar poderes de representación de la mis-
ma, en los términos establecidos en el Estatuto Orgánico; 

X. Elaborar el proyecto de Estatuto Orgánico de la
Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Tu-
rista, así como de cualquier disposición modificatoria
al mismo, y someterla a la aprobación del Órgano de
Gobierno; 

XI. Proveer lo necesario en lo administrativo y en la or-
ganización del trabajo de la Procuraduría; 

XII. Crear las unidades que se requieran para el buen
funcionamiento de la Procuraduría y determinar la com-
petencia de dichas unidades, de acuerdo con el Estatuto
Orgánico, y 

XIII. Las demás que se determinen en cualquier otra
disposición. 

Las funciones establecidas en las fracciones IV, VI, VII, IX
y X, son indelegables. 

Artículo 10. La designación del Procurador de la Defensa
del Turista, será realizada por el Senado de la República o,
en su caso, por la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, de entre la terna que someta a su consideración el
Presidente de la República. 

El Procurador de la Defensa del Turista durará en su en-
cargo cuatro años y podrá ser ratificado para un segundo
periodo. Podrá ser destituido y sujeto a responsabilidad por
las causas y conforme a las disposiciones aplicables de la
ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos, sin perjuicio de la responsabilidad pe-
nal en que pudiere incurrir. 

El Procurador de la Defensa del Turista, durante el ejerci-
cio de su encargo, no podrá desempeñar ningún otro cargo
público, de elección popular, empleo o comisión, salvo que
se trate de actividades estrictamente académicas. 

Artículo 11. Los asesores jurídicos deberán reunir para su
nombramiento, los mismos requisitos que el Procurador,
exceptuando las fracciones III y IV del artículo 8o., ya que
será necesario que cuenten con experiencia acreditada en
materia turística y administrativa por un período continuo
de dos años inmediato anterior a su nombramiento. 

Artículo 12. los asesores jurídicos están obligados a: 

I. Prestar personalmente el servicio de asesoría, repre-
sentación y defensa de los usuarios de bienes y servicios
turísticos que lo soliciten; 

II. Promover ante las autoridades competentes todo lo
relativo a la defensa de los intereses de sus representa-
dos, naciendo valer acciones, excepciones, incidentes,
recursos o cualquier otro trámite o gestión que proceda
conforme a derecho y que resulte necesario para una efi-
caz defensa; no se surtirá la obligación anterior cuando
a juicio del asesor jurídico la defensa del interesado re-
sulte legalmente improcedente por no existir bases ni
fundamentos para su ejercicio; 

III. Llevar un registro y expediente de control por cada
caso que se le presente, desde su inicio, hasta la conclu-
sión total del asunto, y 

IV. las demás que resulten de la naturaleza de su fun-
ción, de la disposición de la ley y las que les sean enco-
mendadas por el Procurador de la Defensa del Turista. 

Artículo 13. El Órgano de Gobierno de la Procuraduría es
un cuerpo colegiado que se integra de la siguiente manera: 

I. El Procurador de la Defensa del Turista, quien tendrá
voto de calidad en caso de empate en las decisiones del
Órgano de Gobierno; y 
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II. Seis consejeros independientes, los cuales serán de-
signados por el Senado de la República o, en su caso,
por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión. 

El Senado de la República preservará un adecuado equilibrio
al designar a dichos consejeros, tomando en cuenta a los re-
presentantes de las principales universidades del país, a los
representantes de asociaciones profesionales, así como a las
principales cámaras empresariales. Estos nombramientos de-
berán recaer en personas que cuenten con amplia experiencia
en la materia turística y administrativa y quienes por sus co-
nocimientos, honorabilidad, prestigio profesional y experien-
cia sean ampliamente reconocidos y puedan contribuir a me-
jorar las funciones de la Procuraduría. 

Al aceptar el cargo cada consejero independiente deberá
suscribir un documento donde declare, bajo protesta de de-
cir verdad, que no tiene impedimento alguno para desem-
peñarse como consejero, así como aceptar los derechos y
obligaciones derivados de tal cargo. 

Los consejeros independientes deberán cumplir para su
nombramiento, los mismos requisitos que el Procurador,
exceptuando lo dispuesto en la fracción III del artículo 8o. 

Cada Consejero Independiente tendrá un suplente. El su-
plente se designará junto con el nombramiento del conse-
jero independiente de que se trate. El cargo de consejero es
honorífico y durará en su encargo hasta cuatro años. 

El Órgano de Gobierno sesionará de manera ordinaria,
cuando menos, una vez cada tres meses y extraordinaria-
mente cuando sea necesario. En ambos casos, se requiere
un quórum de mayoría simple de sus integrantes para su
funcionamiento, y las resoluciones que adopten para su va-
lidez serán tomadas por la mitad más uno de los consejeros
presentes con derecho a voto. 

Todos los miembros del Órgano de Gobierno tienen dere-
cho de voz y voto. 

Las sesiones del Órgano de Gobierno serán convocadas por
el Procurador, o mediante solicitud que formulen a éste
cuando menos tres de sus miembros. Las demás reglas pa-
ra el debido funcionamiento del Órgano de Gobierno se es-
tablecerán en el Estatuto Orgánico. 

Artículo 14. El Órgano de Gobierno tendrá las siguientes
atribuciones: 

I. Analizar y, en su caso, aprobar el proyecto de presu-
puesto presentado por el Procurador; 

II. Fijar lineamientos y aprobar los programas anuales
de actividades y las políticas de la Procuraduría, así co-
mo los lineamientos generales de actuación de ésta y de
su Procurador y, velar por el cumplimiento de las regias
del servicio profesional de carrera; 

III. Aprobar el Estatuto Orgánico de la Procuraduría, en
el que se determinará la estructura y funciones de cada
unidad u órgano que lo integren, así como el ámbito
competencial de cada uno de ellos; 

IV. Evaluar y, en su caso, aprobar el proyecto de infor-
me anual del Procurador de la Defensa del Turista; 

V. Determinar las bases y lineamientos para la promo-
ción de derechos de los consumidores de bienes y servi-
cios turísticos; 

VI. Aprobar el nombramiento de los delegados estatales
o regionales de la Procuraduría hechos por el Procura-
dor, y 

VII. Las demás que se establezcan en esta Ley, en el Es-
tatuto Orgánico, o en cualquier otra disposición. 

Artículo 15. La Procuraduría de la Defensa del Turista ten-
drá un Órgano Interno de Control, cuyo titular será desig-
nado por la Secretaría de la Función Pública en términos de
lo dispuesto por el artículo 37, fracción XII, de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal y se auxiliará,
en el ejercicio de sus facultades, por los titulares de las
áreas de auditoría, quejas y responsabilidades, designados
en los mismos términos. 

El Órgano Interno de Control, su titular y los titulares de
las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades, desarro-
llarán sus funciones conforme a las atribuciones que les
confiere la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas
de los Servidores Públicos, y otros ordenamientos jurídicos
aplicables de conformidad con el Reglamento Interior de la
Secretaría de la Función Pública. 
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Capítulo IV
Presentación, Tramitación y Resolución 

de Quejas o Reclamaciones 

Artículo 16. Los procedimientos que se sigan ante la Pro-
curaduría de la Defensa del Turista deberán ser breves, sin
más formalidad que la de precisar con objetividad la pre-
tensión de los usuarios de los bienes y servicios turísticos. 

El personal de la Procuraduría tiene la obligación de ma-
nejar de manera confidencial la información y documenta-
ción relativa a los asuntos de su competencia. 

Tanto el Procurador de la Defensa del Turista como los De-
legados Regionales tendrán fe pública para certificar la ve-
racidad de los hechos en sus actuaciones. 

En todos los casos que se requiera se levantará acta cir-
cunstanciada de las actuaciones de la Procuraduría. 

Artículo 17. Cualquier persona podrá presentar quejas o
reclamaciones para denunciar presuntas ilegalidades contra
sus derechos como consumidores de bienes y servicios tu-
rísticos y acudir ante las oficinas de la Procuraduría de la
Defensa del Turista para presentarlas, ya sea directamente
o por medio de representante. 

Las quejas o reclamaciones deberán presentarse por escri-
to, utilizando para estos efectos cualquier medio, inclusive
por la página electrónica que establezca la Procuraduría pa-
ra tal fin, salvo casos urgentes calificados por el Procura-
dor de la Defensa del Turista o, en su caso, por los Delega-
dos Regionales, en que podrán formularse por cualquier
medio de comunicación.

Artículo 18. El Procurador de la Defensa del Turista o, en
su caso, los Delegados Regionales, pondrán a disposición
del público en general formularios que faciliten los trámi-
tes que estén bajo su esfera de atribuciones y, en todo caso,
orientarán a los interesados sobre su contenido, auxilián-
dolo para requisitarlo.

En todos los casos que se requiera, se levantará acta cir-
cunstanciada de las actuaciones de la Procuraduría de la
Defensa del Turista. 

Artículo 19. La presentación de la queja o reclamación a
que se refiere el artículo 6o., podrá hacerse en cualquier
tiempo, a menos que, el acto que se reclame de las auto-
ridades administrativas vaya a ser objeto de defensa con-

tenciosa por la Procuraduría, caso en el cual la queja pa-
ra efectos de la recomendación que le precediera, deberá
presentarse a más tardar dentro de los 15 días hábiles si-
guientes al en que surta efectos la notificación del acto o
resolución a impugnarse con el apercibimiento de que, si
no se presenta en el término antes indicado, se tendrá por
no presentada. 

Cuando la queja o reclamación sea notoriamente improce-
dente o infundada, será rechazada de inmediato, debiendo
comunicarse por escrito en el término de cinco días hábiles
al quejoso o reclamante. 

Cuando la queja o reclamación no corresponda de manera
ostensible a la competencia de la Procuraduría de la De-
fensa del Turista, ésta deberá notificar la incompetencia al
quejoso o reclamante en el término de cinco días hábiles si-
guientes a la presentación de la queja o reclamación. 

Cuando los quejosos o reclamantes no puedan identificar a
las personas, cuyos actos u omisiones consideren haber
afectado sus derechos, el escrito que contenga la queja o
reclamación será admitido, si procede, bajo la condición de
que se logre dicha identificación en la investigación poste-
rior de los hechos, en cuyo caso se tendrá por no presenta-
da la queja o reclamación. 

Si de la presentación de la queja o reclamación no se dedu-
cen los elementos que permitan la intervención de la Procu-
raduría de la Defensa del Turista, ésta dentro del término de
tres días siguientes a su presentación, requerirá al quejoso o
reclamante, para que haga la aclaración respectiva, con el
apercibimiento de que si en el término de tres días contados
a partir del día siguiente a que surta efectos su notificación,
no subsana la omisión requerida, se tendrá por no presentada. 

Artículo 20. En caso de ser procedente o habiéndose cum-
plido los requisitos omitidos, se emitirá auto de admisión
dentro de los tres días siguientes a la presentación de la
queja o reclamación; en dicho acuerdo se requerirá a las
autoridades o proveedores de bienes, productos y servicios
turísticos señalados como responsables para que en el tér-
mino de tres días hábiles siguientes al que surta efectos su
notificación, rindan un informe sobre los actos que se les
atribuyan en la queja o reclamación. 

En casos urgentes y para la mejor eficacia de la notifica-
ción, el Procurador de la Defensa del Turista o en su caso
los Delegados Regionales, podrán ordenar que ésta se rea-
lice a las autoridades responsables por la vía electrónica. 
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En el informe que rindan las autoridades, se deberán hacer
constar los antecedentes del asunto, los fundamentos y moti-
vaciones de los actos reclamados, si efectivamente éstos exis-
tieron, debiendo acompañar copia certificada de las constan-
cias que sean necesarias para apoyar dicho informe. El
interesado deberá cubrir previamente el pago de los derechos
respectivos por la expedición de tales copias certificadas. 

Las resoluciones deben ser notificadas a más tardar dentro
del día siguiente al que se hubiesen pronunciado, y se asen-
tará la razón que corresponda inmediatamente después de
dicha resolución. 

Artículo 21. Para el trámite de la queja o reclamación,
cuando se requiera una investigación, la Procuraduría ten-
drá las siguientes atribuciones: 

I. Solicitar a las personas, autoridades o servidores pú-
blicos a los que se imputen violaciones de derechos de
los usuarios de los bienes y servicios turísticos, la pre-
sentación del informe a que se refiere el artículo ante-
rior, así como la documentación adicional, y 

II. Efectuar todas las demás acciones que conforme a
derecho juzgue convenientes para el mejor conocimien-
to del asunto y acreditamiento de las quejas o reclama-
ciones. 

Artículo 22. Las pruebas que se presenten, tanto por los in-
teresados como por las autoridades o servidores públicos o
prestadores a los que se imputen las violaciones, o bien las
que de oficio se requieran o practiquen, serán valoradas en
su conjunto, de, acuerdo con los principios de valoración
de la prueba, a fin de que puedan producir convicción so-
bre los hechos materia de la queja o reclamación. 

Las conclusiones del expediente, que serán la base de las
recomendaciones, estarán fundamentadas exclusivamen-
te en la documentación y pruebas que obren en el propio
expediente. 

Capítulo V
De los Acuerdos y Recomendaciones 

Artículo 23. El Procurador de la Defensa del Turista podrá
dictar: 

I. Acuerdos de trámite, para que las autoridades aporten
información o documentación, salvo aquella que la Ley
considere reservada o confidencial; 

II. Recomendaciones no imperativas para la autoridad o
servidor público a la que se dirija, y 

III. Acuerdos de no responsabilidad. 

Artículo 24. Dentro de los cinco días siguientes a la re-
cepción del informe de las autoridades responsables a que
se refiere el artículo 20 de esta Ley, la Procuraduría de la
Defensa del Turista, formulará una recomendación, anali-
zando los hechos, los argumentos y pruebas, así como los
elementos de convicción y las diligencias practicadas, a fin
de determinar si las autoridades o servidores han violado o
no los derechos de los afectados, al haber incurrido en ac-
tos u omisiones ilegales; señalando, en su caso, las prácti-
cas en que hubieren incurrido las autoridades responsables. 

En la recomendación, se propondrán las medidas correcti-
vas que procedan para la efectiva restitución de los afecta-
dos en sus derechos, y si procede, la reparación de los da-
ños y perjuicios que se hubiesen ocasionado. 

Artículo 25. En caso de que no se comprueben las irregu-
laridades imputadas, la Procuraduría en el término de cin-
co días, después de recepcionado el informe de fas autori-
dades responsables, dictará acuerdo de no responsabilidad. 

Artículo 26. La recomendación será pública y no tendrá
carácter imperativo para la autoridad o servidor público a
los cuales se dirija y, en consecuencia, no podrá por sí
misma anular, modificar o dejar sin efecto las resoluciones
o actos contra los cuales se hubiese presentado la queja o 
reclamación. 

Una vez recibida la recomendación, la autoridad o servidor
público de que se trate informará, dentro de los tres días
hábiles siguientes al que surta efectos su notificación, si
acepta o no dicha recomendación. 

En caso de no aceptar o aceptar parcialmente la recomen-
dación formulada, la Procuraduría de la Defensa del Turis-
ta procederá de acuerdo a lo dispuesto por la fracción IV
del artículo 6o. de la presente Ley. 

En caso de aceptar la recomendación, entregará, dentro de
los diez días hábiles siguientes, las pruebas que acrediten
de que ha cumplido con la recomendación. Dicho plazo po-
drá ser ampliado por una sola vez por igual término cuan-
do la naturaleza de la recomendación así lo amerite y lo au-
torice el Procurador de la Defensa del Turista o los
Delegados Regionales. 
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En contra de las recomendaciones, acuerdos o resoluciones
definitivas de la Procuraduría no procede ningún recurso. 

Artículo 27. Las recomendaciones y los acuerdos de no
responsabilidad se referirán a casos concretos; las autori-
dades no podrán aplicarlos a otros casos por analogía o ma-
yoría de razón. 

Capítulo VI 
De las Sanciones 

Artículo 28. Los servidores públicos y funcionarios serán
sancionados: 

I. Con multa de 25 hasta 250 veces la Unidad de Medi-
da y Actualización diaria cuando: 

1. No rindan el informe requerido en el plazo y tér-
minos establecidos, o no acompañen las pruebas ne-
cesarias que lo justifiquen, o no entreguen los docu-
mentos o den los datos adicionales solicitados por la
Procuraduría. 

2. No informen dentro de los términos a que se re-
fieren los párrafos segundo y cuarto del artículo 26
de esta Ley, si en su caso, aceptan la recomendación
emitida por la Procuraduría; 

II. Con multa de 50 hasta 500 veces la Unidad de Medi-
da y Actualización diaria, cuando utilizando cualquier
medio entorpezcan u obstaculicen las funciones de la
Procuraduría, así como no asistir a las reuniones perió-
dicas establecidas en la fracción XIV del artículo 6o.; 

III. Será motivo de responsabilidad administrativa en
términos de lo dispuesto por el artículo 34 de la Ley del
Servicio de Administración Tributaria, cuando los servi-
dores públicos se nieguen a cumplir la recomendación
que se les dirija, siempre que el usuario de bienes y ser-
vicios turísticos logre, mediante el ejercicio de acciones
administrativas o contenciosas, que el acto que fue ob-
jeto de la intervención de la Procuraduría sea declarado
nulo por ausencia total de fundamentación o motivación
mediante resolución definitiva. 

La imposición de las multas estará a cargo del Procurador
de la Defensa del Turista, y de los Delegados Regionales
en el ámbito de su competencia. El Procurador podrá dele-
gar esta facultad a otros servidores públicos de la Procura-
duría de la Defensa del Turista, 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de ene-
ro de 2018, previa su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. Los recursos necesarios y suficientes para la
creación, operación y funcionamiento de la Procuraduría
de la Defensa del Turista, deberán incorporarse al Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal
de 2018. 

A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto por el primer pá-
rrafo del artículo 5o. de esta Ley, y a efecto de que las De-
legaciones Regionales de la Procuraduría puedan prestar
sus servicios eficientemente, se deberán destinar, en los
Presupuestos de Egresos de la Federación correspondien-
tes, los recursos suficientes para satisfacer plenamente los
requerimientos de operación de dichas delegaciones. 

Tercero. La elección del primer procurador de la Defensa
del Turista deberá hacerse dentro de los treinta días si-
guientes al inicio de vigencia de esta Ley. Dentro de los si-
guientes cuarenta y cinco días hábiles a su elección, debe-
rá constituirse el Órgano de Gobierno de la Procuraduría,
órgano que deberá expedir su Estatuto Orgánico a más tar-
dar dentro de treinta días siguientes a su constitución. La
Procuraduría deberá estar operando y funcionando, a más
tardar dentro de los siguientes ciento veinte días al inicio
de la vigencia de la presente Ley. 

Cuarto. El procurador es el responsable del proceso de
constitución de la Procuraduría, se le faculta para decidir
sobre cualquier obstáculo o imprevisto que impida o retra-
se el proceso de creación y constitución de la Procuraduría,
referido en el artículo anterior, debiendo en la primera se-
sión del Órgano de Gobierno, ponerla a consideración de
éste para que, en su caso la ratifique. 

Quinto. Se derogan todas las disposiciones que se opongan
al presente decreto. 

Artículo Segundo. Se instruye a la Secretaría General del
Congreso del estado a efecto de que remita el presente
acuerdo legislativo a la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión.

Guadalajara, Jalisco, a 26 de octubre de 2017.— La Comisión Legis-
lativa de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamen-
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tos, Diputados: María del Rocío Corona Nakamura (rúbrica), Hugo
Contreras Zepeda (rúbrica), Salvador Arellano Guzmán (rúbrica), Hu-
go René Ruiz Esparza Hermosillo, Liliana Guadalupe Morones Vargas
(rúbrica), Édgar Oswaldo Bañales Orozco (rúbrica), Juana Ceballos
Guzmán, Érika Lizbeth Ramírez Pérez (rúbrica), Augusto Valencia Ló-
pez (rúbrica), Ramón Demetrio Guerrero Martínez, Felipe de Jesús
Romo Cuéllar (rúbrica), Saúl Galindo Plazola y Silvia Cárdenas Casi-
llas (rúbrica).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Túrnese a
la Comisión de Turismo para dictamen, y a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LEY

GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión.— Presente.

Conforme a lo instruido en sesión celebrada en esta fecha,
por este conducto se remite a usted el acuerdo número 447,
mediante el cual se remite al Congreso de la Unión iniciativa
con proyecto de decreto mediante el cual se reforman los ar-
tículos 41, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 51, numeral 1, inciso a),
fracción I, de la Ley General de Partidos Políticos. Lo ante-
rior, para su conocimiento y efectos conducentes.

Sin otro particular, le enviamos un cordial saludo.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Morelia, Michoacán de Ocampo, a 27 de septiembre de 2017.— Dipu-
tado Miguel Ángel Villegas Soto (rúbrica), Presidente de la Mesa Di-
rectiva; diputada Jeovana Mariela Alcántar Baca (rúbrica), primera se-
cretaria; diputada Yarabí Ávila González (rúbrica), segunda secretaria;
diputada Rosalía Miranda Arévalo (rúbrica), tercera secretaria.»

«Del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo.

El Congreso del estado, en sesión celebrada hoy, tuvo a
bien aprobar el siguiente

Acuerdo número 447

Único. La Septuagésima Tercera Legislatura del Congreso
de Michoacán de Ocampo, en ejercicio de las facultades
que le confiere el artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, se permite remitir iniciati-
va con proyecto de decreto mediante el cual se reforman
los artículos 41, fracción II, inciso a), de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 51, numeral 1,
inciso a), fracción I, de la Ley General de Partidos Políti-
cos, para quedar como sigue:

Decreto

Primero. Se reforma el artículo 41, fracción II, inciso a),
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 41. …

[…]

I. …

II. …

a) El financiamiento público para el sostenimien-
to de sus actividades ordinarias permanentes se
fijará anualmente, multiplicando la votación to-
tal emitida de la elección inmediata anterior de
diputados federales o locales según sea el caso,
por sesenta y cinco por ciento del valor diario de
la unidad de medida y actualización. El treinta
por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo
con lo señalado anteriormente se distribuirá en-
tre los partidos políticos en forma igualitaria y el
setenta por ciento restante, de acuerdo con el por-
centaje de votos que hubieren obtenido en la elec-
ción de diputados inmediata anterior.

Segundo. Se reforma el artículo 51, numeral 1, inciso a),
fracción I, de la Ley General de Partidos Políticos, para
quedar como sigue:

Artículo 51.

1. …
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a) …

I. El Consejo General, en el caso de los partidos
políticos nacionales, o el organismo público local,
tratándose de partidos políticos locales, determi-
nará anualmente el monto total por distribuir en-
tre los partidos políticos conforme a lo siguiente:
multiplicará la votación total emitida de la elec-
ción inmediata anterior de diputados federales o
locales, según sea el caso, a la fecha de corte de ju-
lio de cada año, por el sesenta y cinco por ciento del
valor diario de la unidad de medida de actualiza-
ción para el Distrito Federal, para los partidos po-
líticos nacionales, o el salario mínimo de la región
en la cual se encuentre la entidad federativa, para
el caso de los partidos políticos locales;

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Notifíquese el presente acuerdo, así como la pro-
puesta de acuerdo, a la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, para su conocimiento y efectos legales condu-
centes.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Palacio del Poder Legislativo. Morelia, Michoacán de Ocampo, a 27 de
septiembre de 2017.— Diputado Miguel Ángel Villegas Soto (rúbrica),
Presidente de la Mesa Directiva; diputada Jeovana Mariela Alcántar
Baca (rúbrica), primera secretaria; diputada Yarabí Ávila González (rú-
brica), segunda secretaria; diputada Rosalía Miranda Arévalo, tercera
secretaria.»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Túrnese a
la Comisión de Puntos Constitucionales la parte que le
corresponde y a la Comisión de Gobernación la parte
que le corresponde, para dictamen.

INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

La presidenta diputada María Ávila Serna: El siguiente
punto del orden del día es el capítulo de iniciativas, por el
cual tiene la palabra por cinco minutos, la diputada Ruth
Noemí Tiscareño Agoitia, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, para presentar inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona los ar-
tículos 65, 66 y 171 de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente.

La diputada Ruth Noemí Tiscareño Agoitia: Con su ve-
nia, presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputada.

La diputada Ruth Noemí Tiscareño Agoitia: Compañe-
ras y compañeros legisladores, en un mundo donde se tra-
baja de manera conjunta para proteger los recursos natura-
les, el desdén de un país es contra la historia y contra el
planeta.

La tarea fundamental de México como nación es suscribir
todos los acuerdos internacionales en materia de medio
ambiente y avanzar en el ámbito legislativo para posibilitar
mejores mecanismos y procedimientos que garanticen la
protección de nuestros recursos naturales.

El tema de las áreas naturales protegidas de México cobra
especial relevancia para preservar la inmensa riqueza en
flora y fauna con la que cuenta nuestro país. Las áreas na-
turales protegidas se crean mediante decreto presidencial y
todas sus actividades están reguladas en la Ley General de
Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente.

En su reglamento y en los programas de manejo estableci-
dos por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, actualmente existen 177 áreas naturales protegidas
que tienen la categoría de reservas de la biósfera. Sin em-
bargo, se presenta una problemática que debemos resolver
a través de una reforma puntual y precisa: frente a la omi-
sión de formular, publicar y actualizar los programas de
manejo, debemos garantizar sanciones a la autoridad res-
ponsable; frente a la dilación de la elaboración de los pro-
gramas de manejo, debemos establecer periodos que ga-
ranticen su cumplimiento; y frente a la reticencia de la
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autoridad responsable para publicar en el Diario Oficial de
la Federación el resumen de programa de manejo, debemos
garantizar un periodo obligatorio para su cumplimiento.

Una recomendación general emitida por la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos relativa a la falta de actualiza-
ción de los programas de manejo en áreas naturales protegi-
das, estima que, de las 177 áreas naturales protegidas en el
país, 55 no contaban con el plan de manejo y 20 de ellas, a
pesar de disponer de un programa ya elaborado, no se habían
publicado en el Diario Oficial de la Federación.

Pongo un ejemplo muy claro de la Sierra de Álvarez, del
estado de San Luis Potosí, que a pesar de ser considerada
área natural protegida de flora y fauna desde el año 2000,
hoy, en el 2017, sigue careciendo de un plan de manejo pa-
ra el uso, conservación y administración adecuada.

En 17 años se han permitido diversas actividades que aten-
tan contra los recursos naturales y ecosistemas y acuíferos,
al que se suman los problemas generados por una empresa
canadiense con una concesión para la explotación por más
de 167 años que expertos y ambientalistas coinciden en la
desmedida devastación de su capa forestal, consecuencia
de la extracción de minerales.

Por esta razón, hoy nos sumamos a la demanda de nuestra
población potosina y del país, a fin de garantizar que todas
las áreas naturales protegidas cuenten con un plan de ma-
nejo y, en todo caso, sancionar a las autoridades que omi-
tan su elaboración.

En este sentido, se propone que una vez publicado el de-
creto respectivo, la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales cuente con un plazo de 180 días para su
cumplimiento, además de un plazo de 30 días para publicar
un resumen de dicho programa incluyendo el plano de lo-
calización.

Compañeras y compañeros legisladores, la protección y
preservación de nuestras áreas naturales debe tener como
referente una legislación avanzada que determine plazos y
establezca expresamente sanciones. Hoy está en juego el
futuro de nuestras próximas generaciones. Luchemos por
garantizar la protección de sus derechos y por garantizar la
protección de nuestros derechos naturales. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 65, 66 y
171 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-

tección al Ambiente, a cargo de la diputada Ruth Noemí
Tiscareño Agoitia, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Ruth Noemí Tiscareño Agoitia, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, en
ejercicio de la facultad conferida en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, inciso I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de este pleno iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, al tenor de la presente

Exposición de Motivos

En el contexto en que la preservación del ambiente es par-
te de una agenda mundial, donde la gran mayoría de los
países expresan su preocupación por el cambio climático y
por el calentamiento global del planeta. En un mundo don-
de se trabaja de manera conjunta por proteger los recursos
naturales y en que son pocas las naciones, que se apartan
de los compromisos globales como recientemente lo hizo
Estados Unidos, al no suscribir los Acuerdos de París.

La tarea fundamental de México como nación es suscribir
todos los acuerdos internacionales en materia de medio
ambiente y avanzar en el ámbito legislativo, para posibili-
tar mejores mecanismos y procedimientos, que garanticen
la protección de nuestros recursos naturales, y es en este
contexto, donde el tema de las áreas naturales protegidas
de México, cobran especial relevancia, para preservar la
biodiversidad, la riqueza en flora y fauna, con la que cuen-
ta el país.

Un área natural protegida es una porción de territorio, ya
sea terrestre o acuática, cuyo propósito es preservar o res-
taurar la biodiversidad representativa de los ecosistemas,
para asegurar el equilibrio y la continuidad de los procesos
evolutivos ecológicos, y cuyas características no han sido
esencialmente modificadas.

Las áreas naturales protegidas se crean mediante decreto
presidencial y todas sus actividades están reguladas en la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en su reglamento y en los programas de ma-
nejo establecidos por la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales.
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Ahora bien, un programa de manejo, es el instrumento rec-
tor de planeación y regulación que establece las activida-
des, acciones y lineamientos básicos para el manejo y la
administración del área natural protegida respectiva, la ela-
boración de este programa de manejo corresponde a la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Actualmente hay 177 áreas naturales protegidas, que tienen
la categoría de reservas de la biosfera, parques nacionales,
monumentos naturales, áreas de protección de recursos na-
turales, áreas de protección de fauna y flora, y santuarios.

Sin embargo, se presenta una problemática que debemos
resolver a través de una reforma puntual y contundente:
frente a la omisión de formular, publicar y actualizar los
programas de manejo debemos garantizar sanciones a la
autoridad responsable; frente a la dilación para la elabora-
ción de los programas de manejo debemos establecer pe-
riodos que garanticen su cumplimiento; y frente a la reti-
cencia de la autoridad responsable para publicar en el
Diario Oficial de la Federación el resumen del programa de
manejo, debemos garantizar un periodo obligatorio para su
cumplimiento.

De acuerdo con la recomendación general número 26/2016
que emitió la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, respecto a la falta y actualización de los programas de
manejo en áreas naturales protegidas de carácter federal, de
las 177 áreas naturales protegidas 55 de ellos no contaban
con un plan de manejo, y 20 de ellas pese a disponer de un
programa ya elaborado, no se había publicado en el Diario
Oficial de la Federación.

Por esa razón, el propósito de la presente iniciativa es ga-
rantizar que todas las áreas naturales protegidas cuenten
con un plan de manejo, que se establezcan sanciones a las
autoridades cuando no los elaboren, que la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales cuente con un pla-
zo de 180 días para elaborar el plan de manejo, una vez que
se ha publicado el decreto en el Diario Oficial de la Fede-
ración mediante el cual se establecen las áreas naturales
protegidas, y un plazo de 30 días para que se publique un
resumen del programa de manejo respectivo, así como el
plano de localización del área.

La protección, preservación y restauración de las áreas
naturales deben tener como referente una legislación de
avanzada, que determine plazos y establezca expresa-
mente sanciones.

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración de es-
ta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente

Único. Se reforman los párrafos primero del artículo 65 y
último del artículo 66; y se adiciona un párrafo segundo al
artículo 171, recorriéndose los subsecuentes, de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, para quedar como sigue:

Artículo 65. La Secretaría formulará dentro del plazo de
180 días, contados a partir de la de la publicación de la de-
claratoria respectiva en el Diario Oficial de la Federación,
el programa de manejo del área natural protegida de que se
trate, dando participación a los habitantes, propietarios y
poseedores de los predios en ella incluidos, a las demás de-
pendencias competentes, los gobiernos estatales, munici-
pales y del Distrito Federal, en su caso, así como a organi-
zaciones sociales, públicas o privadas, y demás personas
interesadas.

…

Artículo 66. El programa de manejo de las áreas naturales
protegidas deberá contener por lo menos lo siguiente:

I. a VII. …

Una vez elaborado el programa de manejo, la Secre-
taría deberá publicar en el Diario Oficial de la Federa-
ción en un plazo de 30 días, un resumen del mismo y
el plano de localización del área.

Artículo 171. Las violaciones de los preceptos de esta ley,
sus reglamentos y las disposiciones que de ella emanen se-
rán sancionadas administrativamente por la secretaría con
una o más de las siguientes sanciones:

I. a V. …

En el caso de violaciones cometidas por servidores
públicos, éstas serán sancionadas de conformidad
con lo previsto en la Ley General de Responsabilida-
des Administrativas.

…
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…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de septiembre de 2017.— Di-
putadas y diputados: Ruth Noemí Tiscareño Agoitia, Adolfo Mota
Hernández, Alfredo Anaya Orozco, Armando Luna Canales, Francisco
Saracho Navarro, Héctor Ulises Cristopulos Ríos, Sara Latife Ruiz
Chávez (rúbricas).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias,
diputada Ruth Noemí Tiscareño por su excelente inicia-
tiva. Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, para dictamen.

INICIATIVAS DE LOS CONGRESOS ESTATALES 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

La presidenta diputada María Ávila Serna: «Del Con-
greso del Estado de Michoacán de Ocampo.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión.— Presente.

Conforme a lo instruido en sesión celebrada en esta fecha,
por este conducto se remite a usted el acuerdo número 446,
mediante el cual se aprueba remitir al Congreso de la
Unión iniciativa con proyecto de decreto que reforma el in-
ciso d) de la fracción I del artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicio. Lo anterior,
para su conocimiento y efectos conducentes.

Sin otro particular, le enviamos un cordial saludo.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Morelia, Michoacán de Ocampo, a 27 de septiembre de 2017.— Dipu-
tado: Miguel Ángel Villegas Soto (rúbrica), Presidente de la Mesa Di-

rectiva; diputada Jeovana Mariela Alcántar Baca (rúbrica), primera se-
cretaria; diputada Yarabí Ávila González (rúbrica), segunda secretaria;
diputada Rosalía Miranda Arévalo (rúbrica), tercera secretaria.»

«Del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo.

El Congreso del estado, en sesión celebrada hoy, tuvo a
bien aprobar el siguiente

Acuerdo número 446

Único. La Septuagésima Tercera Legislatura del Congreso
de Michoacán de Ocampo, en ejercicio de las facultades
que le confiere el artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, se permite remitir iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma el inciso D) de la
fracción I del artículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios, para quedar como sigue:

Decreto

Artículo Único. Se reforma el inciso D) de la fracción I del
artículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Al valor de…

I. En la enajenación…

A) Bebidas con contenido …

B) Alcohol, alcohol desnaturalizado…

C) Tabacos labrados…

D) Combustibles automotrices:

1. Combustibles fósiles  . . . . . . . . . . . . . . . .Cuota
Unidad de medida

a. Gasolina menor de 92 octanos  . . . . . . . . . .2.59
pesos por litro. 

b. Gasolina mayor o igual a 92 octanos  . . . . .2.19
pesos por litro.

c. Diésel  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .2.85
pesos por litro.
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2. Combustibles no fósiles  . . . . . . . . . . . . . . .2.19
pesos por litro.

Tratándose de fracciones…

Las cantidades señaladas en el presente inciso…

E) a J) …

II. En la prestación…

III. En la exportación definitiva…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Notifíquese el presente acuerdo, así como la pro-
puesta de acuerdo, a la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, para su conocimiento y efectos legales condu-
centes.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Palacio del Poder Legislativo, Morelia, Michoacán de Ocampo, a 27 de
septiembre de 2017.— Diputado Miguel Ángel Villegas Soto (rúbrica),
Presidente de la Mesa Directiva; diputada Jeovana Mariela Alcántar
Baca (rúbrica), primera secretaria; diputada Yarabí Ávila González (rú-
brica), segunda secretaria; diputada Rosalía Miranda Arévalo, tercera
secretaria.»

INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS  

LEY FEDERAL PARA PREVENIR 
Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN

La presidenta diputada María Ávila Serna: A continua-
ción tiene el uso de la palabra, por cinco minutos, la dipu-
tada Kathia María Bolio Pinelo, del Grupo Parlamentario
de Acción Nacional para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. Asi-
mismo, la diputada presentará también otra iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 149 Ter del Có-
digo Penal Federal. Adelante, diputada.

La diputada Kathia María Bolio Pinelo: Muchas gra-
cias, diputada presidenta. Compañeras diputadas y compa-
ñeros diputados, la discriminación, en cualquiera de sus
vertientes o modalidades, es un lastre de la humanidad que
debemos erradicar en los diversos frentes posibles.

La discriminación es producto de la ignorancia, de la sin-
razón y de los prejuicios. Todo ello es un caldo de cultivo
para los discursos de odio y para justificar, incluso, la ex-
terminación o asesinato vil de seres humanos por la única
razón de ser diferentes.

Ejemplos de este tipo de atrocidades en contra de las mi-
norías o grupos humanos distintos al resto de la sociedad,
nos los da la historia de forma abundante.

Nuestra Constitución prohíbe cualquier tipo de discrimina-
ción en su artículo 1o. Sin embargo, muchas mexicanas y
mexicanos enfrentan la discriminación de muchas mane-
ras. Este problema grave que desafortunadamente crece
cada día más en nuestro país sin que ninguna autoridad
ponga un alto al respecto.

La discriminación en México se sufre a cualquier edad, en
cualquier lugar, en las calles, en la escuela, en el hogar, en
el trabajo y en los lugares públicos. Debemos sensibilizar a
todo el país para no fomentar la discriminación de ningún
tipo No es tarea fácil, pero tenemos que iniciar ahora, dar
ese paso a tener un México libre de discriminación, ya que
afecta y daña a todos los mexicanos.

Existen creencias falsas a temerle o a rechazar a los que se
consideran diferentes. No obstante, debemos de estar cons-
cientes de que las personas en lo único que somos iguales,
es que todos tenemos los mismos derechos humanos.

Las personas con discapacidad, adultos mayores, niñas y
niños, mujeres, jóvenes, personas indígenas, con VIH, con
preferencias sexuales diversas y diferentes, y con identidad
de género distinta a la de su nacimiento, entre otras, son
mucho más propensos a vivir algún acto de discriminación
en este país.

Por esas razones he decidido presentar el día de hoy dos
iniciativas de ley para combatir en nuestro país la discrimi-
nación. La primera, para reformar el artículo 149 del Códi-
go Penal Federal.

Si bien, la discriminación no es considerada en la ley como
un delito grave, sí son graves las consecuencias para quie-
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nes son víctimas de este delito. Necesitamos leyes y san-
ciones más drásticas, pero también necesitamos autorida-
des que sepan y hagan valer esas sanciones.

En el contenido de esta iniciativa también propongo que el
delito de discriminación no se persiga por querella, como
está establecido actualmente en la ley, sino que se persiga
de oficio o a petición de un tercero involucrado.

Es decir, que cualquier ciudadano pueda denunciar, aunque
no sea el directamente afectado, lo que obligaría a la auto-
ridad a realizar investigaciones correspondientes, si así lo
amerita, poner las sanciones que la ley marque.

La segunda iniciativa que presento, es para reformar diver-
sas disposiciones y adicionar artículos de la Ley Federal
para prevenir y eliminar la discriminación. Esta propuesta
es una acción concreta a favor de la igualdad entre los me-
xicanos, y es muestra del compromiso de Acción Nacional
que tenemos para actuar contra la discriminación en cual-
quiera de sus formas, por motivos de sexo, origen étnico,
religión, discapacidad, género, preferencia sexual, filiación
política o cualquier otra diferencia que origine la exclusión
de una o un grupo de personas.

Con esta iniciativa se propiciará la armonización legislati-
va, a través de la cual se ve reflejado en materia de no dis-
criminación en nuestras leyes como normatividad interna y
también poner en sintonía las leyes estatales.

Diputadas y diputados, legislemos hoy por tener un Méxi-
co libre de discriminación, donde todos tengamos el igual
derecho a ser diferentes. Digamos no a la discriminación.
Es cuanto, diputada presidenta.

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal para prevenir y eliminar la Discriminación, a car-
go de la diputada Kathia María Bolio Pinelo, del Grupo
Parlamentario del PAN

La que suscribe, Kathia María Bolio Pinelo, diputada fede-
ral de la LXIII legislatura del honorable Congreso de la
Unión, integrante del grupo parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, con fundamento en lo contenido en el artí-
culo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77
numerales 1 y 3 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de esta hono-
rable Cámara de Diputados la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona la fracción XII del artículo

1o. y la fracción VI del artículo 15 Sextus, así como la mo-
dificación de las fracciones III y XVI del artículo 9, la frac-
ción VI del artículo 15 Quárter, la fracción III del artículo
15 Sextus y el segundo párrafo del artículo 15 Octavus de
la Ley Federal para prevenir y eliminar la Discriminación,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La desigualdad social en nuestro país crece cada día y jun-
to a ella, de la mano, va la discriminación. Ambas son tan
comunes que me parece que a veces, no nos damos cuenta
del momento en que ocurren.

México cuenta con instituciones y tres órdenes de gobier-
no que garantizan el reconocimiento y respeto de los dere-
chos humanos, en nuestras leyes queda expresamente pro-
hibida toda discriminación que impida el ejercicio de los
derechos y la igualdad real de oportunidades; sin embargo,
ni todas las autoridades, ni toda la población respeta los va-
lores fundamentales de todas las personas, dando paso, en
algunas ocasiones, a la discriminación. Por ello, sabedores
de que no todos tienen a la dignidad de la persona humana
como el centro de su actuar público y privado, debemos
trabajar para que todas las personas acepten que todos los
seres humanos tenemos el mismo valor y dignidad, labor
titánica que sólo será posible a través de la educación y la
vivencia de hábitos buenos que faciliten la convivencia so-
cial, que terminará por contribuir a la erradicación de la
discriminación en México. Espero que otra manera de con-
tribuir sea esta propuesta de reforma, para consolidar nues-
tro estado de derecho y en particular, a lo relativo a la pre-
vención de la discriminación.

El tema de la lucha contra la discriminación en México, es
relativamente nuevo legalmente hablando; la Ley Federal
para prevenir y eliminar la discriminación se aprobó en
2003, y tuvo una reforma amplia en el 2014 que garantiza
y promueve los derechos humanos conforme a los princi-
pios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y
progresividad.1

Deseo traer también a la memoria que, en el marco del bi-
centenario de la independencia, durante el gobierno de Fe-
lipe Calderón, se toma el acuerdo en el 2010 que el día 19
de octubre de cada año se conmemorará el día nacional
contra la discriminación, en recuerdo a que fue el 19 de oc-
tubre de 1810, Miguel Hidalgo y Costilla declara la aboli-
ción de la esclavitud. 
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A pesar de esos avances y señales externas, en México no
todas las constituciones locales contienen cláusulas anti-
discriminatorias: en 26 entidades federativas se contempla,
específicamente dentro del texto de la constitución, a la
discriminación como un acto que violenta los derechos hu-
manos. Hay, por lo tanto, 6 entidades federativas en donde
sus constituciones locales no tienen cláusula antidiscrimi-
natoria.2. Queda mucho por hacer.

A pesar de que nuestro país ha tenido avances jurídicos en
la consolidación del derecho a la igualdad y el principio de
no discriminación, aún es necesario realizar un trabajo de
armonización legislativa a través del cual los compromisos
internacionales se vean reflejados en nuestra normatividad
interna y también poner en sintonía las leyes estatales res-
pectivas. A final de cuentas, una de las funciones de nues-
tra labor legislativa es garantizar que todas las personas
gocen de las mismas oportunidades para desarrollar sus ca-
pacidades. 

Entre los acuerdos internacionales que México ha firmado y
dan sustento a la defensa de los derechos humanos y la no
discriminación, están la Carta de las Naciones Unidas 1946,
la Carta de la Organización de los Estados Americanos 1949,
la Convención Americana sobre Derechos Humanos Pacto de
San José de Costa Rica 1981 y más recientemente el Proto-
colo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos,
adoptado en Asunción, Paraguay en 2007.

Resulta evidente que además de mejorar nuestras leyes, de-
bemos realizar acciones en conjunto como sociedad para or-
ganizar foros de discusión o consultas que sean convenientes
para tratar el tema de la discriminación y sus múltiples face-
tas. En una sociedad participativa, todos deberíamos efectuar
el seguimiento de la actividad gubernamental en materia de
igualdad y no discriminación. De esta manera podríamos
combatir el cáncer que representa la discriminación para el
sistema democrático, porque daña el tejido social y coloca en
desventaja a los grupos sociales excluidos.

Debemos fortalecer el diálogo entre las entidades y depen-
dencias de la administración pública con organismos pú-
blicos, instituciones educativas, entidades federativas, le-
gislaturas de los estados, organizaciones de la sociedad
civil, etc., a fin de enriquecer y fortalecer la igualdad y el
principio de no discriminación. Participar en campañas en
pro de la igualdad de oportunidades y la no discriminación,
creando una cultura de respeto y reconocimiento de las ca-
pacidades que cada persona posee.

La educación cívica debe ayudar a desarrollar procesos de
sensibilización relativas a la tolerancia, el respeto de las di-
ferencias y la creación de una cultura antidiscriminatoria, a
través de la cual se garanticen los niveles mínimos de
igualdad de oportunidades y de protección a todas las per-
sonas que se encuentren en el territorio nacional; indepen-
dientemente de aspectos tales como: origen étnico, sexo,
religión, posición social, preferencia sexual, discapacidad,
edad, filiación política, por mencionar algunas de las con-
diciones que pueden generar exclusión social.

Muchos peleamos por una sociedad solidaria, equitativa,
con igualdad de oportunidades para todos incluso para
quienes no comparten el objetivo social de la fraternidad.
La realidad es que muchos mexicanos somos o son vícti-
mas de las distintas formas de discriminación por sus ca-
racterísticas físicas, su forma de vida, su edad, su sexo, su
origen étnico, su condición social o económica, su religión,
sus preferencias sexuales, su estado civil o cualquier otra
circunstancia que lo coloque como diferente al resto y que
pueden ser motivo de distinción, exclusión o restricción de
sus derechos. 

Presento esta iniciativa como una acción concreta a favor
de la igualdad entre los mexicanos y como una muestra fe-
haciente de mi total disposición a actuar en contra toda dis-
criminación por motivos de sexo, origen étnico, religión,
discapacidad, preferencia sexual, filiación política o cual-
quier otra diferencia que origine la exclusión de una o un
grupo de personas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
del pleno de la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto

Se adiciona la fracción XII del artículo 1o. y la fracción VI
del artículo 15 Sextus, así como la modificación de las
fracciones III y XVI del artículo 9, la fracción VI del artí-
culo 15 Quárter, la fracción III del artículo 15 Sextus y el
segundo párrafo del artículo 15 Octavus de la Ley Federal
para Prevenir y eliminar la Discriminación para quedar co-
mo sigue:

Artículo 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden pú-
blico y de interés social. El objeto de la misma es prevenir y
eliminar todas las formas de discriminación que se ejerza
contra cualquier persona en los términos del Artículo 1 de la
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como promover la igualdad de oportunidades y de trato.

Para los efectos de esta ley se entenderá por:

Articulo 9. Con base en el artículo primero constitucional
el artículo 1, párrafo segundo, fracción III de esta Ley se
consideran como discriminación, entre otras:

Artículo 15 Quáter. Las medidas de nivelación inclu-
yen, entre otras:

Artículo 15 Sextus. Las medidas de inclusión podrán
comprender, entre otras, las siguientes: 

Artículo 15 Octavus. Las acciones afirmativas podrán in-
cluir, entre otras, las medidas para favorecer el acceso, per-
manencia y promoción de personas pertenecientes a grupos
en situación de discriminación y subrepresentados, en es-
pacios educativos, laborales y cargos de elección popular a
través del establecimiento de porcentajes o cuotas. 

Las acciones afirmativas serán prioritariamente aplicables
hacia personas pertenecientes a los pueblos indígenas, afro
descendientes, mujeres, niñas, niños y adolescentes, perso-
nas con discapacidad, personas adultas mayores y perso-
nas miembros de la comunidad LGBTTTI.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1. Ley Federal para prevenir y eliminar la discriminación 2014. Con-
sejo Nacional para prevenir la discriminación. Página 3. Segob

2. http://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=pagina&id=
505&id_opcion=650&op=650 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de octubre de 2017.— Dipu-
tadas y diputados Kathia Maria Bolio Pinelo, Adriana Elizarraraz
Sandoval, Alfredo Miguel Herrera Deras, Ariel Enrique Corona Rodrí-
guez, Arlette Ivette Muñoz Cervantes, Armando Alejandro Rivera Cas-
tillejos, Eloisa Chavarrías Barajas, Enrique Cambranis Torres, Gerardo
Federico Salas Díaz, Gretel Culin Jaime, Herminio Corral Estrada, Hu-
go Alejo Domínguez, Ingrid Krasopani Schemelensky Castro, J. Apo-
linar Casillas Gutiérrez, Javier Antonio Neblina Vega, José Antonio Sa-
las Valencia, José Everardo López Córdova, José Máximo García
López, José Teodoro Barraza López, Juan Alberto Blanco Zaldívar,
Juan Corral Mier, Leonel Gerardo Cordero Lerma, Leticia Amparano
Gamez, Lilia Arminda García Escobar, Luis Agustín Rodríguez Torres,
Luis de León Martínez Sánchez, Luis Fernando Antero Valle, Luis Fer-
nando Mesta Soule, Luis Gilberto Marrón Agustín, María Guadalupe
Murguía Gutiérrez, María Mercedes Aguilar López, María Olimpia Za-
pata Padilla, María Verónica Agundis Estrada, Mariana Arámbula Me-
léndez, Martha Cristina Jiménez Márquez, Miguel Ángel Huepa Pérez,
Miguel Ángel Salim Alle, Minerva Hernández Ramos, Nelly del Car-
men Márquez Zapata, Rubén Alejandro Garrido Muñoz, Sofía Gonzá-
lez Torres, Ulises Ramírez Núñez, Víctor Ernesto Ibarra Montoya (rú-
bricas).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas
gracias, diputada Kathia María Bolio. Túrnese a la Co-
misión de Derechos Humanos, para dictamen, y a la
Comisión Especial sobre la no Discriminación, para
opinión.
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CÓDIGO PENAL FEDERAL

La diputada Kathia María Bolio Pinelo: «Iniciativa que
reforma el artículo 149 Ter del Código Penal Federal, a car-
go de la diputada Kathia María Bolio Pinelo, del Grupo
Parlamentario del PAN

La que suscribe, Kathia María Bolio Pinelo, diputada fede-
ral de la LXIII legislatura del honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, con fundamento en lo contenido en el artí-
culo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77
numerales 1 y 3, y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de esta hono-
rable Cámara de Diputados la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 149 Ter del Códi-
go Penal Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Hay palabras que duelen más que un golpe, son aquellas
palabras que llevan como etiqueta un trato desfavorable,
despectivo y lleno de desprecio a una determinada persona. 

Muchos mexicanos enfrentan la discriminación, ese grave
problema que desafortunadamente crece día a día en nues-
tro país sin que ninguna autoridad le ponga un alto. La dis-
criminación se sufre a cualquier edad y en cualquier lugar,
en las calles, en la escuela, en el hogar, en el trabajo y en
otros lugares públicos. 

Nuestra constitución señala en su art 1: “Queda prohibida
toda discriminación motivada por origen étnico o nacional,
el género, la edad, las discapacidades, la condición social,
las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las pre-
ferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que aten-
te contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o
menoscabar los derechos y libertades de las personas”.

Este es un problema que daña a toda la sociedad, por lo que
nos involucra a todos, ya que si bien algunos no han sufri-
do discriminación, eso no les exenta de poder recibirla en
algún momento de su vida o que cualquier mexicano pue-
da sufrirla. Por lo que necesitamos profundizar más en el
tema, involucrarnos y actuar de inmediato.

Debemos sensibilizar a todo el país a no fomentar la
discriminación de ningún tipo; no es tarea fácil, pero te-
nemos que iniciar ahora: dar el paso para tener un Mé-

xico sin discriminación, ya que afecta y daña a todos
los mexicanos.

Necesitamos que el gobierno federal sea firme en la lucha
contra este problema, que desafortunadamente en pleno siglo
XXI sigue estando presente y cada vez con mayor frecuencia.

Las personas con discapacidad, adultas mayores, niñas, ni-
ños, jóvenes, personas indígenas, con VIH, con preferen-
cias sexuales diferentes, con identidad de género distinta a
su sexo de nacimiento, personas migrantes, refugiadas, en-
tre otras, son más propensas a vivir algún acto de discrimi-
nación, ya que existen creencias falsas en relación a temer-
le o rechazar las diferencias. No obstante, debemos estar
conscientes de que las personas, en lo único que somos
iguales, es que todos tenemos el mismo valor como seres
humanos.

Algunos ejemplos claros de conductas discriminatorias que
señala el Consejo Nacional Para Prevenir la Discrimina-
ción son:

1. Impedir el acceso a la educación pública o privada
por tener una discapacidad, otra nacionalidad o credo
religioso.

2. Prohibir la libre elección de empleo o restringir las
oportunidades de acceso, permanencia y ascenso en el
mismo, por ejemplo, a consecuencia de la corta o avan-
zada edad.

3. Establecer diferencias en los salarios, las prestaciones
y las condiciones laborales para trabajos iguales, como
puede ocurrir con las mujeres.

4. Negar o limitar información sobre derechos repro-
ductivos o impedir la libre determinación del número y
espaciamiento de los hijos e hijas.

5. Negar o condicionar los servicios de atención médica
o impedir la participación en las decisiones sobre su tra-
tamiento médico o terapéutico dentro de sus posibilida-
des y medios.

6. Impedir la participación, en condiciones equitativas,
en asociaciones civiles, políticas o de cualquier otra ín-
dole a causa de una discapacidad.

7. Negar o condicionar el acceso a cargos públicos por
el sexo o por el origen étnico.
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El Código Penal Federal establece en su artículo 149 Ter el
delito de discriminación, que es un delito contra la digni-
dad de las personas, señalando textualmente en dicho artí-
culo lo siguiente: “Se aplicará sanción de uno a tres años
de prisión o de ciento cincuenta a trescientos días de traba-
jo a favor de la comunidad y hasta doscientos días multa al
que por razones de origen o pertenencia étnica o nacional,
raza, color de piel, lengua, género, sexo, preferencia se-
xual, edad, estado civil, origen nacional o social, condición
social o económica, condición de salud, embarazo, opinio-
nes políticas o de cualquier otra índole atente contra la dig-
nidad humana o anule o menoscabe los derechos y liberta-
des de las personas mediante la realización de cualquiera
de las siguientes conductas:

I. Niegue a una persona un servicio o una prestación a
la que tenga derecho;

II. Niegue o restrinja derechos laborales, principalmen-
te por razón de género o embarazo; o limite un servicio
de salud, principalmente a la mujer en relación con el
embarazo; o 

III. Niegue o restrinja derechos educativos.

Este artículo establece que el delito de discriminación se
persigue por querella, es decir únicamente el afectado pue-
de denunciar.

Hoy en día vemos diversos videos que circulan en redes so-
ciales de diversos actos de discriminación que los ciudada-
nos graban siendo testigos, buscando con su difusión que
las autoridades tomen cartas en el asunto ante estos terri-
bles actos que dañan a las personas; pero, desafortunada-
mente, en la gran mayoría de las ocasiones no existe una
sanción, por lo que queda impune dicho delito de discrimi-
nación. http://www.conapred.org.mx/index.php?conteni-
do=pagina&id=84&id_opcion=142&op=142

Necesitamos leyes con sanciones drásticas, pero también
necesitamos autoridades que sepan y hagan valer esas san-
ciones.

Si bien la discriminación no es considerada en la ley como
un delito grave, son graves las consecuencias para quien es
víctima de este delito, por lo que la iniciativa tiene la in-
tención de poner sanciones que ataquen de raíz este grave
problema que hoy existe en nuestro México, por lo que es-
ta reforma establece las bases para impulsar una política

pública de respeto irrestricto a derechos humanos y que
ataque frontalmente cualquier conducta discriminatoria.

El delito de discriminación no únicamente es de orden fe-
deral, en la mayoría de los casos la transgresión es del or-
den local, por lo que los congresos estatales igualmente de-
berían realizar los ejercicios de armonización legislativa. 

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi)
presentó la séptima edición de la Encuesta Nacional de
Victimización y Percepción de la Seguridad Pública (EN-
VIPE) 2017, encuesta que muestra cifras sumamente alar-
mantes; entre ellas la que señala que el 93.6 por ciento de
los delitos no se denuncian, es decir únicamente uno de ca-
da diez delitos que se comenten en el país es denunciado.
Entre los principales motivos que llevan a la población a no
denunciar están que considera como pérdida de tiempo ir a
denunciar y la desconfianza en la autoridad.

Por lo que propongo también que, en esta iniciativa, el de-
lito de discriminación no se persiga por querella como es-
tá establecido en la ley, sino que se persiga de oficio, es de-
cir que cualquier ciudadano pueda denunciar, aunque no
sea directamente el afectado, lo que obligaría a la autoridad
a realizar las investigaciones correspondientes y, si así lo
amerita, poner las sanciones que marque la ley.

Como presidenta de la Comisión Especial sobre la No Dis-
criminación en la Cámara de Diputados, busco construir un
presente más justo y digno para todos, sin discriminación y
sin desigualdades, todos somos iguales ante la ley y ante
dios, necesitamos un México sin discriminación.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
del pleno de la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con:

Proyecto de decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 149 Ter del Código
Penal Federal para quedar como sigue:
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de noviembre de 2017.— Di-
putadas y diputados: Kathia Maria Bolio Pinelo, Adriana Elizarraraz
Sandoval, Alejandra Gutiérrez Campos, Alfredo Miguel Herrera Deras,
Ariel Enrique Corona Rodríguez, Arlette Ivette Muñoz Cervantes, Ar-
mando Alejandro Rivera Castillejos, Eloisa Chavarrías Barajas, Enri-
que Cambranis Torres, Gerardo Federico Salas Díaz, Gerardo Gabriel

Cuanalo Santos, Gretel Culin Jaime, Herminio Corral Estrada, Ingrid
Krasopani Schemelensky Castro, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, Javier
Antonio Neblina Vega, José Antonio Salas Valencia, José Everardo Ló-
pez Córdova, José Máximo García López, José Teodoro Barraza Ló-
pez, Juan Alberto Blanco Zaldívar, Juan Corral Mier, Leonel Gerardo
Cordero Lerma, Leticia Amparano Gamez, Lilia Arminda García Es-
cobar, Luis Agustín Rodríguez Torres, Luis de León Martínez Sánchez,
Luis Fernando Antero Valle, Luis Fernando Mesta Soule, Luis Gilber-
to Marrón Agustín, María Guadalupe Murguía Gutiérrez, María Mer-
cedes Aguilar López, María Olimpia Zapata Padilla, María Verónica
Agundis Estrada, Mariana Arámbula Meléndez, Martha Cristina Jimé-
nez Márquez, Miguel Ángel Huepa Pérez, Miguel Ángel Salim Alle,
Minerva Hernández Ramos, Nelly del Carmen Márquez Zapata, René
Mandujano Tinajero, Rubén Alejandro Garrido Muñoz, Sofía Gonzá-
lez Torres, Ulises Ramírez Núñez, Víctor Ernesto Ibarra Montoya,
Wenceslao Martínez Santos (rúbricas).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Se turna a
la Comisión de Justicia, para dictamen.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

La presidenta diputada María Ávila Serna: Tiene la pa-
labra por cinco minutos la diputada María Elida Castelán
Mondragón, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 114 y 115 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

La diputada María Elida Castelán Mondragón: Muchas
gracias, diputada presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputada.

La diputada María Elida Castelán Mondragón: Acudo
a esta tribuna a presentar posicionamiento del Grupo Par-
lamentario del PRD, a propuesta de iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma el artículo 114 y 115 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados.

La propuesta que hoy pongo a su consideración, en la cual
se reforman y adicionan diversas disposiciones del Regla-
mento de esta honorable Cámara de Diputados, tiene como
propósito fomentar la participación activa de los legislado-
res en el desahogo del orden del día a través de la intro-
ducción de un nuevo tipo de moción, cuyo objeto primor-
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dial es la alteración inmediata del orden del día, adelantan-
do la discusión de un asunto.

Con esta reforma se fortalece la discusión de los dictáme-
nes que estén enlistados a discusión en el orden del día,
dando como consecuencia la permisión de la prelación de
discusión o votación de la materia por agotar en la conduc-
ción de una sesión.

Nosotros, como legisladores, debemos buscar el fortaleci-
miento del Reglamento por medio de mejoras legislativas.

Existen parlamentos sudamericanos, Argentina y Paraguay,
que ya contemplan la figura jurídica de moción de prefe-
rencia. Los tiempos exigen que nosotros como operadores
del sistema jurídico mexicano seamos cercanos al modelo
de legislador racional, donde impere la vehemencia, la elo-
cuencia y el ideario de cada legislador.

No hay mejor manera de resaltar el centenario de nuestra
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
que enaltecerla por medio de reforzar al Reglamento de la
Cámara de Diputados, que favorezcan el diálogo construc-
tivo y la discusión abierta de los temas que por su impor-
tancia y trascendencia afectan a todas y todos quienes ha-
bitamos en este país.

Por ello, me permito traer a esta tribuna la máxima que Ve-
nustiano Carranza encomendó a los constituyentes de
1916: Toca ahora a vosotros coronar la obra a cuya ejecu-
ción espero os dedicaréis con toda la fe, con todo el ardor
y con todo el entusiasmo que de vosotros espera vuestra
patria, la que tiene puestas en vosotros sus esperanzas y
guarda ansiosa el instante en que le deis instituciones sa-
bias y justas. Muchas gracias, diputada presidenta.

«Iniciativa que reforma los artículos 114 y 115 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, a cargo de la diputada
María Elida Castelán Mondragón, del Grupo Parlamentario
del PRD

Hoy los mexicanos padecen el mal de no tener legisladores
calificados para poder ejercer su función primaria (legislar)
de una forma adecuada; otro mal es la inflación legislativa
que durante más de 50 años ha ocasionado que el Congre-
so de la Unión sufra tan peligrosa Patología Parlamentaria.

La inflación legislativa es la sobreproducción innecesaria y
desordenada de normas jurídicas, cuyo efecto principal es la
contradicción que genera en por lo menos dos o más leyes en

el cuerpo normativo general, aumentando los niveles de in-
eficacia del derecho y, por supuesto, la corrupción.)1

Es necesario realizar ejercicios comparativos de sistemas
jurídicos en lo particular, y en lo general con el fin de de-
terminar o terminar con Patologías Parlamentarias como
la inflación legislativa, la improductividad legislativa y
la omisión legislativa, etcétera.

Atender esta patología donde el Poder Legislativo se con-
vierte en una “Maquina de Leyes” carente del Volksgeist2

o una extensión más del Poder Ejecutivo; genera al mismo
tiempo un perturbación entre las funciones del poder, dán-
dole supremacía al Parlamento sobre el Ejecutivo o el Ju-
dicial; violentando mayúsculamente el ánima de la sobera-
nía nacional, aunado a ello deja en letra muerta los pesos y
contrapesos.

Es necesario dar contexto a lo escrito; un discurso muy elo-
cuente de la exposición de motivos del Congreso Constitu-
yente del 1 diciembre de 1916 para dimensionar la trascen-
dencia que el Constituyente buscaba legar a los mexicanos
del presente y del futuro.

“Toca ahora a vosotros coronar la obra, a cuya eje-
cución espero os dedicaréis con toda la fe, con todo el
ardor y con todo el entusiasmo que de vosotros espe-
ra vuestra patria, la que tiene puestas en vosotros sus
esperanzas y aguarda ansiosa el instante en que le
deis instituciones sabias y justas.”3

El legislador en este centenario (1917-2017) de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe una
plena observancia a la misma; desde su primer artículo has-
ta su último artículo (1-136); al igual que con sus repre-
sentados de velar por una Carta Magna que permita a los
ciudadanos saber que nuestro país es un Estado en ciernes
de ser, estado de derecho.

Con motivo de los cien años de nuestro máximo ordena-
miento, debemos recordar la obra del famoso jurista argen-
tino Carlos Santiago Nino en su obra intitulada Considera-
ciones sobre la Dogmática Jurídica (con referencia
particular a la dogmática penal).

La obra en comento en su capítulo V “el modelo dogmáti-
co del legislador racional”4; se enlistan los atributos o cua-
lidades que debe tener el operador jurídico por antonoma-
sia (legislador) si bien son ideales o buenos deseos pero
aun así son deseables.
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1. Es consciente;
2. Es racional;
3. Es omnisciente;
4. Es omnipotente;
5. Es justo;
6. Es coherente;
7. Es omnicomprensivo;
8. Es operativo; y
9. Es preciso.

El legislador debe cumplir en un margen de legalidad lo
que la norma fundamental mandata, es por lo tanto que él
tiene que corresponder en un mínimo y máximo el acata-
miento de lo dispuesto a lo largo de la Constitución es pre-
ciso señalar que las propiedades que Nino cataloga en los
legisladores tiene que ser común denominador de todo le-
gislador que merezca tan insigne título.

Las tres Patologías Parlamentarias recurrentes (la infla-
ción legislativa, la improductividad legislativa y la omi-
sión legislativa) en cualquier legislatura vienen a violentar
las cualidades del legislador racional de Nino; la transgre-
sión es flagrante.

No se puede ser consciente, racional y omnisciente si se
produce deliberadamente “inflación legislativa”, menos
aún ser omnipotente, justo y coherente si es un autómata de
la mayoría causante de la “improductividad legislativa”;
por último ser omnicomprensivo, operativo y preciso es un
contrasentido de la realidad parlamentaria donde impera la
“omisión legislativa”.

El operador jurídico, como lo es el legislador participa ac-
tivamente o pasivamente en comisiones, comités, grupos
de amistad, grupos de trabajo desahogando las sesiones de
conformidad con el Reglamento de Cámara de Diputados
donde los legisladores hacen notar su vehemencia, su elo-
cuencia y su ideario, es pertinente hacer mención que los
diputados usan las mociones para exteriorizar su voz y vo-
to en cada sesión.

Realizando un estudio sobre los distintos reglamentos de
parlamentos de Sudamérica nos encontramos con los Re-
glamentos de Argentina y Paraguay, los cuales contienen
una figura jurídica parlamentaría (Moción de Preferencia)
que en el Reglamento de Cámara de Diputados no se tiene.

El Reglamento de la Cámara de Diputados de la nación ar-
gentina; en su capítulo XII- De las mociones en su artículo

126, da el concepto de moción. También el Reglamento de
la honorable Cámara de Diputados de Paraguay en su títu-
lo VII de las mociones capítulo 1.

Artículo 126. Toda proposición hecha de viva voz des-
de su banca por un diputado, es una moción.5

Artículo 110. Toda proposición hecha de viva voz desde
su banca por un diputado es una moción6

Los dos reglamentos citados son reiterantes y repetitivos en
lo que es una moción; sin embargo el Reglamento de la Cá-
mara de Diputados7en el artículo 114, numeral 1, con sus 9
fracciones, no hace mención expresa de lo que se debe en-
tender por moción, lo que sí hace es enlistar los tipos de
mociones.

Desde el artículo 114 al 123 se da cuenta de las mociones
y sus usos; esta figura jurídica parlamentaria necesita tener
nuevos elementos. Los tiempos exigen que los legisladores
sean cercanos al modelo del legislador racional propuesto
por Carlos Santiago Nino, es cierto que no se puede cum-
plir a cabalidad ese arquetipo; se tendría a bien que se va-
ya persiguiendo el objetivo de acercarse lo más posible a
dicho paradigma.

Dejar expresamente qué se entiende por moción en el artí-
culo 114 del Reglamento de la Cámara de Diputados pro-
ducirá un ambiente de mayor participación por parte de los
legisladores en lo colectivo (grupos parlamentarios) o lo
individual (diputados independientes).

Anexar una nueva moción que permita al legislador ade-
lantar un dictamen a discusión que esté enlistado en el or-
den del día de la sesión correspondiente, es decir darle pre-
lación de discusión o votación, daría lugar a agilizar las
sesiones de pleno.

Ya en los Reglamentos de las Cámaras de Diputados de
Argentina y Paraguay están contemplados con el nombre
de “Moción de Preferencia”.

El Reglamento de la honorable Cámara de Diputados de
Paraguay en su título VII de las mociones, Capítulo 1.

“Artículo 115. Es moción de preferencia toda proposi-
ción que tenga por objeto anticipar el momento en
que, con arreglo al reglamento, corresponde tratar un
asunto”8
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En miras de realizar una actividad que mejore, actualice y
resalte el Reglamento de Cámara de Diputados es necesa-
rio insertar la moción de preferencia en sus términos co-
rrespondientes.

Su operatividad está garantizada por el buen uso de las
prácticas parlamentarias que ejecutan los legisladores en
las sesiones de pleno y por las otras mociones; la multici-
tada moción viene a complementar el actuar de los legisla-
dores para secundar a sus colegisladores respectivamente y
facilitar el desahogo de las agendas parlamentarias. 

Por lo antes expuesto, en la presente iniciativa planteo re-
formar el artículo 114 y 115 del Reglamento de Cámara
de Diputados.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto, la suscrita, diputada María
Elida Castelán Mondragón, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática en la
LXIII Legislatura, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 62, numeral 2, 77 y 78, Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona el artículo 114 y 115 del
Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo 114.

1. Toda proposición hecha de viva voz desde su curul
por un diputado es una moción.

2. Las mociones podrán ser de: 

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …
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VI. …

VII. …

VIII. …

IX. …

3. Las intervenciones en el desahogo de las mociones serán
de hasta tres minutos, desde su curul, excepto las alusiones
personales y la rectificación de hechos que estarán a consi-
deración del presidente.

4. Las mociones a que se refieren las fracciones III, IV, VI,
VII, VIII y IX, sólo procederán en la discusión de un asun-
to ante el pleno.

Artículo 115.

1. La moción de orden y preferencia es la petición que se
hace al pleno, para que se guarde silencio, se mantenga la
compostura, se ocupen las curules, se cumpla este reglamen-
to, se anticipe el momento de discusión de un asunto que
esté contemplado en el orden del día y en general, se corri-
ja cualquier otra situación que signifique una falta de respeto
al orador o una alteración del desarrollo de la sesión.

2. …

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de octubre de 2017.— Dipu-
tada María Elida Castelán Mondragón (rúbrica).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias,
diputada María Elida Castelán. Túrnese a la Comisión
de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias,
para dictamen.
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DECRETO PARA QUE SE INSCRIBA CON LETRAS
DE ORO EN EL MURO DE HONOR DEL PALACIO

LEGISLATIVO DE SAN LÁZARO, EL NOMBRE DEL
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL Y

EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

La presidenta diputada María Ávila Serna: A continua-
ción, tiene la palabra por diez minutos, el diputado Mario
Ariel Juárez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de More-
na, para presentar dos iniciativas con proyecto de decreto.
La primera de ellas por el que se inscribe con letras de oro
en el Muro de Honor del Palacio Legislativo de San Láza-
ro, el nombre del Instituto Mexicano del Seguro Social y
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado.

La segunda de ellas, iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario de Morena.

El diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez: Presento ini-
ciativa para poder suscribir en nuestro Muro de Honor de
esta honorable Cámara de Diputados los nombres del Ins-
tituto Mexicano del Seguro Social y del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
con letras de oro.

A partir de que México fue el primer país que brindó natu-
raleza constitucional a la seguridad social desde la formu-
lación de la Constitución de 1917, en su artículo 123, dan-
do con ello garantía jurídica a los aspectos económicos,
políticos y sociales del trabajo, otorgando rango constitu-
cional a los derechos de los trabajadores.

A partir de este acontecimiento y en beneficio de los traba-
jadores mexicanos, el Instituto Mexicano del Seguro Social
nace oficialmente el 19 de enero de 1943 e inicia operacio-
nes el 1 de enero de 1944.

Forma parte de la Asociación Internacional de la Seguridad
Social, de la Organización Iberoamericana de Seguridad
Social y de la Conferencia Interamericana de Seguridad
Social, la cual preside actualmente.

Asimismo, es una de las instituciones con mayor presencia
en la atención a la salud y la protección social de los mexi-
canos desde su fundación en 1943. Para ello, combina la

investigación y la práctica médica con la administración de
los recursos para el retiro de sus asegurados.

El Instituto Mexicano del Seguro Social tiene un mandato
legal derivado del artículo 123, apartado A, fracción XXIX
de la Constitución Política, en el cual se señala que es de
utilidad pública la Ley del Seguro Social y ella compren-
derá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesantía in-
voluntaria del trabajo, de enfermedades, de accidentes, ser-
vicios de guardería y cualquier otro encaminado a la
protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, no
asalariados y otros sectores sociales y sus familiares.

Su misión es ser el instrumento básico de seguridad social,
establecido como un servicio público de carácter nacional
para todos los trabajadores y sus familias.

Por su parte, el artículo 2 y 4 de la Ley del Seguro Social
establece que la seguridad social tiene por finalidad garan-
tizar el derecho a la salud, la asistencia médica, la protec-
ción de los medios de subsistencia y los servicios sociales
necesarios para el bienestar individual y colectivo, así co-
mo el otorgamiento de una pensión que, en caso y previo
cumplimiento de los requisitos legales, será garantizada
por el Estado.

Conforme al artículo 5 de la propia Ley del Seguro Social,
el Instituto Mexicano del Seguro Social tiene la noble mi-
sión de organizar y administrar este seguro social, en el
mejor interés de todos los trabajadores. El Instituto se
constituye como un organismo público descentralizado.

A 73 años de su creación, el IMSS es responsable de la se-
guridad y salud de cerca de 62 millones de derechohabien-
tes y de 12 millones de beneficiarios del programa IMSS-
Oportunidades, por ello la importancia de que pueda estar
esta institución en el Muro de Honor de este recinto legis-
lativo, con letras de oro.

Por su parte el ISSSTE, Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, como entidad en-
cargada de dar la seguridad social de los trabajadores del
Estado, tiene sus orígenes en la reforma de 1960 al artícu-
lo 123 constitucional, en ella se estableció la clasificación
de asalariados en Apartados A y B, este último es exclusi-
vo de los empleados gubernamentales.

En ese mismo año entró en vigor de la Ley del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Es-
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tado, el régimen inicial de seguridad social del Instituto del
ISSSTE se fundó con 14 prestaciones de carácter obligato-
rio, dos seguros para proporcionar servicios de salud, cin-
co seguros de carácter pensionario, tres prestaciones rela-
cionadas con vivienda y préstamos a corto plazo, y tres de
servicios sociales.

En sus inicios el ISSSTE aseguró a casi 130 mil trabaja-
dores, 12 mil pensionistas y 346 mil familiares, lo que
sumaba un total de 488 mil derechohabientes. De acuer-
do al artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, toda persona tiene derecho a la
protección en salud.

Si bien es cierto que en México existen diversas institucio-
nes médicas, como son las instituciones de salud de la Se-
cretaría de la Defensa Nacional, las instituciones de Petró-
leos Mexicanos, así como el sistema implementado, es
importante destacar que las instituciones con mayor pobla-
ción son el IMSS y el ISSSTE.

Así también, instituciones escolares, diversas entre ellas,
estudiantes de la UNAM, trabajadores y académicos, cubre
la asistencia médica de los mismos que están inscritos en el
Apartado B, del artículo 123 constitucional.

Es, por lo anteriormente expuesto, que pongo a su conside-
ración la obligación de enaltecer estas dos grandes institu-
ciones públicas que han estado al servicio del pueblo y de
los trabajadores del Estado por tantos años, sin descanso y
siempre buscando mejorar y superarse ellas mismas, por lo
que pido se inscriban sus nombres en el Muro de Honor
con letras de oro, de esta honorable Cámara de Diputados.

La siguiente iniciativa que reforma a la Constitución Po-
lítica es para que se siga utilizando el salario mínimo co-
mo base de prestaciones sociales. Después de largas dis-
cusiones que duraron años, se llegó al acuerdo de que era
necesario desligar el salario mínimo, desindexarlo, para
crear la Unidad de Medida y Actualización como instru-
mento que sustituiría todo lo que tiene que ver con im-
puestos y pagos de servicios, de esta manera poder au-
mentar el salario mínimo.

Esto último deriva de un hecho fundamental al saber que
esta desindexación establece que debe de utilizarse, de-
jar de utilizarse el salario como una unidad de referencia
para fines ajenos a los de su naturaleza, que es de presta-
ciones sociales.

Como se argumenta, tanto pensiones como becas, son pres-
taciones de naturaleza salarial, las cuales sustituyen en de-
terminadas circunstancias a los ingresos vinculados a las
rentas de trabajo.

Dentro de los derechos económicos, sociales y culturales
del ser humano se inscribe la seguridad social como dere-
cho humano, la cual tiene como propósito proteger a la ciu-
dadanía frente a riesgos y privaciones económicas a causa
de enfermedad, maternidad, accidentes de trabajo, vejez y
otros. En México la seguridad social ha contribuido de ma-
nera importante, desde su origen, a la estabilidad social y
económica.

En nuestro país, el aparato público de seguridad social se
encuentra dividido en varios organismos que en su mayo-
ría otorgan pensiones, en particular el IMSS y el ISSSTE
son, por número de derechohabientes, las principales insti-
tuciones públicas de seguridad social.

Actualmente, solamente el 25 por ciento de los adultos ma-
yores cuenta con una pensión. Solo dos de cada 10 perso-
nas mayores pueden solventar sus gastos, los ocho restan-
tes viven en situación de pobreza. También, el 75 por
ciento de ellos trabaja porque las pensiones son pocas e in-
suficientes para sufragar sus gastos.

El deprimido poder adquisitivo de las pensiones en Méxi-
co amerita la adopción de medidas conducentes a garanti-
zar incrementos significativos en el monto de las jubilacio-
nes. Basta señalar que México, según datos de la OCDE, se
encuentra entre los países latinoamericanos con pensiones
más precarias e insuficientes.

En el caso de las pensiones, esta brecha entre la UMA y el sa-
lario mínimo tenderá a ser cada vez más amplia, lo que ge-
nerará un perjuicio ascendente en el poder adquisitivo de las
mismas, sin embargo, estamos conscientes de que la situa-
ción de vulnerabilidad y fragilidad que enfrentan las finanzas
de las principales instituciones mexicanas de seguridad social
exige la implementación de políticas y medidas conducentes
a garantizar la viabilidad a largo plazo.

Por eso, aplicar la UMA en este campo es una medida con-
traproducente y lesiva que deteriora la capacidad recauda-
toria de los institutos y coadyuva a perjudicar su consoli-
dación financiera.

Hay que subrayar que otros sectores sociales, no solo jubi-
lados y pensionados, están siendo ilegítimamente afectados
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por la aplicación de las unidades de medida y actualización
al cálculo de sus respectivas prestaciones.

Hoy, las becas oficiales, cuyos montos se referenciaban an-
tes en salarios mínimos, ahora se calculan en base de uni-
dades de medida y actualización. Una beca a nivel de doc-
torado del Conacyt, por ejemplo, está remunerada con
aproximadamente 13 mil 800 pesos mensuales. Este cálcu-
lo es el resultado de la aplicación de seis unidades de me-
dida y actualización, porque si se hubiera aplicado el sala-
rio mínimo como base, la beca sería de más de 14 mil 400
pesos. Es decir, casi 800 pesos de diferencia.

En este caso las becas, al igual que las pensiones, son presta-
ciones cuyos fines son similares a las del salario. En ningún
caso debe considerarse que pensiones, jubilaciones o becas
son rentas ajenas a la naturaleza del salario. Esto resulta cla-
ro porque cuando una pensión no es más que un salario en di-
ferido se destina a satisfacer el rol del ingreso, una vez que el
trabajador se enfrenta a determinados avatares como la vejez,
la enfermedad o la invalidez, entre otros. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la propuesta que se formu-
la de reforma constitucional propone esclarecer y concretar
los fines consagrados en la desindexación aprobada en
2015, siendo totalmente respetuosa y congruente con sus
propósitos originarios.

En este aspecto, se propone excluir la aplicación de la
unidad de medida y actualización, la llamada UMA, al
campo de la seguridad social —concluyo— o sobre cual-
quier otra prestación que por su propia naturaleza sea
análoga a la del salario.

Se reitera que esta finalidad estaba ya presente en la redac-
ción y en el sentido de la reforma original, aunque su apli-
cación de forma incoherente haya sido divergente. Esta ini-
ciativa de Morena propone concretar y limitar el alcance de
la reforma constitucional de desindexación del salario, con
lo que eliminamos la laguna legal que está permitiendo que
algunas instituciones como el IMSS, el ISSSTE o el Co-
nacyt utilicen de manera ilegítima e indebidamente la uni-
dad de medida y actualización, en lugar de utilizar como
índice de referencia los salarios mínimos.

Morena seguirá pugnando por el debido cálculo de las
prestaciones sociales de la ciudadanía. Y agradecer el tiem-
po, diputada presidenta, y señalarles que seguiré respetan-
do al pueblo de México. Y lamento mucho, péjele a quien
le peje. Muchas gracias.

«Iniciativa de decreto, por el que se inscribe con letras de
oro en el Muro de Honor del Palacio Legislativo de San
Lázaro el nombre del Instituto Mexicano del Seguro Social
y del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, a cargo del diputado Mario Ariel Juá-
rez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena

Mario Ariel Juárez Rodríguez, integrante del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Regeneración Nacional en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77, fracciones
I y II, del Reglamento Interior de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno de esta asamblea iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se solicita la inscrip-
ción con letras de oro en el Muro de Honor del salón de se-
siones del Palacio Legislativo de San Lázaro el nombre del
Instituto Mexicano del Seguro Social y del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajares del Estado,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México fue el primer país que dio naturaleza constitucional a
la seguridad social, con la formulación de la Constitución de
1917, en el artículo 123, dando garantía jurídica a los aspec-
tos económicos, políticos y sociales del trabajo, otorgando
rango constitucional a los derechos de los trabajadores.

A partir de este acontecimiento y en beneficio de los trabaja-
dores el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) nació
oficialmente el 19 de enero de 1943 e inició operaciones el 1
de enero de 1944. Forma parte de la Asociación Internacio-
nal de la Seguridad Social, de la Organización Iberoamerica-
na de Seguridad Social y de la Conferencia Interamericana de
Seguridad Social, la cual preside actualmente.

Es la institución con mayor presencia en la atención a la sa-
lud y en la protección social de los mexicanos desde su
fundación en 1943, para ello combina la investigación y la
práctica médica, con la administración de los recursos pa-
ra el retiro de sus asegurados, para así brindar tranquilidad
y estabilidad a los trabajadores y sus familias, ante cual-
quiera de los riesgos especificados en la Ley del Seguro
Social (LSS). Hoy, más de la mitad de la población mexi-
cana, tiene algo que ver con el Instituto, hasta ahora, la más
grande en su género en Latinoamérica.

El IMSS tiene un mandato legal derivado del artículo 123,
Apartado A, fracción XXIX, de la Constitución Política de
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los Estados Unidos Mexicanos, el cual señala que “es de
utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella compren-
derá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación in-
voluntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de
servicios de guardería y cualquier otro encaminado a la
protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, no
asalariados y otros sectores sociales y sus familiares”. Su
misión es ser el instrumento básico de la seguridad social,
establecido como un servicio público de carácter nacional,
para todos los trabajadores y sus familias.

Los artículos 2 y 4 de la LSS establecen que la seguridad
social tiene por finalidad garantizar el derecho a la salud, la
asistencia médica, la protección de los medios de subsis-
tencia y los servicios sociales necesarios para el bienestar
individual y colectivo, así como el otorgamiento de una
pensión que, en su caso y previo cumplimiento de los re-
quisitos legales, será garantizada por el Estado.

Conforme al artículo 5 de la LSS, el IMSS tiene la noble
misión de organizar y administrar el Seguro Social en el
mejor interés de todos los trabajadores y sus familias.

Por ello, el instituto se constituye como un organismo pú-
blico descentralizado con personalidad jurídica y patrimo-
nio propios, cuya administración está integrada de manera
tripartita, puesto que concurren representantes de los traba-
jadores, de los patrones y del gobierno federal.

Para cumplir sus fines, el IMSS, de conformidad con el
artículo 11 de la LSS, otorga a los derechohabientes del
régimen obligatorio diversos seguros de contenido so-
cial, a fin de darles certidumbre frente a los riesgos de la
vida del trabajador.

El Seguro Social tiene un régimen voluntario para todas las
familias en México que deseen un seguro de salud para sus
miembros, ofreciéndoles las prestaciones en especie del se-
guro de enfermedades y maternidad, en los términos del ar-
tículo 240 de la LSS y su respectivo reglamento.

A 73 años de su creación, el IMSS es responsable de la sa-
lud y seguridad social de 62 millones de derechohabientes
y de 12 millones de beneficiarios del Programa IMSS-
Oportunidades.

En un día típico, el IMSS atiende cerca de 500 mil consul-
tas; 200 mil niños en sus guarderías; 50 mil urgencias; y
cuatro mil intervenciones quirúrgicas diarias. En gran me-
dida, eso se consigue por el esfuerzo y compromiso de los

428 mil trabajadores: médicos, enfermeras y personal ad-
ministrativo, que día a día operan las casi seis mil unidades
médicas del instituto (Programa Institucional del Instituto
Mexicano del Seguro Social 2013-2018).

El IMSS se ha destacado por los retos que ha enfrentado
con éxito, siendo la primera institución del mundo en rea-
lizar satisfactoriamente operaciones de alto riesgo; algunos
ejemplos son los siguientes:

• En 1967 realizó su primer reimplante de mano.

• El primer trasplante renal en un infante se realizó en
1985 en el IMSS.

• En 1988 se trasplantó satisfactoriamente un corazón.

• En 1989 se logró el primer trasplante de médula ósea
en un niño.

• Ese año se realizó el primer trasplante hepático.

• En 1993 se logró el primer trasplante hepático infantil.

• Para 1999, el IMSS logró realizar la primera operación
prenatal.

• En 2001 se consiguió realizar con éxito el primer im-
plante de corazón de titanio.

Por su parte, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), como entidad en-
cargada de la seguridad social de los trabajadores del Esta-
do, tiene sus orígenes en la reforma de 1960 del artículo
123 constitucional.

En ella se estableció la clasificación de los asalariados en
los Apartados A y B, este último es exclusivo de los em-
pleados gubernamentales. En ese mismo año entró en vigor
la Ley del ISSSTE.

El régimen inicial de seguridad social del ISSSTE se fun-
dó con 14 prestaciones de carácter obligatorio: 2 seguros
para proporcionar servicios de salud (seguro de enferme-
dades no profesionales y maternidad y seguro de acciden-
tes de trabajo y enfermedades profesionales); 5 seguros de
carácter pensionario (jubilación, vejez, invalidez, falleci-
miento e indemnización global); 3 prestaciones relaciona-
das con vivienda (créditos para la adquisición y construc-
ción de vivienda, préstamos hipotecarios y arrendamiento
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de habitaciones económicas), préstamos de corto plazo y 3
servicios sociales (servicios para la readaptación y reedu-
cación de inválidos, promociones para elevar la prepara-
ción técnica y cultural del trabajador y su familia).

El diseño de la seguridad social del ISSSTE se inscribió
dentro del tipo de esquemas públicos conocidos como de
reparto o de beneficio definido.

En sus inicios, el ISSSTE aseguró a casi 130 mil trabaja-
dores, 12 mil pensionistas y 346 mil familiares, lo que su-
maba 488 mil derechohabientes. Para financiar el conjunto
de seguros, servicios y prestaciones, la ley de 1960 normó
que los trabajadores aportarían 8 por ciento de su sueldo
básico (2 por ciento se destinarían a cubrir el seguro de en-
fermedades no profesionales y maternidad y el 6 por cien-
to al resto de los seguros y prestaciones), las dependencias
y organismos públicos participarían con 12.75 por ciento
del sueldo básico (6 por ciento para cubrir el seguro de en-
fermedades no profesionales y de maternidad, 0.75 por
ciento para el seguro de accidentes de trabajo y enferme-
dades profesionales y 6 por ciento para todas las demás
prestaciones).

Finalmente, para financiar las prestaciones de los pensio-
nados en curso, a la creación del Instituto, se aplicó un ré-
gimen tripartito (4 por ciento pensionistas, 2 por ciento or-
ganismos públicos y 2 por ciento ISSSTE).

De acuerdo con el artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; toda persona tiene dere-
cho a la protección de la salud. Si bien hay en México di-
versas instituciones médicas, como son las de salud de la
Secretaría de la Defensa Nacional, las de Petróleos Mexi-
canos y el sistema implantado en años recientes denomina-
do Seguro Popular, las instituciones con mayor población
son el IMSS que cubren en su mayor parte la asistencia mé-
dica de los trabajadores inscritos en el Apartado A del artí-
culo 123 constitucional, así también instituciones escolares
diversas entre ellas estudiantes de la Universidad Autóno-
ma de México, Instituto Politécnico Nacional y la Univer-
sidad Autónoma Metropolitana.

El ISSSTE cubre la asistencia médica de los trabajadores
que están inscritos en el Apartado B del artículo 123 cons-
titucional, siendo de esta manera los que mayor población.

Por lo expuesto someto a consideración del pleno la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto para inscribir con letras de oro en el Muro de
Honor del salón de sesiones del Palacio Legislativo de
San Lázaro el nombre del Instituto Mexicano del Segu-
ro Social y del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado

Único. Inscríbase con letras de oro en el Muro de Honor del
salón de sesiones de la Cámara de Diputados el nombre del
Instituto Mexicano del Seguro Social y del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo, a 24 de octubre de 2017.— Diputado
Mario Ariel Juárez Rodríguez (rúbrica).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias,
diputado Mario Ariel Juárez. Túrnese a la Comisión de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, pa-
ra dictamen. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez: «Iniciativa
que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por integrantes del
Grupo Parlamentario de Morena

Los suscritos, integrantes de la LXIII Legislatura del Con-
greso de la Unión y del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, sometemos a consideración del pleno de es-
ta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto que reforma diversas disposiciones del artículo
123, Apartado A, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El objetivo de la presente iniciativa es garantizar que pen-
siones, jubilaciones, becas y otras prestaciones de naturale-
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za análoga continúen referenciándose, en su caso, en sala-
rios mínimos.

Por varias décadas y de manera incongruente, en México el
salario mínimo ha operado como unidad de medida y refe-
rencia de una amplia variedad de obligaciones, derechos,
contribuciones o multas. Como resultado de su proceso de
desindexación, se crea la Unidad de Medida y Actualiza-
ción (UMA), instrumento creado de manera ineludible y
por consenso para articular el urgente incremento del in-
greso salarial constitucional sin desatar presiones inflacio-
narias.

No obstante, la UMA está operando ahora como instru-
mento para afectar el poder adquisitivo de determinadas
prestaciones sociales, las cuales, por su propia naturaleza,
deben continuar calculándose con base en salarios míni-
mos. Como se expondrá a lo largo de la presente iniciativa,
aplicar la UMA al campo de las pensiones o de las becas
genera una lesión a los derechos consolidados de diversos
sectores sociales sin correlativo legal ni legitimidad algu-
na. Esto último se deriva de un hecho fundamental, a saber:
que la reforma de desindexación establece que debe cesar
de utilizarse el salario como unidad de medida o referencia
para fines ajenos a los de su naturaleza, lo que no concurre
en los supuestos mencionados. Como se argumentará, tan-
to pensiones como becas son prestaciones de naturaleza sa-
larial, las cuales sustituyen, en determinadas circunstan-
cias, a los ingresos vinculados a las rentas del trabajo. Por
ello, los salarios mínimos deben continuar operando como
unidad de medida y referencia para este tipo de prestacio-
nes; con esa finalidad se impulsa la presente iniciativa.

Teniendo en cuenta lo anterior, la propuesta que se formu-
la de reforma constitucional propone esclarecer y concretar
los fines consagrados en la desindexación aprobada en
2015, siendo totalmente respetuosa y congruente con sus
propósitos originarios. En ese aspecto, se propone un al-
cance a la reforma constitucional que excluya, de manera
concreta, la aplicación de la UMA al campo de la seguri-
dad social o sobre cualquier otra prestación que por su pro-
pia naturaleza sea análoga a la del salario, como es el caso
de las becas. Se reitera que esta finalidad estaba ya presen-
te en la redacción y en sentido de la reforma original, aun-
que su aplicación, de forma incoherente, haya sido diver-
gente. Con el anterior propósito, se propone reformar el
artículo 123 constitucional y su decreto en cuanto al tercer
artículo transitorio. 

El derecho humano a la seguridad social

En el actual contexto global, la liberalización económica,
el cambio tecnológico en la producción y la reorientación
de los sistemas de relaciones laborales han provocado la
caída del poder adquisitivo del salario y el debilitamiento
de los sistemas de apoyo social; resulta fundamental com-
prender la seguridad social como un derecho humano. Des-
de un punto de vista integral y garantista, el estado tiene el
mandato y la obligación de garantizar el acceso universal a
las prestaciones de seguridad social. Al ser un derecho hu-
mano, todo individuo debe ser beneficiario de ella, a pesar
de no ser trabajador asalariado; es decir, incluso aunque no
haya desarrollado actividad productiva alguna en el sector
formal de la economía.

En diversos documentos emitidos por la Organización de
las Naciones Unidas, se expresa que:

Los derechos humanos son las condiciones de la existencia
humana que permiten al ser humano desenvolverse y utili-
zar plenamente sus dotes de inteligencia y de conciencia en
orden a la satisfacción de las exigencias fundamentales que
le imponen su vida espiritual y natural1.

Es decir, hablamos de derechos inherentes al ser humano
que éste ejerce a través de su desenvolvimiento individual
y social. En consecuencia, su alcance cubre no sólo a los
derechos civiles y políticos, sino también a los económi-
cos, sociales y culturales. Entre estos últimos se inscribe la
seguridad social como derecho humano, la cual tiene como
propósito proteger a la ciudadanía frente a riesgos y priva-
ciones económicas y sociales, de enfermedad, maternidad,
accidentes de trabajo, vejez y otros. 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales2, en sus artículos 2 y 9 señala que:

Los Estados parte en el presente pacto reconocen el dere-
cho de toda persona a la seguridad social, incluso al segu-
ro social

Cada uno de los Estados parte en el presente pacto se com-
promete a adoptar medidas, tanto por separado como me-
diante la asistencia y la cooperación internacionales, espe-
cialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los
recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por
todos los medios apropiados, inclusive en particular la
adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de
los derechos aquí reconocidos.
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En México, la seguridad social ha contribuido de manera
importante desde su origen a la estabilidad económica y so-
cial. En nuestro país el aparato público de seguridad social
se encuentra dividido en varios organismos que en su ma-
yoría otorgan pensiones. Dichas instituciones incluyen en-
tidades federales, estatales y algunas empresas paraestata-
les y organismos sociales. En particular, el Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
(ISSSTE) son, por número de derechohabientes, las princi-
pales instituciones públicas de seguridad social. Estos or-
ganismos amparan con sus programas, incluidas las pen-
siones, a un porcentaje importante de la población que
participa o ha participado en el mercado laboral formal.

Derechos de las personas adultas mayores

La situación de los derechos humanos de las personas de
edad avanzada ha sido objeto de atención y preocupación
crecientes por parte de la comunidad internacional. En la
Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 25,
párrafo 1, se establece que:

Todas las personas tienen derecho a un nivel de vida ade-
cuado para la salud y el bienestar propio y de su familia, in-
cluyendo comida, ropa, hogar y atención médica y servi-
cios sociales necesarios, y el derecho a la seguridad en caso
de desempleo, enfermedad, discapacidad, viudez, edad
avanzada o cualquier otra carencia en circunstancias ajenas
a su voluntad.3

En la Convención Interamericana sobre la Protección de
los Derechos Humanos de las Personas Mayores, el artícu-
lo 17 establece el derecho a la seguridad social:

Toda persona mayor tiene derecho a la seguridad social que
la proteja para llevar una vida digna.

Los Estados parte promoverán progresivamente, dentro de
los recursos disponibles, que la persona mayor reciba un
ingreso para una vida digna a través de los sistemas de se-
guridad social y otros mecanismos flexibles de protección
social.

A nivel nacional tenemos el artículo 6 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, que establece que:

El Estado garantizará las condiciones óptimas de salud,
educación, nutrición, vivienda, desarrollo integral y segu-
ridad social a las personas adultas mayores. Asimismo, de-

berá establecer programas para asegurar a todos los traba-
jadores una preparación adecuada para su retiro.

Actualmente, la tasa de participación económica de la po-
blación de 60 años y más es de 33.7 por ciento, según da-
tos de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo
(ENOE)4. La mayoría labora por cuenta propia (50.5 por
ciento), mientras que 4.9 por ciento son trabajadores sin
pago; incluso, una tercera parte de los adultos mayores
económicamente activos (35.5 por ciento) es subordinada y
remunerada y la mitad de éstos no reciben prestaciones
(49.2 por ciento).

Según el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social (Coneval), sólo 2 de cada 10 adultos ma-
yores pueden solventar sus gastos; los ocho restantes viven
en situación de pobreza. A la fecha, tres de cada cuatro
adultos mayores que trabaja (74.3 por ciento) se insertan en
el mercado laboral informal, y se ven en la necesidad de
trabajar porque las pensiones son pocas e insuficientes pa-
ra afrontar sus gastos.

Además, sólo una cuarta parte de los adultos mayores
cuenta con una pensión (26.1 por ciento), reveló la En-
cuesta Nacional de Empleo y Seguridad Social (ENESS)
–del Inegi– realizada en 2013. Los hombres cuentan con
una mayor cobertura (35 por ciento) que en las mujeres
(18.5 por ciento), de quienes destaca que 45.3 por ciento
reciben la pensión por viudez, es decir, gracias a un dere-
cho laboral de sus maridos fallecidos.

La desindexación del salario mínimo como unidad de
medida

La política de contención salarial ha impactado negativa-
mente al mercado interno, y pese a que existía consenso
(incluso entre el sector empresarial) sobre la necesidad de
aumentar el salario mínimo y replantear nuestro fallido es-
quema de determinación salarial, dicha reforma se aplazó
bajo el argumento de que tales cambios impactarían en mi-
les de factores externos vinculados al monto del salario mí-
nimo, como son las multas, derechos y contribuciones.

Después de una amplia discusión sobre cuál debería ser el
rumbo de la política salarial y los términos en los que el sa-
lario mínimo debería ser mejorado, el 11 de septiembre de
2014 se presentó un proyecto de reforma constitucional que
establecía una nueva unidad de medida liberando al salario de
tantas ataduras, la cual fue aprobada por la Cámara de Dipu-
tados el 10 de diciembre del 2014; se reformaron diversas
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disposiciones de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de desindexación del salario mí-
nimo. Esta minuta fue votada y aprobada por el Pleno de la
Cámara de los Senadores el 22 de octubre de 2015, siendo
hasta el 27 de enero de 2016, que se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el Decreto por el que se declara refor-
madas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
desindexación del salario mínimo.

En el decreto por el que se declara reformadas y adiciona-
das diversas disposiciones de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de desindexa-
ción del salario mínimo, en su artículo Tercero del régimen
transitorio se establece lo siguiente:

Tercero. A la fecha de entrada en vigor del presente decre-
to, todas las menciones al salario mínimo como unidad de
cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la
cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las le-
yes federales, estatales, del Distrito Federal, así como en
cualquier disposición jurídica que emane de todas las ante-
riores, se entenderán referidas a la Unidad de Medida y Ac-
tualización. (Federación, 2016).

No obstante, en la reforma constitucional aprobada se afir-
ma que “los salarios mínimos que deberán disfrutar los tra-
bajadores serán generales o profesionales. Los primeros re-
girán en las áreas geográficas que se determinen; los
segundos se aplicarán en ramas determinadas de la activi-
dad económica o en profesiones, oficios o trabajos espe-
ciales. El salario mínimo no podrá ser utilizado como índi-
ce, unidad, base, medida o referencia “para fines ajenos a
su naturaleza”. En ese aspecto, resulta clara la voluntad del
legislador de desindexar el salario mínimo y prohibir ex-
presamente que se utilice como referencia indiscriminada
en la legislación.

UMA y salarios mínimos en seguridad social

Existen una variedad de disposiciones en materia social
que dependen del salario mínimo como magnitud de re-
ferencia. Por ejemplo, el artículo 28 de la Ley del Segu-
ro Social establece que “los asegurados se inscribirán
con el salario base de cotización que perciban en el mo-
mento de su afiliación, estableciéndose como límite su-
perior el equivalente a veinticinco veces el salario míni-
mo general que rija en el Distrito Federal y como límite
inferior el salario mínimo general del área geográfica
respectiva”, o el artículo 36, que establece que “corres-

ponde al patrón pagar íntegramente la cuota señalada pa-
ra los trabajadores, en los casos en que éstos perciban co-
mo cuota diaria el salario mínimo”. 

En relación con el artículo 28 de la Ley del Seguro Social,
aplicar la UMA en lugar del salario mínimo genera una
afectación directa a los recursos financieros de los que dis-
pondrá el Instituto Mexicano del Seguro Social. El cuadro
1 muestra con claridad la diferencia que existe entre utili-
zar como referencia la UMA o tomar el salario mínimo pa-
ra el cálculo de las aportaciones y contribuciones máximas
y mínimas a la seguridad social. Como se constata, pagar
las cuotas basándose en la UMA afecta negativamente las
finanzas de los institutos de seguridad social.

Cuadro 1. Cuotas y aportaciones mínimas y máximas en el
IMSS5

La situación de vulnerabilidad y fragilidad que enfrentan las
finanzas de las principales instituciones mexicanas de seguri-
dad social exige la implementación de políticas y medidas
conducentes a garantizar su viabilidad a largo plazo. Aplicar
la UMA en este campo es una medida contraproducente y le-
siva que deteriora la capacidad recaudatoria de los institutos
y coadyuva a perjudicar su consolidación financiera. Además
de lo anterior, se observa que se trataría de una política re-
gresiva en términos fiscales, ya que, como se desprende del
cuadro 1, serán los salarios más altos los que en términos ab-
solutos dejen de aportar una mayor cantidad de recursos al
Instituto Mexicano del Seguro Social. Algo idéntico ocurre
en el ISSSTE, en el cual sería replicable el mismo esquema
de consecuencias de aplicación de la UMA a las aportaciones
y contribuciones a la seguridad social. 

Lo anterior también tiene consecuencias directas en cuanto a
los sujetos obligados a realizar las aportaciones y contribu-
ciones. El artículo 36 de la Ley del Seguro Social dispone que
“corresponde al patrón pagar íntegramente la cuota señalada
para los trabajadores, en los casos en que éstos perciban co-
mo cuota diaria el salario mínimo.” En ese sentido, aplicar la
UMA en lugar del salario mínimo sería una medida de carác-
ter antisocial, pues incrementaría de modo injustificado el vo-
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lumen de trabajadores que, aun percibiendo salarios signifi-
cativamente precarios, tienen que pagar cuotas de seguridad
social, en lugar de que esto último lo hiciesen los patrones, tal
y como establece el citado precepto.

Por otro lado, el artículo 104 de la Ley del Seguro Social
dispone que “cuando fallezca un pensionado o un asegura-
do que tenga reconocidas cuando menos doce cotizaciones
semanales en los nueve meses anteriores al fallecimiento,
el Instituto pagará a la persona preferentemente familiar
del asegurado o del pensionado, que presente copia del ac-
ta de defunción y la cuenta original de los gastos de fune-
ral, una ayuda por este concepto, consistente en dos meses
del salario mínimo general que rija en el Distrito Federal en
la fecha del fallecimiento.”

Como se ha referido, son múltiples y variadas las mencio-
nes al salario mínimo como referencia para calcular la re-
tribución de pensiones y prestaciones en la Ley del Seguro
Social. En el mismo sentido, la Ley del ISSSTE contiene
alusiones muy similares. Por ejemplo, el artículo 17 de la
mencionada norma establece que “las Cuotas y Aportacio-
nes establecidas en esta Ley se efectuarán sobre el Sueldo
Básico, estableciéndose como límite inferior un Salario
Mínimo y como límite superior, el equivalente a diez veces
dicho Salario Mínimo”. En el mismo sentido, el artículo 62
de la Ley del ISSSTE establece que “si el monto de la Pen-
sión anual resulta inferior al veinticinco por ciento del Sa-
lario Mínimo elevado al año, se pagará al Trabajador o
Pensionado, en substitución de la misma, una indemniza-
ción equivalente a cinco anualidades de la Pensión que le
hubiere correspondido”.

De lo mencionado anteriormente se infiere claramente el vín-
culo jurídico existente entre salario mínimo y pensiones, ya
que el primero opera como unidad de referencia para el cál-
culo de determinadas prestaciones integradas en los sistemas
pensionarios. Para ilustrar el perjuicio que genera a los jubi-
lados y pensionados, en este caso del ISSSTE, la aplicación
de la UMA en lugar del salario mínimo como unidad de re-
ferencia se propone el siguiente sencillo ejemplo:

Pensión Máxima aproximada en el ISSSTE en 20176

Calculada con salarios mínimos: 800 pesos diarios

Calculada con UMAS: 755 pesos diarios

Una primera lectura del cuadro anterior muestra con clari-
dad que, en cuanto a las pensiones máximas, el efecto lesi-

vo de la aplicación de la UMA resulta manifiesto. Se trata
de una considerable diferencia de 1350 pesos al mes y de
aproximadamente 6 por ciento entre el resultado de calcu-
lar la pensión con la UMA o con el salario mínimo. Al an-
terior ejemplo propuesto hay que añadirle dos matices de
relevancia: 

- La tendencia económica lógica es que la brecha entre
la UMA y el salario mínimo se ensanche significativa-
mente con el devenir de los años, generando un perjui-
cio creciente a la capacidad adquisitiva de las pensiones.

- Como se ha referido, son múltiples y diversas las refe-
rencias al salario mínimo como unidad de referencia en
las leyes organizadoras de la seguridad social en Méxi-
co. Por tanto, lo anterior tan sólo ejemplifica una de las
diferentes vías mediante la cual la aplicación de la UMA
en el campo de la seguridad social es una medida lesiva
de derechos consolidados. Se reitera que, por ejemplo,
aplicar la UMA afectaría al volumen de cuotas y apor-
taciones a la seguridad social, lo que a largo plazo per-
judica la posición financiera y la capitalización de los
institutos públicos.

Además de todo lo mencionado, el deprimido poder adquisi-
tivo de las pensiones en México amerita la adopción de me-
didas conducentes a garantizar incrementos significativos en
el monto de las jubilaciones. Baste señalar que México, se-
gún datos de la Organización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económicos, se encuentra entre los países latinoameri-
canos con pensiones más precarias e insuficientes.

Relacionado con lo anterior, hay que señalar que, además
de los argumentos esgrimidos, existe un principio general
del derecho que estaría siendo vulnerado al aplicar, sin
cambio legal, la UMA al campo de las pensiones y de otras
prestaciones sociales. Se trata, de manera manifiesta, del
principio de irretroactividad de las disposiciones legales le-
sivas o que afecten a derechos ya consolidados. En ese sen-
tido, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos establece que “a ninguna ley se dará efecto
retroactivo en perjuicio de persona alguna”.7 Esto significa
que, al aplicar la UMA sin mandato legal y de forma retro-
activa, se está vulnerando las garantías mínimas de seguri-
dad jurídica consagradas por el principio de irretroactivi-
dad de las disposiciones lesivas del precepto 14
constitucional. En este campo, la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación ha señalado que:
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La irretroactividad de las leyes, constituye una garantía de
seguridad jurídica a favor de los gobernados y un límite pa-
ra el legislador de respetar y cumplir los requisitos, condi-
ciones, elementos o circunstancias, cuyo acatamiento sea
jurídicamente necesario para que un acto de autoridad pro-
duzca válidamente la afectación particular, en la esfera ju-
rídica del gobernado, que esté destinado a realizar8

En este caso, ni siquiera ha existido una modificación legal
con efectos retroactivos; antes, al contrario, al amparo de
una reforma constitucional legítima, se vienen aplicando
medidas incongruentes con la legislación vigente y con la
propia teleología de las modificaciones implementadas.
Aun considerando lo anterior, en ningún caso es posible,
mediante la aplicación retroactiva de una norma, afectar
derechos y prestaciones consolidadas previamente, como
son, destacadamente, el derecho al cobro de una pensión.

Becas y otras prestaciones

Hay que subrayar que otros sectores sociales, no sólo jubi-
lados y pensionados, están siendo ilegítimamente afectados
por la aplicación de la UMA al cálculo de sus respectivas
prestaciones. Es el caso, destacadamente, de los estudian-
tes o académicos que reciben becas oficiales, cuyos mon-
tos se referenciaban en salarios mínimos hasta la entrada en
vigor de la UMA. En este terreno, también resulta claro
que una beca es, al igual que una pensión, un salario social
que se otorga, en este caso, a cambio de involucrarse en ac-
tividades académicas de estudio, investigación o docencia.
Por ello, tampoco, de acuerdo a la reforma constitucional
aprobada, debe aplicarse la UMA a las becas como unidad
de medida; éstas deben continuar referenciándose en sala-
rios mínimos, de forma que se proteja e impulse su poder
adquisitivo.

A pesar de que Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología
(Conacyt) ha señalado que la aplicación de la UMA a las
becas se realiza en cumplimiento de un mandato legal y no
ocasiona lesión a estudiantes y académicos, lo cierto es que
el siguiente cuadro, difundido por la propia institución,
muestra con claridad los efectos de la aplicación de la
UMA:

Cuadro 2. Tabulador de Becas Nacionales 2017.Conacyt.9

Nivel pretendido Unidades de Medida y Actualización
(UMA) (Se actualizará de acuerdo a la UMA vigente du-
rante el transcurso de la beca) Actualización de acuerdo al
salario mínimo (aprox.)  DOCTORADO 6.0 $13,769.4

14,407.2  MAESTRÍA 4.5 $10,327.05 10,805.4  ESPE-
CIALIDAD 4.0 $9,179.60 9,648.0  En el cuadro anterior,
por ejemplo, una beca nivel doctorado está remunerada
con, aproximadamente, 13 mil 800 pesos mensuales. Este
cálculo es el resultado de la aplicación de seis unidades de
medida y actualización. Si se hubiera aplicado el salario
mínimo en lugar de la UMA, la beca de doctorado para
2017 sería más de 14 mil 400 pesos; es decir, casi 800 pe-
sos y más de 5 por ciento mensual sólo para el presente
curso fiscal. Al igual que lo mencionado en el caso de las
pensiones, esta brecha entre la UMA y el salario mínimo
tenderá a ser cada vez más amplia, lo que generará un per-
juicio ascendente en el poder adquisitivo de las becas.

La aplicación por parte de Conacyt de la UMA al cálculo
de las becas de post-grado y la subsecuente afectación en
el nivel adquisitivo de este derecho ha generado moviliza-
ciones y protestas por parte de los estudiantes.10 En este
caso, como se ha mencionado, Conacyt carece de base le-
gal para aplicar la UMA, ya que las becas, al igual que las
pensiones, son prestaciones cuyos fines son similares a los
del salario. 

En la misma línea, existen otros programas sociales que se
referencian con base en salarios mínimos. En estos casos,
habrá que analizar cada supuesto para determinar si sus
prestaciones son análogas o sustitutivas a las del salario, en
cuyo caso debería continuar aplicándose los salarios míni-
mos como unidad de medida y referencia, de acuerdo a la
iniciativa que se propone. Sería el caso, por ejemplo, del
Programa de Empleo Temporal que impulsa la Secretaría
de Desarrollo Social.11 Este esquema ofrece apoyos eco-
nómicos temporales a familias afectadas por emergencias a
cambio de su participación en proyectos comunitarios o fa-
miliares, otorgando jornales equivalentes a 99 por ciento
del salario mínimo diario legal vigente. En estos casos, co-
mo resulta evidente, no debe aplicarse la UMA; el apoyo
que ofrece Sedesol tiene la finalidad de sustituir al salario
en una situación de dificultades familiares; la cuantía de es-
te ingreso debe continuar estando referenciada en salarios
mínimos.

Problemática que trata de resolver esta iniciativa

En ningún caso, como se interpreta de la lectura de la re-
forma constitucional aprobada en 2014 y como se ha reite-
rado, debe considerarse que pensiones, jubilaciones o be-
cas son rentas ajenas a la naturaleza del salario. Esto
resulta claro por cuanto una pensión no es más que un sa-
lario en diferido, destinado a satisfacer el rol del ingreso
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una vez que el trabajador se enfrenta a determinados ava-
tares como la vejez, la enfermedad o la invalidez, entre
otros. Algo similar puede afirmarse de las becas como sa-
lario destinado a proteger y fortalecer el estudio o la inves-
tigación. No ocurre lo mismo con multas, sanciones, tasas,
contribuciones o préstamos; todos ellos, de manera incon-
gruente, históricamente referenciados en salarios mínimos,
son obligaciones de naturaleza completamente ajena a la
del citado ingreso constitucional. Precisamente para esto
fue aprobada la reforma constitucional de desindexación
del salario mínimo, la cual en ningún caso debe afectar a
las prestaciones de seguridad social, incluidas por supues-
to, las pensiones y jubilaciones.

En relación con esta problemática, el IMSS y el ISSSTE
–en flagrante vulneración de lo establecido en la reforma
constitucional y en el dictamen de la Ley para determinar
el Valor de la Unidad de Medida y Actualización– “aplican
la Unidad de Medida y Actualización (UMA) para el pago
de cuotas obrero-patronales y todos aquellos conceptos de
seguridad social que estén referenciados en salarios míni-
mos”.12 La presente iniciativa propone concretar y limitar
el alcance de la reforma constitucional de desindexación
del salario, de modo que se elimine la laguna legal que es-
tá permitiendo que algunas instituciones (IMSS, ISSSTE,
Conacyt) utilicen ilegítima e indebidamente la UMA en lu-
gar de los salarios mínimos como unidad de referencia.

La interpretación que se ha aplicado de la reforma de des-
indexación del salario mínimo es inconstitucional, ya que
contradice la letra del texto aprobado y, además, se traduce
en resultados claramente lesivos de los derechos de traba-
jadores, becarios o pensionados, la cual perjudica de modo
significativo su bienestar y poder adquisitivo.

Lo anterior no sólo se deriva de la interpretación lógica del
espíritu y la letra de la reforma constitucional, también se
ha establecido literalmente en el dictamen aprobado por la
Cámara de Senadores cuando se promulgó el decreto por el
que se expide la Ley para determinar el Valor de la Unidad
de Medida y Actualización. En el citado dictamen, se esta-
blece con franca claridad que:

estas comisiones unidas precisamos que el prohibirse en
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos la utilización del salario mínimo como índice, uni-
dad, base, medida o referencia para fines ajenos a su na-
turaleza; no significa que el salario mínimo no pueda
seguir siendo empleado como índice, unidad, base,
medida o referencia para fines propios de su natura-

leza como ocurre en el caso de las disposiciones rela-
tivas a seguridad social y pensiones, en las que dicho
salario se utiliza como índice en la determinación del lí-
mite máximo del salario base de cotización13

En ese sentido, los legisladores precisan que la desindexa-
ción del salario mínimo debe limitarse a aquellas referen-
cias que no guarden relación alguna con el carácter y la
esencia del ingreso constitucional. De ese modo, no sólo
las pensiones, también, como se ha señalado, otro tipo de
prestaciones como subsidios, becas, complementos o trans-
ferencias sociales deberían continuar sujetas al salario mí-
nimo, de modo que este tipo de rentas, que por su natura-
leza son similares a las salariales, no perdiesen de modo
injustificado poder adquisitivo.

Derechohabientes y organizaciones sociales han denuncia-
do la lesión que les genera la aplicación de la UMA para la
actualización del valor de prestaciones y pensiones. Como
resulta notorio, es probable que comiencen a desarrollarse
juicios y reclamaciones en amparo en los que, a buen se-
guro, se otorgará la razón a los sujetos afectados por la
aplicación de la UMA al campo de la seguridad social. No
obstante, en su caso, estos juicios y sentencias de amparo
tendrían efectos exclusivamente individuales y particula-
res. Corresponde al poder legislativo intervenir para cubrir
la laguna legal generada, garantizar el respeto a los dere-
chos consolidados y proteger la seguridad jurídica de mo-
do que se detenga, con efectos universales, la aplicación de
la UMA cuando ello resulte improcedente.

Por lo expuesto, ponemos a consideración de este pleno la
siguiente propuesta de iniciativa proyecto de

Decreto por el que se reforma el primer párrafo de la
fracción VI del Apartado A del artículo 123 y se refor-
ma el artículo tercero transitorio del decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones del artículo 123 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en materia de desindexación del salario mínimo

Artículo Primero. Se reforma el primer párrafo de la frac-
ción VI del Apartado A del Artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos:

Artículo 123. …

…

A)…
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I. a V. …

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los tra-
bajadores serán generales o profesionales. Los primeros
regirán en todas las áreas geográficas; los segundos se
aplicarán en ramas determinadas de la actividad econó-
mica o en profesiones, oficios o trabajos especiales. El
salario mínimo se utilizará como índice, unidad, ba-
se, medida o referencia para los derechos cuya natu-
raleza sea análoga a la del salario; incluidas todas las
prestaciones de seguridad social, así como becas y
otras transferencias sociales. El salario mínimo no po-
drá ser utilizado como índice, unidad, base, medida o re-
ferencia para fines ajenos a su naturaleza.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo tercero transito-
rio del decreto que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes del artículo 123 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del
salario mínimo, del 27 de enero de 2016.

Transitorios

Primero. …

Segundo. …

Tercero. A la fecha de entrada en vigor del presente decre-
to, todas las menciones al salario mínimo como unidad de
cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la
cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las le-
yes federales, estatales, de la Ciudad de México, así como
en cualquier disposición jurídica que emane de todas las
anteriores, se entenderán referidas a la Unidad de Medida
y Actualización. El salario mínimo se utilizará como ín-
dice, unidad, base, medida o referencia para los dere-
chos cuya naturaleza sea análoga a la del salario; in-
cluidas todas las prestaciones de seguridad social, así
como becas y otras transferencias sociales.

Cuarto. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Citado por Francisco José del Solar Rojas en Los derechos humanos
y su protección. Fondo Editorial de la Universidad Inca Garcilaso de la
Vega. Lima, 2000. Páginas 21-22.

2 ww.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx consulta
23/08/2016

3 http://www.am-abogados.com/blog/los-derechos-de-las-personas-
mayores-o-de-la-tercera-edad/3712/ consulta 21/09/2016

4 http://formato7.com/2016/08/31/pobreza-abandono-ocho-diez-adul-
tos-mayores-mexico/

5 Fuente: Elaboración Propia a partir de datos del IMSS. Se toma co-
mo tasa de aportación efectiva sobre el salario base el 25 por ciento,
que engloba todas las aportaciones tripartitas a la seguridad social
(pág.7), tomando como base lo establecido en el artículo 28 de la  Ley
del Seguro social, que dispone que las aportaciones deberán calcularse
como mínimo sobre un salario mínimo y como máximo sobre 25. 

h t t p : / / w w w. i m s s . g o b . m x / s i t e s / a l l / s t a t i c s / p d f / i n f o r -
mes/20132014/20_Anexos.pdf

6 Elaboración propia.

7 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 14.

8 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo Directo en Revi-
sión, 271/2012

9 Fuente: Elaboración propia a partir de Conacyt (2017) sustitución del
salario Mínimo (SM) por la Unidad de Medida y Actualización (UMA)
en las Becas Nacionales 2017 

http://www.conacyt.gob.mx/index.php/convocatorias-conacyt/con-
vocatorias-conacyt/convocatorias-becas-nacionales/13536-aviso-
sm-actualizacion-uma-becas-nac-2017 

10 http://www.sinembargo.mx/25-03-2017/3181430 

11 https://www.gob.mx/sedesol/acciones-y-programas/ programa-de-
empleo-temporal 

12 ttp://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5423 663&fe-
cha=27/01/2016

13 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5423663&fe-
cha=27/01/2016
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Dada en el Palacio Legislativo, el 30 de octubre de 2017.— Diputados
y diputadas: Mario Ariel Juárez Rodríguez, Alicia Barrientos Panto-
ja, Araceli Damián González, Cuitláhuac García Jiménez, Delfina Gó-
mez Álvarez, Jesús Emiliano Álvarez López, Norma Xóchitl Hernán-
dez Colín,  Rene Cervera García, Roberto Alejandro Cañedo Jiménez,
Sandra Luz Falcón Venegas, Sara Paola Gálico Félix Díaz, Virgilio
Dante Caballero Pedraza (rúbricas).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

A continuación...

El diputado Cuitláhuac García Jiménez (desde la curul):
Presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: ¿Sí? Sonido
en la curul del diputado, por favor. Del diputado García,
Cuitláhuac García. Adelante, diputado.

El diputado Cuitláhuac García Jiménez (desde la curul):
Solo para solicitarle...

La presidenta diputada María Ávila Serna: Sí, dígame.

El diputado Cuitláhuac García Jiménez (desde la curul):
...al diputado Ariel si nos permite suscribir sus iniciativas.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Diputado
Mario Ariel, pregunta el diputado si se puede suscribir a su
iniciativa.

El diputado Mario Ariel Juárez Rodríguez (desde la cu-
rul): Sí, adelante.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputado. Gracias.

CÓDIGO PENAL FEDERAL Y CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

La presidenta diputada María Ávila Serna: A continua-
ción tiene el uso de la palabra, por cinco minutos, la dipu-
tada Sofía González Torres, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones del Código Penal Federal y del Código Nacional
de Procedimientos Penales, suscrita por integrantes de la

fracción parlamentaria del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico y por el diputado Waldo Fernández González, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.

La diputada Sofía González Torres: Muchas gracias,
presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputada.

La diputada Sofía González Torres: Muchas gracias.
Compañeras y compañeros diputados. Desde hace más de
10 años los países más avanzados del mundo ya empezaron
a ver la necesidad de legislar en materia de ciberseguridad.
Muchos de ellos, por ejemplo Australia, vieron desde la dé-
cada de los setenta que tenían que proteger a sus ciudada-
nos a través de leyes que salvaguardaran las herramientas
de trabajo usadas día a día, de la posibilidad de un acceso
ilícito, así nace su Ley de Telecomunicaciones de 1976.

También la Unión Europea empezó lo propio desde los no-
venta, así dio como resultado el Convenio de Budapest de
2001, este con el objetivo de buscar un ambiente de coo-
peración y de equidad entre los países de la Unión Europea
y/o países invitados para proteger la soberanía económica,
comercial y más importante aún, los derechos humanos de
los usuarios de la red.

En México tenemos la increíble fortuna de poder aprender
de estos países y legislar de una forma muy inteligente pa-
ra poder proteger a nuestros ciudadanos de las actividades
ilícitas que dentro del dominio digital cada vez se vuelven
más comunes. Basta ver por ejemplo que, en 2014, cerca
de 10 millones de mexicanos fueron víctimas de un ciber-
delito y en 2016 esta cifra había aumentado a 22.4 millo-
nes de personas.

El costo de oportunidad de no legislar en este tema es muy
alto. El costo del cibercrimen este año alcanzó los 5 mil
500 millones de pesos, esto es equivalente más o menos a
lo que el gobierno de Estados Unidos pidió al Congreso pa-
ra la reconstrucción de Puerto Rico después del paso del
huracán María.

Si pensamos que hoy en día en nuestro país existen 81 mi-
llones de usuarios de celular, más o menos 60.6 millones de
estos usan un teléfono inteligente y 60.5 millones de mexi-
canos de menos de seis años utilizan Internet, el campo de
acción a la comisión de actos criminales es enorme.
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Cuando los niños suben a sus cuartos no están solos en sus
cuartos. Cuando los niños suben a sus cuartos y prenden
sus computadoras entran a un mundo lleno de gente desco-
nocida, lleno de millones de gentes desconocidas. Sin una
buena educación y sin una buena higiene digital los padres
no van a poder estar seguros de con quién hablan sus hijos
en línea y esto puede llevar por ejemplo a grooming sin que
los padres o los propios niños sepan qué está pasando. Hay
que enseñarles a los niños y a los padres a hacer uso de In-
ternet como nos enseñaron a nosotros a cruzar la calle.

Los padres de familia y las escuelas no pueden hacer el tra-
bajo solos. Los gobernantes y los legisladores tenemos
también la obligación de proteger a nuestros ciudadanos
desde los niños pequeños hasta los adultos mayores para
poder utilizar de manera bien estas herramientas. Es por
ello que el día de hoy vengo a presentar esta importantísi-
ma iniciativa que marcará un parteaguas para el México del
siglo XXI.

Como parte del catálogo de delitos que buscamos incorpo-
rar al Código Penal se encuentran los siguientes: la inter-
cepción ilícita en la transmisión de datos de comunicación;
la alteración o supresión de datos informáticos relaciona-
dos con actividades financieras; el abuso de dispositivos; la
falsificación informática; el fraude informático; y la usur-
pación de identidad.

Además, vamos a reformar los delitos de acceso ilícito a
sistemas y equipos de informática y también el delito de
pornografía de menores de 18 años que no tienen capaci-
dad para comprender el hecho de resistirlo, con la finalidad
de adecuar sus tipos penales conforme a los mejores están-
dares internacionales. Esto es porque la ONU el año pasa-
do dijo que México es el país número uno en pornografía
infantil en la red. Esto es muy importante.

Adicionalmente, en materia procesal se va a crear una sec-
ción séptima, dentro del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales, que incluirá los actos de investigación necesa-
rios para la obtención de videncias digitales y de
cooperación internacional.

Por todo lo anterior, teniendo siempre como punto central
de esto los derechos humanos de nuestros ciudadanos y de
los usuarios de la red, se busca que esta iniciativa proteja a
los mexicanos y que les sirva para navegar con la certeza
de que sus datos personales y sus familiares están siendo
protegidos por un marco legal sólido.

Los invito a todos a sumarse a esta iniciativa. Muchas gra-
cias, presidenta.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de los Códigos Penal Federal, y Nacional de Procedimien-
tos Penales, suscrita por la diputada Sofía González Torres
e integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM y el dipu-
tado Waldo Fernández González, del PRD

Quienes suscriben, diputada Sofía González Torres y dipu-
tados federales integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, así como el diputado
Waldo Fernández González, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática de la LXIII Legisla-
tura, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y por los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete-
mos a consideración de esta asamblea la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones del Código Penal Federal
y del Código Nacional de Procedimientos Penales, en
materia de delitos informáticos, evidencias digitales y
medidas de cooperación internacional para combatir el
ciberdelito, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En los últimos 100 años el mundo ha cambiado de manera
asombrosa y expedita. La Segunda Revolución Industrial
(1850-1970) trajo descubrimientos tan importantes como
la electricidad, los motores de combustión interna, el telé-
fono y la producción en masa de bienes de consumo, los
cuales cambiaron para siempre la forma de vivir del ser hu-
mano. Estos grandes inventos abrieron paso a la Tercera
Revolución Industrial, enfocada en innovación, creación e
impulso de las tecnologías de la información y comunica-
ción, motor de grandes cambios en interactividad e inter-
comunicación, que culmina con la llegada del internet en la
década de los 90 del siglo XX. Esta Revolución tuvo lugar
principalmente en Estados Unidos, Japón y la Unión Euro-
pea. A su vez, por primera ocasión se exponen los proble-
mas que trae consigo el cambio climático y la importancia
del desarrollo sostenible de los países, es así como inician
las inversiones en energías renovables y surgen países lí-
deres a nivel mundial en este sector, tales como Dinamar-
ca, Holanda y Suecia. 

Marcada por el encuentro de diferentes desarrollos y su
transversalidad, la Cuarta Revolución Industrial repre-
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senta un cambio de paradigmas. Sus principales motores
son la digitalización, la robótica, el internet de las cosas
y la conexión entre dispositivos, así como la creación de
redes de datos y sistemas que se encuentran cada vez más
integradas entre sí y con los usuarios, a través de un sin
fin de dispositivos.

Gracias a esta Revolución Digital se han establecido nue-
vos sistemas en torno a casi cualquier aspecto de la vida
cotidiana, se crean nuevos sistemas de negocios como la
economía colaborativa, el internet de las cosas, los siste-
mas ciberfísicos, el “cloud computing” o “nube”. Esta re-
volución es tan importante, que fue el centro de las confe-
rencias del Foro Económico Mundial en enero de 2017.

A la par de estas trasformaciones, el aspecto de derechos
humanos juega un papel fundamental en el desarrollo de
una política de Estado en materia de ciberseguridad y con-
cretamente en materia de combate a los cibercrímenes. En
los umbrales de las sociedades de la información, en don-
de las tecnologías de la información y la comunicación jue-
gan un papel de primer orden, el acceso a las mismas es re-
conocido ya como un derecho fundamental por diversos
Estados, formando una suerte de Soft Law dentro de la Co-
munidad Internacional de Naciones. Nuestra propia Cons-
titución Política también reconoce este derecho, colocán-
dolo, junto con la reforma constitucional de derechos
humanos de 2011, a la vanguardia regional e internacional
en materia de derechos humanos. 

La reforma constitucional en materia de telecomunicacio-
nes, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11
de junio de 2013, reconoció y elevó a rango constitucional
el derecho humano al internet, incluyéndolo en el artículo
6o. de nuestra Norma Fundamental. De igual modo, y ha-
bilitando la competencia de los legisladores federales en la
materia, la reforma constitucional en materia de telecomu-
nicaciones facultó al Congreso de la Unión “para dictar le-
yes sobre vías generales de comunicación, tecnologías de
la información y la comunicación, radiodifusión, teleco-
municaciones, incluida la banda ancha e Internet, postas y
correos, y sobre el uso y aprovechamiento de las aguas de
jurisdicción federal.”

El mayor avance en las comunicaciones ha logrado, por un
lado, que nuevos instrumentos puedan ser utilizados como
vehículos o mecanismos para la maximización de derechos
y en el caso de las tecnologías de la información y comu-
nicación vemos una insuperable herramienta mediante la
cual puede maximizarse el derecho fundamental a la libre

expresión, al acceso a la información, a la educación, la
cultura, el trabajo, la salud, por citar solo algunos ejemplos.
Por otra parte, esta gran maximización de poder conlleva
consigo ciertas responsabilidades y ciertas modalidades
que habrán de tomarse para garantizar que el pleno ejerci-
cio de los derechos de las personas pueda armonizarse tam-
bién con la plena tutela de los derechos fundamentales de
todos los ciudadanos. 

En la teoría de los derechos fundamentales todo ejercicio
de un derecho conlleva responsabilidades. Por ejemplo, es
importante garantizar que con dicho ejercicio no se afecte
injustificadamente la esfera normativa de otro sujeto. A lo
anterior deben sumarse los grandes riesgos que un uso no
compatible con los derechos humanos de las tecnologías de
la información y comunicación puede tener y que se ha vis-
to continuamente en casos como los que se están regulan-
do a través de esta iniciativa.

El propio artículo 6o. constitucional dispone, en su párrafo
primero que: “La manifestación de las ideas no será objeto
de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el
caso de que ataque a la moral, la vida privada o los dere-
chos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden
público…”.

Es por ello que, conforme a nuestra Constitución y los Tra-
tados Internacionales en la materia, determinados derechos
fundamentales pueden ser objeto de una atenuación en sus
modalidades de ejercicio y ello con el único propósito de
tutelar otro derecho fundamental o un valor que se estima
de gran intensidad dentro de un Estado constitucional y de-
mocrático de derecho que, ante el caso concreto, sólo pue-
de asegurarse su protección mediante la toma de medidas
inmediatas que, incluso, pueden interferir con el pleno ejer-
cicio de otros derechos.

Para garantizar lo anterior, cuando el ejercicio de un dere-
cho humano interfiere en la esfera jurídica de otros dere-
chos de orden primordial de otros sujetos, se requiere la
adopción de medidas dirigidas al logro de un equilibrio, de
un balance (balancing, según lo llama la tradición anglosa-
jona) a fin de que todos puedan disfrutar del ejercicio ple-
no de dichos derechos.

De igual forma, cuando nos encontramos ante posibles co-
lisiones de derechos, resulta necesario realizar un análisis
de ponderación para tratar de determinar a cuál de los de-
rechos en juego habrá que darle preferencia. Para este aná-
lisis, el principio de proporcionalidad será de gran utilidad,
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desarrollado ampliamente por Robert Alexy y siendo uno
de los métodos de interpretación más utilizados por las Al-
tas Cortes en el mundo contemporáneo, comprende los
subprincipios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad
(stricto sensu).

La idoneidad se refiere a que la medida a emprender sea la
conducente para conseguir el valor o la finalidad protegida
mediante la restricción del valor en conflicto.1

La necesidad se refiere a que la medida a adoptar res-
ponda a una apremiante necesidad social, o bien, que no
sea posible alcanzar el fin buscado con la restricción por
otros mecanismos.2

La proporcionalidad, en sentido estricto, se refiere a la
constatación de que la norma que otorga el trato diferen-
ciado guarde una relación razonable con el fin que se pro-
cura alcanzar, lo que supone una ponderación entre sus
ventajas y desventajas, a efecto de comprobar que los per-
juicios ocasionados no sean desproporcionados con res-
pecto a los objetivos perseguidos, lo cual implica que si
existe una alternativa menos gravosa para conseguir el fin
buscado debe emplearse dicha alternativa.3

En el caso concreto de esta iniciativa, tenemos que nues-
tra propuesta de introducir un catálogo de delitos come-
tidos en el ciberespacio y perfeccionar otros tipos pena-
les cumple con el Test de Proporcionalidad, en tanto que
la medida que pretendemos resulta ser idónea y necesa-
ria, pues con ella puede tenerse certeza respecto de aque-
llos casos en los que alguien pudiera vulnerar los dere-
chos humanos de otra persona, pero se le respeta su
derecho de acceso al uso de las tecnologías de la infor-
mación y comunicación sin censura previa ni restricción
alguna y sin una intervención directa por parte del Esta-
do que pueda vulnerar su esfera de libertades. 

Al haberse cubierto los principios de idoneidad y necesidad
antes indicados, no resulta preciso acudir al principio de pro-
porcionalidad en sentido estricto, toda vez que pueden armo-
nizarse los derechos de acceso a internet, a la libertad de ex-
presión y a la protección de los derechos de quienes son
receptores de dicha información sin que se realice restricción
alguna a un derecho fundamental, únicamente previéndose la
pertinencia de establecer un catálogo de conductas ilícitas
con el fin de proteger los derechos de quienes usan las tecno-
logías de la información y comunicación.

En consecuencia, toda decisión pública por la que el ejer-
cicio de un derecho puede estar sometida a alguna restric-
ción o modalidad en su ejercicio, no puede ser arbitraria.
Debe claramente estar justificada y motivada y ser propor-
cional entre la medida a adoptar y el riesgo presente, así co-
mo la justificación de la necesidad e idoneidad de la medi-
da a emprender.4 Es por ello que, como más adelante se
argumentará, las alarmantes cifras y el estado de vulnera-
bilidad que tenemos en nuestro país en materia de ciberse-
guridad y protección del espacio cibernético constituyen
un hecho notorio para legislar de manera urgente sobre es-
tos delitos.

Comprendiendo los alcances y retos de un mundo interco-
nectado, a principios de este siglo la Unión Europea puso
en marcha una serie de políticas públicas con el objetivo de
bridar mayor seguridad a sus ciudadanos en el ciberespacio
y la red. Como resultado de estas iniciativas, en el 2001 se
redactó el Convenio de Budapest sobre Ciberdelincuencia,
elaborado por el Consejo de Europa en Estrasburgo, con la
participación activa de los estados observadores de Cana-
dá, Japón y China. 

Este es el primer tratado internacional que busca hacer
frente a los delitos informáticos y los delitos en Internet
mediante la armonización de leyes nacionales de los países
miembros de la Unión Europea, la mejora de las técnicas
de investigación y el aumento de la cooperación entre las
naciones europeas. Su principal objetivo consiste en apli-
car una política penal común encaminada a la protección
de la sociedad contra el cibercrimen, especialmente me-
diante la adopción de una legislación adecuada y el fomen-
to de la cooperación internacional. 

Este Convenio dio la pauta sobre la clasificación y tipifica-
ción de delitos de base cometidos por medio de herramien-
tas electrónicas y el Internet. Sin embargo, dados los rápi-
dos avances tecnológicos, algunos países se han visto en la
necesidad de modificar y actualizar sus leyes e incluso, en
algunos casos, de crear agencias para la protección de sus
ciudadanos y sus datos personales en el ciberespacio. 

Ejemplo de lo anterior son la Agencia Europea para Redes
y Seguridad de la Información (ENISA); el Centro Nacio-
nal de Ciberseguridad del Reino Unido (NCSC); y el Cen-
tro Australiano de Ciberseguridad. Además se realizado la
modificación o creación de leyes específicas para la defen-
sa de los usuarios y sus datos personales en el ciberespacio,
como las directivas europeas del Network Information Ser-
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vice (NIS); la Ley de Protección Nacional de Ciberseguri-
dad del 2015 de Estados Unidos (Nacional Cybersecurity
Protection Advancement Act of 2015); la Ley de Ciberse-
guridad del 2017 de China; la adición de los artículos 579
al 588 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de España en
2015; y el Manual de Tallin 2.0 de Estonia, entre otras. 

Si bien México aún no forma parte del Convenio de Buda-
pest, es indispensable crear un ambiente propicio para la co-
operación internacional en materia de ciberseguridad, ya que
para prevenir y mitigar los riesgos que implica una navega-
ción no protegida en la red debemos entender que el ciberes-
pacio es un mundo sin fronteras y la forma adecuada de pre-
venir ataques internos y/o externos es por medio de una
legislación dinámica y contando con cooperación internacio-
nal fluida con buenos canales de comunicación. Por esto es
indispensable dotar de lineamientos legales precisos a nues-
tras autoridades para perseguir a los criminales que utilizan
las tecnologías de la información y comunicación como he-
rramientas para la comisión de ilícitos. 

Previendo todo esto, el Plan Nacional de Desarrollo 2013-
2018 dispone el fortalecimiento de las capacidades institu-
cionales en el ciberespacio y la ciberseguridad como uno de
los puntos esenciales de la Seguridad Nacional, muestra de
ello es la creación de la Estrategia Digital Nacional y la re-
ciente presentación de la iniciativa de Ley de Tecnología Fi-
nanciera. 

En 2016 la Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso
de las Tecnologías de la Información en los Hogares, reali-
zada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía,
revelo? que en nuestro país existen 81 millones de usuarios
de un teléfono celular. Y de ellos, 60.6 millones utilizan un
teléfono inteligente o smartphone, lo cual significa un in-
cremento de 9.7 puntos porcentuales entre 2015 y 2016. A
cuatro años de la reforma en materia de telecomunicacio-
nes, México ha visto un incremento de 25 millones de
usuarios de internet y 20 millones de usuarios de telefonía
móvil. Esto no solo representa un tema de infraestructura
crítica para el país, sino que también nos habla del enorme
mundo de posibilidades y acceso a una economía y comer-
cio digital nunca antes visto en México.

Sin embargo, las actividades ilícitas en el dominio digital se
han vuelto cada vez más comunes y en el año 2013 le costa-
ron a la economía mexicana 3 mil millones de dólares. El
costo promedio por víctima aumentó de 197 a 238 dólares,
entre 2012 y 2013. En el 2014, 10 millones de mexicanos
fueron afectados por cibercrímenes y en 2016, de acuerdo al

reporte de Ciberseguridad de Norton, 689 millones de perso-
nas fueron víctimas de algún ciberdelito alrededor del mun-
do, de las cuales 22.4 millones fueron ciudadanos mexicanos.
En el mismo reporte se calcula que el costo de los cibercri-
menes en los 21 países analizados fue de cerca de 126 mil mi-
llones de dólares, de los cuales 5.5 mil millones se obtuvie-
ron como resultado de crímenes cometidos en nuestro
territorio. Por último, Norton identificó que las causas de los
cibercrímenes más recurrentes en México fueron robo de
equipo celular (33 por ciento); falta de contraseñas seguras
(26 por ciento); y correos hackeados (20 por ciento). 

Con estos datos duros podemos confirmar que, si bien el
uso de las tecnologías de la información y comunicación
constituye un medio para la libre expresión y manifesta-
ción de las ideas, también debemos señalar que estos me-
dios son utilizados para cometer ataques en contra de per-
sonas e instituciones, vulnerando los derechos humanos de
los usuarios y poniendo en peligro su privacidad y datos
personales. La existencia de una acotada cultura de seguri-
dad de la información es quizás la principal vulnerabilidad
del país actualmente. Por ello es necesario desarrollar una
política de Estado en materia de ciberseguridad y ciberde-
fensa, para garantizar la protección de los derechos funda-
mentales de los usuarios y los intereses económicos y polí-
ticos de nuestro país en el ciberespacio. 

Es necesario generar y poner en marcha una estrategia
que evite afectaciones a las capacidades nacionales de co-
municación y a la funcionalidad de los sistemas estratégi-
cos de información. Es tiempo de tomar las medidas nece-
sarias para llevar a nuestro país y a sus ciudadanos al
siguiente nivel de protección en el ámbito cibernético. Y
como bien lo marca el Plan Nacional de Desarrollo 2013-
2018, “es necesario apuntar que esta Administración traba-
jará activamente en el desarrollo y actualización del mar-
co jurídico en materia de seguridad de la información y
ciberdefensa, así como en materia de prevención, inves-
tigación y sanción de delitos cibernéticos, a fin de res-
ponder a estándares de excelencia y mejores prácticas
internacionales…”.

Esta iniciativa constituye una medida legislativa eficaz en
el combate a los ciberdelitos, mismos que, atendiendo al
principio de estricto derecho de la ley penal que nos man-
data nuestra Constitución Política, necesitamos regular con
toda puntualidad y rigor para que esta normatividad sus-
tantiva penal esté resguardada bajo el principio de legali-
dad y atendiendo a las mejores prácticas legislativas inter-
nacionales.
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Tomando en cuenta las consideraciones generales, nues-
tra propuesta consiste en modificar los siguientes orde-
namientos: 

I. Código Penal Federal; y

II. Código Nacional de Procedimientos Penales.

Por lo que respecta al Código Penal Federal, se establece
una reingeniería normativa a los delitos que están relacio-
nados con los sistemas informáticos o que son cometidos
con el uso de las tecnologías de la información y comuni-
cación. 

En este sentido, el delito de pornografía de personas me-
nores de dieciocho años de edad o de personas que no tie-
nen capacidad para comprender el significado del hecho o
de personas que no tienen capacidad para resistirlo consti-
tuye un ilícito de alta incidencia delictiva y que en la ac-
tualidad se encuentra asociada con el uso de las tecnologí-
as de la información y comunicación, por lo tanto, se
propone modificar el texto normativo para perfeccionar su
redacción.

En cuanto al Capítulo II, que contiene los delitos de acce-
so ilícito a sistemas y equipos de informática, se realiza un
perfeccionamiento del texto normativo incluyendo como
hipótesis normativa al que sin autorización o excediendo la
que posea o sin permiso o el consentimiento legalmente re-
conocido o contra el acceso no autorizado, cometa alguno
de los distintos tipos penales que contempla dicho capítu-
lo, mismos en los que también se incluyen los supuestos de
ser realizados mediante sistemas que utilicen tecnologías
de la información y comunicación, así como de incorporar
los supuestos no establecidos en la actual legislación, abo-
nando con ello en la conformación de un tipo penal integral
de acuerdo a las mejores prácticas internacionales.

Otro aspecto importante de esta iniciativa es la incorpora-
ción de un delito en este capítulo, la cual consiste en tipifi-
car como delito al que intercepte de forma deliberada sin
autorización o excediendo la que posea, sin permiso o con-
sentimiento legalmente reconocido por cualquier medio
técnico, datos informáticos, información o comunicaciones
dirigidas, originadas o efectuadas en o dentro de un siste-
ma informático o sistema que utilice sistemas de tecnolo-
gías de información y comunicación incluidas las emisio-
nes electromagnéticas que transporten datos, información o
comunicaciones.

Asimismo, se incorpora un Capítulo III que agruparía a los
Delitos Informáticos, los cuales se tipifican en los artículos
211 Ter con el abuso de dispositivos; 211 Quáter con la fal-
sificación informática; y 211 Quintus con la usurpación de
identidad ajena. De igual forma, se adiciona una fracción
XXII al artículo 387 para tipificar el fraude informático.

Por lo que respecta a la materia adjetiva penal, se adiciona
una Sección VII relativa a los actos de investigación nece-
sarios para la obtención de evidencias digitales en el Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales, misma que facili-
tará la obtención de los medios de prueba para integrar las
investigaciones de los delitos de manera más ágil, eficaz y
expedita, acorde a las necesidades que el mundo digital y
la ciudadanía nos demandan. 

En esta importante aportación a nuestro Código Adjetivo
Penal se adicionan los artículos 390 Bis 1 al 390 Bis 8 pa-
ra que, atendiendo a la técnica legislativa, no se interfiera
con las demás disposiciones normativas de este ordena-
miento jurídico. En este conjunto de artículos se establecen
aspectos de especial relevancia para la obtención de evi-
dencias digitales como medios de prueba, tales como la
Conservación de Datos Informáticos Almacenados, los Da-
tos Almacenados de Usuarios o Abonados, el Registro y
Preservación de Datos Almacenados, los Datos Informáti-
cos Almacenados en otro Estado, la Obtención de Datos en
Tiempo Real, la Cooperación y Asistencia Jurídica en Ma-
teria Procesal Penal, así como la Protección de Datos Per-
sonales en Investigaciones.

Finalmente, se reforma la fracción II del artículo 439 sobre
los alcances de la asistencia jurídica, misma que incorpora
como medio de obtención de pruebas a las evidencias digi-
tales o pruebas almacenadas en un sistema informático o
sistema que utilice tecnologías de la información y comu-
nicación, con el objetivo de armonizar la adición propues-
ta por esta iniciativa a la Sección VII.

Todo acto jurídico donde interviene la conducta humana se
tiene que regular mediante normas que den certeza jurídica
a todas las partes. En el caso del uso de tecnologías de in-
formación y comunicación resulta más complejo establecer
una relación directa entre quien realiza el acto y las moda-
lidades de realización, pues el anonimato con el cual se
conduce este uso constituye una barrera compleja al mo-
mento de crear esta regulación.

Resulta importante señalar que, en el caso concreto de
nuestra propuesta legislativa, no se incluye ninguna res-
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tricción al ejercicio del derecho a la libertad de expresión o
de acceso a internet, al contrario, el espíritu de la misma
consiste en garantizar el pleno ejercicio de los derechos hu-
manos en el uso de las tecnologías de la información y co-
municación, a fin de armonizar plenamente los derechos
fundamentales de todos y cada uno de los ciudadanos.

Sin embargo, las instituciones del Estado deben ejercer to-
dos los medios necesarios para alcanzar una legislación efi-
caz y vigorosa que si bien, por la naturaleza del tema, im-
pide que toda legislación esté acorde y en tiempo real con
las transformaciones tan aceleradas que conlleva proteger
el uso de estas tecnologías, se tienen que buscar las accio-
nes que estén al alcance del Estado para fortalecer el anda-
miaje institucional en materia de Ciberseguridad.

Por tanto, la falta de un marco jurídico adecuado para ha-
cer frente a todas las amenazas que día a día se descubren
con el uso de las tecnologías de la información y comuni-
cación marcan la necesidad de adecuar la legislación vi-
gente para lograr prevenir, sancionar y contrarrestar todas
aquellas conductas que dañen los bienes de las personas y
la infraestructura nacional o el actuar y la estabilidad de las
instituciones del Estado, por lo que un marco regulatorio
debe considerarse como urgente y necesario para dar un
paso considerable a fin de hacer frente a estas amenazas.

Con la eventual aprobación de esta iniciativa daremos ese
paso trascendental en el fortalecimiento a la ciberseguridad
que requiere nuestro país. El mundo global en el que nos
desarrollamos exige al Estado Mexicano realizar todas las
acciones de gobierno necesarias para evolucionar en las
áreas estratégicas de seguridad, incluyendo el uso de las
tecnologías de la información y comunicación.

Tenemos que sumar todas las voluntades para colocar a
México a la vanguardia y en sintonía con los países más
avanzados dotándolo de un marco legal que proteja a las
personas en el uso de las tecnologías de la información y
comunicación. Necesitamos garantizar y dar certeza jurídi-
ca a aquellas personas que han sufrido afectación en el uso
de estas tecnologías, por lo que esta propuesta generará las
condiciones idóneas para colocar a la vanguardia a nuestro
país para enfrentar los retos que la Cuarta Revolución In-
dustrial plantea a la humanidad.

Por las consideraciones expuestas, someto a consideración
de esta honorable Asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones del Código Penal Federal y del Código
Nacional de Procedimientos Penales, en materia de de-
litos informáticos, evidencias digitales y medidas de co-
operación internacional para combatir el ciberdelito

Artículo Primero. Se reforman los artículos 202, párrafos
primero y tercero, 202 Bis, la denominación del Título No-
veno, “Revelación de secretos, acceso ilícito a sistemas y
equipos de informática y delitos informáticos”, del Libro
Segundo, los artículos 211 Bis 1 al 211 Bis 5 y 211 Bis 7;
y se adicionan el artículo 211 Bis 8, el Capítulo III, “Deli-
tos Informáticos”, del Título Noveno, conteniendo los artí-
culos 211 Ter al 211 Quintus y la fracción XXII del artícu-
lo 387 del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 202. Comete el delito de pornografía de personas
menores de dieciocho años de edad o de personas que no
tienen capacidad para comprender el significado del hecho
o de personas que no tienen capacidad para resistirlo, quien
procure, obligue, facilite o induzca, por cualquier medio, a
una o varias de estas personas a realizar actos sexuales o de
exhibicionismo corporal con fines lascivos o sexuales, rea-
les o simulados, con el objeto de video grabarlos, fotogra-
fiarlos, filmarlos, exhibirlos o describirlos a través de
anuncios impresos, transmisión de archivos de datos en red
pública o privada de telecomunicaciones, sistemas de cóm-
puto, electrónicos o sucedáneos, incluidos sistemas infor-
máticos. Al autor de este delito se le impondrá pena de sie-
te a doce años de prisión y de ochocientas a dos mil veces
el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización.

(…)

La misma pena se impondrá a quien produzca, reproduz-
ca, ofrezca o ponga a disposición, almacene, distribuya,
venda, compre, arriende, exponga, publicite, difunda o
transmita, importe, exporte o posea el material a que se re-
fieren los párrafos anteriores.

Artículo 202 Bis. Quien almacene, adquiera, compre,
arriende o posea, a través de sistemas informáticos o
en dispositivos de almacenamiento de datos informá-
ticos el material a que se refieren los párrafos anteriores,
sin fines de comercialización o distribución se le impon-
drán de uno a cinco años de prisión y de cien a quinien-
tas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Ac-
tualización. Asimismo, estará sujeto a tratamiento
psiquiátrico especializado.
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Título Noveno
Revelación de secretos, acceso ilícito a sistemas y 

equipos de informática y Delitos Informáticos

Artículo 211 Bis 1. Al que sin autorización obstaculizare
el funcionamiento de un sistema informático, mediante
la introducción, transmisión, daño, borrado, deterioro,
alteración o supresión de información y datos conteni-
dos en sistemas o equipos de informática protegidos con-
tra el acceso no autorizado, se le impondrán de dos a
cuatro años de prisión y de cien a trescientas veces el va-
lor diario de la Unidad de Medida y Actualización.

Al que sin autorización copie información contenida en sis-
temas o equipos de informática protegidos en contra del
acceso no autorizado, se le impondrán de seis meses a dos
años de prisión y de doscientas a seiscientas veces el va-
lor diario de la Unidad de Medida y Actualización.

Artículo 211 Bis 2. Al que sin autorización acceda, modi-
fique, destruya o provoque pérdida parcial o total de in-
formación contenida en sistemas o equipos de informática
del Estado, protegidos en contra del acceso no autoriza-
do, se le impondrán de uno a cuatro años de prisión y de
quinientas a mil veces el valor diario de la Unidad de
Medida y Actualización.

Al que sin autorización acceda, conozca o copie informa-
ción o datos contenidos en sistemas o equipos de infor-
mática del Estado, protegidos en contra del acceso no au-
torizado, se le impondrán de seis meses a dos años de
prisión y de doscientas a seiscientas veces el valor diario
de la Unidad de Medida y Actualización.

A quien sin autorización acceda, conozca, obtenga, copie o
utilice información contenida en cualquier sistema, equipo
o medio de almacenamiento informáticos de seguridad pú-
blica, protegidos en contra del acceso no autorizado, se
le impondrá pena de cuatro a diez años de prisión y de mil
a dos mil veces el valor diario de la Unidad de Medida
y Actualización. Si el responsable es o hubiera sido servi-
dor público en una institución de seguridad pública o del
sistema nacional de administración de justicia penal, se
impondrá además, destitución e inhabilitación de cuatro a
diez años para desempeñarse en otro empleo, puesto, cargo
o comisión pública.

(…)

Artículo 211 Bis 3. Al que estando autorizado indebida-
mente modifique, destruya o provoque pérdida parcial o
total de información contenida en sistemas o equipos de
informática del Estado, se le impondrán de dos a ocho
años de prisión y de trescientas a novecientas veces el va-
lor diario de la Unidad de Medida y Actualización.

Al que estando autorizado, indebidamente copie informa-
ción o datos contenidos en sistemas o equipos de infor-
mática del Estado, se le impondrán de dos a ocho años de
prisión y de cien a ochocientas veces el valor diario de la
Unidad de Medida y Actualización.

Al que estando autorizado, indebidamente obtenga, copie
o utilice información o datos contenidos en sistemas o
equipos de informática en materia de seguridad públi-
ca, se le impondrá pena de cuatro a diez años de prisión y
multa de mil a dos mil veces el valor diario de la Unidad
de Medida y Actualización. Si el responsable es o hubie-
ra sido servidor público en una institución de seguridad pú-
blica, se impondrá además, hasta una mitad más de la pena
impuesta, destitución e inhabilitación por un plazo igual al
de la pena resultante para desempeñarse en otro empleo,
puesto, cargo o comisión pública.

Artículo 211 Bis 4. Al que sin autorización modifique, des-
truya o provoque pérdida de información o datos conteni-
dos en sistemas o equipos de informática de las institucio-
nes que integran el sistema financiero, protegidos en
contra del acceso no autorizado, se le impondrán de seis
meses a cuatro años de prisión y multa de doscientas a
mil doscientas veces el valor diario de la Unidad de Me-
dida y Actualización.

Al que sin autorización copie información o datos con-
tenidos en sistemas o equipos de informática de las ins-
tituciones que integran el sistema financiero, protegidos
en contra del acceso no autorizado, se le impondrán de
tres meses a dos años de prisión y multa de cien a seis-
cientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y
Actualización.

Artículo 211 Bis 5. Al que estando autorizado para acceder
a sistemas y equipos de informática de las instituciones que
integran el sistema financiero indebidamente modifique,
destruya o provoque pérdida de información o datos con-
tenidos en sistemas o equipos de informática, se le im-
pondrán de seis meses a cuatro años de prisión y multa de
cien a seiscientas veces el valor diario de la Unidad de
Medida y Actualización.
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Al que estando autorizado para acceder a sistemas y equi-
pos de informática de las instituciones que integran el sis-
tema financiero, indebidamente copie información o da-
tos contenidos en sistemas o equipos de informática, se
le impondrán de tres meses a dos años de prisión y multa
de cincuenta a trescientas veces el valor diario de la Uni-
dad de Medida y Actualización.

(…)

Artículo 211 Bis 7. Las penas previstas en este capítulo se
aumentarán hasta en una mitad cuando la información o
datos obtenidos se utilicen en provecho propio o ajeno.

Artículo 211 Bis 8. A quien intercepte de forma dolosa y
sin autorización por cualquier medio técnico, datos in-
formáticos, información o comunicaciones dirigidas,
originadas o efectuadas en o dentro de un sistema in-
formático incluidas las emisiones electromagnéticas
que transporten datos, información o comunicaciones,
se le impondrá pena de cinco a diez años de prisión y
multa de mil a dos mil veces el valor diario de la Uni-
dad de Medida y Actualización.

Capítulo III
Delitos Informáticos

Artículo 211 Ter. Abuso de Dispositivos.

Comete el delito de abuso de dispositivos quien, sin au-
torización, cometiere cualquiera de las siguientes acti-
vidades:

I. Producir, vender, obtener para su utilización, im-
portar, difundir o de cualquier otra forma poner a
disposición:

a) Cualquier dispositivo, incluido un programa
informático, concebido o adaptado principalmen-
te para la comisión de cualquiera de los delitos
previstos en el Título Noveno de este Código; y

b) Una contraseña, código de acceso o datos in-
formáticos similares que permitan acceder a todo
o parte de un sistema informático con intención
de que sean utilizados para cometer cualquiera
de los delitos previstos en el Título Noveno de es-
te Código.

II. Poseer alguno de los elementos previstos en los in-
cisos a) o b) de la fracción primera del presente artí-
culo con intención de que sean utilizados para come-
ter cualquiera de los delitos previstos en el Título
Noveno de este Código.

III. Crear, utilizar, alterar, capturar, grabar, copiar o
transferir de un dispositivo de acceso o un medio a
otro similar, o cualquier instrumento destinado a los
mismos fines, los códigos de identificación y acceso al
servicio o sistema informático que permita la opera-
ción paralela, simultánea o independiente de un ser-
vicio o sistema informático, legítimamente obtenido
por un tercero; o bien, con la intención de que sean
utilizados para cometer cualquiera de los delitos pre-
vistos en el Título Noveno de este Código.

Se impondrá pena de prisión de tres a cinco años y mul-
ta de doscientas a cuatrocientas veces el valor diario de
la Unidad de Medida y Actualización.

No se interpretará que el presente artículo impone res-
ponsabilidad penal cuando la producción, venta, obten-
ción para la utilización, importación, difusión o cual-
quier otra forma de puesta a disposición mencionada en
el párrafo primero del presente artículo no tenga por
objeto la comisión de alguno de los delitos previstos en
el Título Noveno, de este Código.

Artículo 211 Quáter. Falsificación informática. 

Comete delito de falsificación informática quien sin au-
torización introdujere, alterare, borrare o suprimiere
datos informáticos previamente almacenados en un sis-
tema informático, que generen datos no auténticos con
la intención que sean tomados o utilizados a efectos le-
gales como auténticos, con independencia de que los da-
tos sean legibles e inteligibles directamente. Se le im-
pondrá pena de prisión de dos a tres años y multa de
cien a cuatrocientas veces el valor diario de la Unidad
de Medida y Actualización.

Se impondrá pena de tres a cinco años de prisión y
multa de doscientas a quinientas veces el valor diario
de la Unidad de Medida y Actualización en los casos
siguientes:

a) Cuando los actos descritos en el párrafo anterior
se realicen con la intención de cometer otro delito; y,
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b) Cuando los actos descritos en el párrafo anterior
se realicen para inducir a usuarios a la provisión de
datos confidenciales, personales y/o financieros, tan-
to de personas físicas como de personas morales.

Artículo 211 Quintus. Usurpación de Identidad Ajena.

A quien usurpe, suplante, obtenga, utilice, apropie o
adopte la identidad de otra persona, a través de un sis-
tema informático con la intención de causar un daño o
perjuicio a una persona, se le impondrá pena de uno a
cinco años de prisión y de cuatrocientas a seiscientas ve-
ces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualiza-
ción.

La misma pena se impondrá cuando la usurpación de
identidad ajena se cometa infringiendo medidas de se-
guridad y con la intención de obtener de forma ilegíti-
ma un beneficio económico o lucro indebido para sí
mismo o para otra persona o generar un daño en el pa-
trimonio de una persona tanto física como jurídica.

Artículo 387. Las mismas penas señaladas en el artículo
anterior, se impondrán:

I. a XXI. (…)

XXII. A quien sin autorización causare un perjuicio
patrimonial a otra persona, incluyendo a una perso-
na moral, mediante la introducción, alteración, bo-
rrado o supresión de datos informáticos.

Las mismas penas se impondrán a quien interfiera
en el funcionamiento de un sistema informático con
la intención de obtener de forma ilegítima un benefi-
cio económico para sí mismo o para un tercero.

Artículo Segundo. Se reforma la fracción II del artículo
439; y se adiciona la “Sección VII Actos de Investigación
necesarios para la obtención de Evidencias Digitales”, del
Capítulo IV Disposiciones Generales Sobre la Prueba, del
Título VIII Etapa del Juicio, del Libro Segundo Del Proce-
dimiento, conteniendo los artículos 390 Bis 1 a 390 Bis 8;
del Código Nacional de Procedimientos Penales, para que-
dar como sigue:

Sección VII
Actos de investigación necesarios 

para la obtención de evidencias digitales

Artículo 390 Bis 1. Disposiciones Generales

Los actos de investigación para la obtención de eviden-
cias digitales, deberán considerar los supuestos previs-
tos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, los instrumentos y tratados internacionales
que versen sobre los derechos humanos de los que el Es-
tado Mexicano sea parte, así como las garantías, prin-
cipios y reglas que fundamentan el presente Código.

Artículo 390 Bis 2. Conservación de Datos Informáticos
Almacenados.

El Ministerio Público podrá ordenar a cualquier perso-
na física o jurídica, la conservación de la integridad de
los datos informáticos concretos, almacenados en un
sistema informático que esté bajo su disposición cuan-
do tenga motivos suficientes para considerar que pue-
dan ser alterados o suprimidos y afectar así el resulta-
do de una investigación. La medida no podrá exceder
de noventa días y será prorrogable por igual período, si
se mantienen los motivos que fundamentaron la orden.

La persona requerida, una vez que reciba la comuni-
cación respectiva, deberá ejecutar los actos necesarios
que garanticen la preservación, inmediata de los da-
tos en cuestión y estará obligado a mantener secreto
en los términos de lo previsto por la legislación penal
aplicable.

Cuando se trate del aseguramiento o conservación de
datos relativos al tráfico de comunicaciones, si el prove-
edor de servicios requerido advierte que en la comuni-
cación objeto de la investigación han participado otros
proveedores de servicios, informará inmediatamente a
la autoridad competente que haga el requerimiento o
solicitud, para que adopte las medidas necesarias. 

Para llevar a cabo la conservación de la integridad de
los datos informáticos almacenados en un sistema in-
formático, se requerirá la autorización judicial del Juez
de control y para ello, se estará a lo dispuesto en el ter-
cer párrafo de artículo 291 y artículos 292 a 302 de 
este Código.
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Artículo 390 Bis 3. Datos Almacenados de Usuarios o
Abonados

El Ministerio Público podrá ordenar a cualquier perso-
na física o jurídica, que presente, remita o entregue da-
tos almacenados en un sistema informático que este bajo
su poder o control y que se vinculen con la investigación
de un delito concreto. Asimismo, podrá ordenar a to-
da persona física o jurídica que preste un servicio de co-
municaciones o a los proveedores de servicios de cual-
quier tipo, la entrega de datos de los usuarios o abonados
o los datos de identificación y facturación con los que
cuente. La orden podrá contener la indicación de que la
medida deberá mantenerse en secreto bajo el apercibi-
miento de sanción penal en los términos de lo previsto
por la legislación aplicable. Estas medidas serán ejecuta-
das por el Ministerio Público correspondiente, salvo las
excepciones previstas en la legislación vigente, en las cua-
les se exija la autorización judicial del Juez de control.

Artículo 390 Bis 4. Registro y Preservación de Datos
Almacenados

El órgano jurisdiccional podrá ordenar a solicitud del
Ministerio Público, el registro de un sistema informá-
tico o de una parte de éste, o de un medio de almace-
namiento de datos informáticos o electrónicos, con el
objeto de: 

I. Acceder a los componentes físicos y lógicos del sis-
tema y, 

II. Obtener copia de los datos en un soporte autóno-
mo o 

III. Preservar por medios tecnológicos o bloquear el
acceso a los datos de interés para la investigación.

En los supuestos en los que, durante la ejecución de una
medida de incautación de datos de un sistema Informá-
tico, previstos en el párrafo anterior, surjan elementos
que permitan considerar que los datos buscados se en-
cuentran almacenados en otro dispositivo o sistema In-
formático al que se tiene acceso lícito desde el dispositi-
vo o sistema inicial, quienes llevan adelante la medida
podrán extenderla o ampliar el registro al otro sistema.
La ampliación del registro a los fines de la incautación
deberá ser autorizada por el órgano jurisdiccional sal-
vo que estuviera prevista.

Artículo 390 Bis 5. Datos Informáticos Almacenados en
otro Estado

Con fundamento en lo dispuesto en los tratados y con-
venciones internacionales ratificados por el Estado Mexi-
cano, las autoridades especializadas en la investigación de
delitos del fuero federal o fuero común, incluida la Uni-
dad de Investigaciones Cibernéticas y Operaciones Tec-
nológicas adscrita a la Agencia de Investigación Criminal,
podrán acceder o recibir datos informáticos almacena-
dos en un sistema informático, ubicado en otro Estado,
cuando éstos se encuentren accesibles en fuentes de acce-
so público, independientemente de la ubicación geográfi-
ca de los mismos; o a través de un sistema informático
ubicado en México, si la autoridad investigadora compe-
tente obtiene el consentimiento lícito y voluntario de la
persona legalmente autorizada a revelarlos en ese país
por medio de un sistema informático. 

Artículo 390 Bis 6. Obtención de Datos en Tiempo Real

Para la obtención, en tiempo real, de datos de tráfico de
comunicaciones electrónicas o la interceptación de da-
tos informáticos de contenido, regirá lo dispuesto en los
artículos 178 Bis del Código Penal Federal, 303 del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales y los artículos
189 y 190 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y
Radiodifusión.

Artículo 390 Bis 7. Cooperación y Asistencia Jurídica
en Materia Procesal Penal

En caso de cooperación y asistencia jurídica internacio-
nal, las solicitudes de aseguramiento de datos, solicitu-
des de presentación de datos, de obtención o confisca-
ción, de acceso libre a fuentes de acceso público y
asistencia mutua para obtención de datos sobre el tráfi-
co e interceptación de comunicaciones, se estará a lo
dispuesto en el Titulo XI de este Código, así como los
tratados y convenciones internacionales ratificados por
el Estado Mexicano. Asimismo, se tomará en cuenta el
derecho a la intimidad y a la confidencialidad de ciertos
datos protegidos bajo la legislación nacional vigente y
tratados y convenciones internacionales en materia de
derechos humanos ratificados por el Estado Mexicano.

Artículo 390 Bis 8. Protección de Datos Personales en
Investigaciones.
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Las autoridades nacionales encargadas de investigar y
perseguir delitos informáticos y el órgano jurisdiccio-
nal competente, deben respetar los principios y garan-
tías individuales establecidas en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, en convenios y
tratados sobre derechos humanos ratificados por el Es-
tado Mexicano, de tal forma que los derechos de las
personas sean protegidos a través del uso de tecnologí-
as de información y comunicación, en particular el res-
peto a su intimidad y la protección de datos personales,
tanto datos de tráfico como datos de contenido, salvo
con fines legítimos para la prevención de delitos o la
protección de los derechos y libertades de terceros.

Con respecto a la obtención y tratamiento de datos per-
sonales por parte de las instancias de seguridad, procura-
ción y administración de justicia, se estará a lo dispuesto
en los Artículos 80, 81 y 82 de la Ley General de Protec-
ción de Datos en Posesión de los Sujetos Obligados. 

El tratamiento de datos personales para efectos de la in-
vestigación o como medio de prueba, deberá cumplir
exclusivamente la finalidad para el que fueron original-
mente obtenidos y tratados, por un tiempo de dos años
y una vez cumplida la finalidad y propósito de investi-
gación debe procederse a su cancelación y supresión. 

La protección de la información y los datos personales
es responsabilidad compartida de las autoridades en las
distintas entidades que intervienen en la vigilancia, in-
vestigación y persecución penal de los delitos estableci-
dos en el Código Penal Federal y otras leyes.

Artículo 439. Alcances

La asistencia jurídica comprenderá:

I. (…)

II. Obtención de pruebas, incluidas las evidencias di-
gitales o pruebas almacenadas en un sistema infor-
mático.

III. a XI. (…)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Recurso de
consideración. Expediente: SUP-REC-41/2013. Resolución del 26 de
junio de 2013.

2 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Juicio para la
protección de los derechos político-electorales del ciudadano: SX-
JDC-954/2012. Sentencia del 18 de abril de 2012.

3 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Recurso de
consideración. Expediente: SUP-REC-41/2013. Resolución del 26 de
junio de 2013. 

4 La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que:
“La restricción debe encontrarse prevista en una ley, no ser discrimi-
natoria, basarse en criterios razonables, atender a un propósito útil y
oportuno que la torne necesaria para satisfacer un interés público im-
perativo, y ser proporcional a ese objetivo. Cuando hay varias opcio-
nes para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el de-
recho protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que
se persigue” Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Yata-
ma vs. Nicaragua. Sentencia del 23 de junio de 2005. Serie C. No. 127.
Párrafo 206.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de noviembre de
2017.— Diputadas y diputados: Sofía González Torres, Adolfo Mota
Hernández, Alfredo Anaya Orozco, Andrés Fernández del Valle Laise-
quilla, Armando Luna Canales, Daniela de los Santos Torres, Evelyng
Soraya Flores Carranza, Felipe Cervera Hernández, Francisco Saracho
Navarro, Jesús Sesma Suárez, José Hernán Cortés Berumen, José Má-
ximo García López, José Refugio Sandoval Rodríguez, Juan Corral
Mier, Kathia María Bolio Pinelo, Luis Agustín Rodríguez Torres, Mar-
tha Sofía Tamayo Morales, Sara Paola Galico Félix Díaz, Víctor Er-
nesto Ibarra Montoya (rúbricas).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias, dipu-
tada Sofía González Torres. Se turna a la Comisión de Jus-
ticia, para dictamen, y a la Comisión Especial de las Tec-
nologías de Información y Comunicación, para opinión.

Tiene la palabra por cinco minutos el diputado Gustavo
Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario...

El diputado José Hernán Cortés Berumen (desde la cu-
rul): Presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Perdón. Por
favor sonido para la curul del diputado. La curul del dipu-
tado Cortés, por favor.
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El diputado José Hernán Cortés Berumen (desde la cu-
rul): Gracias. Para solicitar a través de su conducto a ver si
es posible preguntarle a la diputada Sofía si me permite
suscribir su iniciativa.

La presidenta diputada María Ávila Serna: ¿Diputada?

La diputada Sofía González Torres (desde la curul): Con
gusto, presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Sí, dipu-
tado, adelante. Aquí está a su disposición. Sonido en la cu-
rul de la diputada Daniela de los Santos, por favor.

La diputada Daniela de los Santos Torres (desde la cu-
rul): De igual manera, presidenta, felicitar a la diputada So-
fía y preguntarle si me permite suscribirla.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputada, muchas gracias.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

La presidenta diputada María Ávila Serna: Continua-
mos con la iniciativa que va a presentar el diputado Gusta-
vo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, la cual es con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona el artículo 79 del Reglamento de
la Cámara de Diputados. Adelante, diputado, por favor.

El diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez: Bue-
nas tardes, gracias. Con su venia, presidenta. Compañeros,
cada vez y con mayor frecuencia escuchamos en los me-
dios de comunicación y en las pláticas familiares los tér-
minos tráfico de influencias, conflicto de intereses, nego-
ciaciones incompatibles, parcialidad y malversación de
fondos, partidas presupuestarias secretas, fraudes, uso de
información privilegiada, enriquecimiento ilícito, soborno,
extorsión, arreglos, colusión privada, alteraciones fraudu-
lentas del mercado, especulación financiera con fondos pú-
blicos, puerta giratoria penal, clientelismo, nepotismo,
compra de votos. Las anteriores son actividades que se re-
lacionan con la idea de la corrupción.

Si pudiéramos definir de manera sencilla a la corrupción,
podríamos decir que es siempre un acto ilegal o moral-
mente reprobable. Pero especialmente —como los delitos

sexuales— en la oscuridad, intentando no dejar testigos del
acto corrupto cometido.

La corrupción se incrementa porque no se castiga. Es por
eso que tenemos gran corrupción. Es la hija de la impuni-
dad.

México debería de tener cifras oficiales sobre corrupción,
para dar voz a las innumerables quejas —sin duda— sobre
corrupción y otros temas de interés nacional.

Los legisladores federales le podemos dar eco haciendo
uso de la herramienta legislativa denominada punto de
acuerdo. A través de estos puntos de acuerdo que nos per-
miten a los legisladores documentar la necesidad ciudada-
na y solicitar su atención a lo demando.

Deseo dejar en claro que no solo para los analistas políti-
cos, sino también para las organizaciones sociales involu-
cradas en temas de transparencia y rendición de cuentas en
el ámbito legislativo han denominado a ese instrumento co-
mo llamadas a misa.

¿Por qué? La respuesta es simple. Porque no se obliga a la
dependencia ni a los servidores públicos a una respuesta
oportuna. Por ejemplo, para ejemplificar lo anterior, les
compartiré un dato duro: en esta Legislatura, a la fecha, se
han ingresado 3 mil 331 puntos de acuerdo, mil 437 se han
desechado. Están pendientes de dictaminación 656, se han
aprobado 741, solo se han atendido 340. Estas cifras son
reveladoras, los puntos de acuerdo constituyen una herra-
mienta legislativa útil. Los puntos de acuerdo sirven de
contrapeso. Hágalos valer, señor presidente, se los pide el
Congreso mexicano.

La bancada de diputados ciudadanos hemos cumplido con
nuestro compromiso de dar voz a cada una de las expresio-
nes que recogemos en los ciudadanos libres. Hemos utili-
zado este instrumento e incorporado esas demandas ciuda-
danas. Las hemos materializado y convertidas en puntos de
acuerdo que llevan el sentir ciudadano en cada letra y ex-
presión.

Compañeras y compañeros, propongo efectuar modifica-
ción a nuestro Reglamento de la Cámara de Diputados
para incluir la fracción VIII al artículo 79, para quedar
como sigue:

Artículo 79, numeral 2. Las proposiciones con puntos de
acuerdo se sujetarán a lo siguiente:
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Fracción VIII. Las entidades y dependencias de los tres ór-
denes de gobierno del ámbito federal, estatal y municipal,
órganos autónomos, fideicomisos públicos y toda aquella
figura gubernamental deberán dar atención a las proposi-
ciones de punto de acuerdo.

Si después de 30 días naturales no se recibe respuesta por
escrito al punto de acuerdo, será la Secretaría General
quien elaborará y remitirá un extrañamiento por la falta de
atención correspondiente.

Solicito su apoyo por considerar esta propuesta y aprobar-
la, así fortalecer el derecho de petición de los ciudadanos
ya que el día de hoy no es suficiente con solo levantar la
voz. Urge respuesta y atención para este ejercicio de rendi-
ción de cuentas. Apoyo a Tamaulipas en la inseguridad, ur-
ge apoyo. Es cuanto, señora presidenta.

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 79 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, a cargo del diputado
Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 77, numerales I
y II, y 78 del Reglamento Interior de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de esta asamblea,
la presente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona
la fracción VIII, al numeral 2, del artículo 79, incluido en
la sección tercera, Proposiciones, del capítulo I, de la Du-
ración de las Intervenciones y de los Asuntos que se pre-
sentan ante el Pleno, incluido en el título cuarto, de los Pro-
cedimientos en el Pleno del Reglamento de Cámara de
Diputados.

I. Planteamiento del problema

En México son innumerables las exigencias ciudadanas
ajenas al ámbito legislativo que nosotros los legisladores
recogemos en nuestros distritos.

Es compromiso del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano dar voz a esas expresiones y materializarlas en
instrumentos legislativos como son las proposiciones o
también conocidas como puntos de acuerdo.

La realidad es que los puntos de acuerdo permiten a los le-
gisladores documentar la necesidad ciudadana y solicitar
su atención a lo demando.

Pero también, es necesario dejar en claro lo que los analis-
tas políticos han denominado a este instrumento legislativo
como llamadas a misa porque no se obliga a la dependen-
cia y a los servidores públicos a una respuesta oportuna.
Debo enfatizar que los tiempos de respuesta a los puntos de
acuerdo no están reglamentados, lo que permite contestar o
no las peticiones ciudadanas.

Lo anterior, decae el ánimo de la participación ciudadana,
al darse cuenta que muchas veces su necesidad o petición
no es atendida.

En contraste, el servidor público, al omitir la respuesta en
comento, olvida que ésta no es más que una de las diversas
formas que los ciudadanos pueden solicitar el cumplimien-
to de sus obligaciones.

En otras palabras, el no dar atención a una petición de los
legisladores, evidencia falta de compromiso e insuficiente
rendición de cuentas.

A los servidores públicos se les olvida que ante cualquier
petición existe la obligación de atender y dar respuesta.

Lo anterior no es una ocurrencia, ya que está establecida en
el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos:

“Artículo 8o. Los funcionarios y empleados públicos
respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre
que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y
respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer
uso de ese derecho los ciudadanos de la República.

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de
la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene
obligación de hacerlo conocer en breve término al
peticionario”.1

La realidad es que muchos de los puntos de acuerdo, pese
a que son aprobados en comisiones y en el pleno y, en el
caso de recesos legislativos, por la Comisión Permanente,
éstos no reciben respuesta y si se obtiene, no es oportuna.

En este sentido, una necesidad que se pedía atender, al no
dar respuesta, termina muy seguramente en problemática
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que en su gran mayoría requiere una atención mayor a la
solicitada.

Aunado a lo anterior, la ausencia de rendición de cuentas
es un vivo reflejo y una posible tendencia de atención a to-
da petición pública.

Lo que expreso no es un caso menor ya que al servidor pú-
blico se le olvida que su vocación principal es servir y ren-
dir cuentas de sus actos u omisiones.

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta soberanía
establecer plazos a la atenta respuesta que deban ofrecer
los servidores públicos a quienes se les dirijan puntos de
acuerdo, que incluyan por igual a los de urgente y obvia re-
solución.

En ese sentido, propongo incluir una fracción IX al nume-
ral 2 del artículo 79 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados2 como sigue:

Reglamento de la Cámara de Diputados

Título Cuarto
De los Procedimientos en el Pleno

Capítulo I
De la Duración de las Intervenciones y de los Asuntos

que se presentan ante el Pleno

Sección Tercera
Proposiciones

Como se ha expresado en líneas anteriores, la ausencia de
plazos en la atención y respuesta de los puntos de acuerdo
constituye para esta soberanía un área de oportunidad al
constituirse como figura única de contrapeso del Poder
Ejecutivo y Judicial.

Por ello, compañeros diputados, se debe considerar esta
propuesta como viable en el sentido de fortalecer el dere-
cho de petición de los ciudadanos, ya que hoy día, no es su-
ficiente con sólo levantar la voz si no existe respuesta y
atención para este ejercicio de rendición de cuentas. Segui-
ré insistiendo en dar respuesta a la exigencia y petición ciu-
dadana que exige a los diputados federales ser una repre-
sentación permanente y efectiva, y considero que con esta
propuesta se atendería en gran medida a fortalecer esa ali-
caída idea de representatividad.

II. Fundamento legal de la iniciativa

Con motivo de esta iniciativa se incidirá en el Reglamento
de la Cámara de Diputados.

III. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción
VIII al numeral 2 del artículo 79, incluido en la Sección
Tercera, Proposiciones, del capítulo I, de la Duración de las
Intervenciones y de los Asuntos que se presentan ante el
Pleno, incluido en el título cuarto, de los Procedimientos en
el Pleno del Reglamento de Cámara de Diputados.

IV. Ordenamientos a modificar

Reglamento de Cámara de Diputados

V. Texto normativo propuesto

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía iniciativa con
proyecto de 

Decreto que adiciona la fracción VIII al numeral 2 del
artículo 79, incluido en la Sección Tercera, Proposicio-
nes, del capítulo I, de la Duración de las Intervenciones
y de los Asuntos que se presentan ante el Pleno, inclui-
do en el título cuarto, de los Procedimientos en el Pleno
del Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo Único. Se adiciona la fracción VIII al numeral 2
del artículo 79 del Reglamento de la Cámara de Diputados
para quedar como sigue:
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Artículo 79.

2. Las proposiciones con punto de acuerdo se sujetarán a lo
siguiente:

I. 

II. 

III. 

IV. 

V. 

VI. 

VII. 

VIII. Las entidades y dependencias de los tres órde-
nes de gobierno, del ámbito federal, estatal y muni-
cipal, órganos autónomos, fideicomisos públicos y to-
da aquella figura gubernamental deberá dar
atención a las proposiciones con punto de acuerdo.

Si después de 30 días naturales no se recibe respues-
ta por escrito al punto de acuerdo, será la Secretaría
General quién elaborará y remitirá un extrañamien-
to por la falta de atención correspondiente.

VI. Artículo transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo Oc-
tavo, disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/marco.htm, consultado
el 31 de octubre de 2017.

2 Reglamento de la Cámara de Diputados, disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/marco.htm, consultado
el 31 de octubre de 2017.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de noviembre de 2017.—
Diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, Verónic Delgadillo Gar-
cía (rúbrica).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias
diputado Gustavo Adolfo Cárdenas. Túrnese a la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO 
DE LA JUVENTUD

La presidenta diputada María Ávila Serna: Tiene la pa-
labra, por cinco minutos, la diputada Karina Sánchez Ruiz,
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, para presentar
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
2o. de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud.

La diputada Karina Sánchez Ruiz: Con la venia de la
Presidencia.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputada.

La diputada Karina Sánchez Ruiz: Compañeras y com-
pañeros diputados, promover la igualdad, la libertad y la
dignidad de los individuos es un principio fundamental pa-
ra Nueva Alianza. Desde nuestra conformación, asumimos
el compromiso de propiciar acciones afirmativas tendien-
tes a salvaguardar los derechos humanos de todas y todos
los mexicanos, principalmente de los grupos vulnerables.

El respeto y la no discriminación constituyen los principa-
les derechos que tenemos tanto hombres como mujeres, y
se encuentran claramente consagrados en nuestra Constitu-
ción. No obstante de ello, existe un sector de nuestra so-
ciedad que de forma continua ha sido señalado y margina-
do por su preferencia sexual, identidad o expresión de
género, lo que le ha impedido gozar del ejercicio pleno de
sus libertades fundamentales.

Desafortunadamente, la vida de estas personas está permea-
da por la discriminación y la intolerancia, pese a que las le-
yes y acuerdos de protección de derechos humanos la pros-
criben. Si bien las reformas constitucionales de 2011
expresan un avance significativo en contra de las prácticas
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discriminatorias por motivos de preferencia sexual, aún las
leyes son las que no contienen esta importante especificación. 

Nueva Alianza es un partido liberal, pero sobre todo com-
prometido con el respeto y la defensa de los derechos de
cada individuo. En diversas ocasiones y a través de dife-
rentes instrumentos hemos reafirmado que defenderemos
el derecho de las personas a manifestar y vivir su preferen-
cia sexual sin que nadie las excluya. Hoy refrendamos di-
cho compromiso mediante una iniciativa que pretende ar-
monizar la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud, en
materia de derechos y no discriminación.

A pesar de que el Instituto Mexicano de la Juventud tiene
por objeto promover y fomentar las condiciones que ase-
guren a la juventud del país un desarrollo pleno e integral,
en condiciones de igualdad y no discriminación, no con-
templa específicamente la discriminación por preferencias
sexuales, omisión que la presente iniciativa propone sol-
ventar mediante dos reformas al artículo 2o de la Ley, con
el propósito de poder incorporar el concepto de preferen-
cias sexuales, y la frase atente contra su dignidad humana,
que hasta el momento aún no se han contemplado.

Con estas reformas estaremos armonizando la referida ley
con la Constitución, los ordenamientos legales y los trata-
dos internacionales suscritos por el Estado mexicano, ade-
más de propiciar la obligación de respetar, cumplir y ga-
rantizar los derechos humanos de los jóvenes.

Recordemos que la discriminación trae consigo la nega-
ción de libertades, de derechos y de oportunidades a las
personas que son víctimas de ellos. Necesitamos hoy por
hoy transitar a un Estado de derecho garante de nuestros
derechos humanos. Por su atención, muchas gracias. Es
cuanto, diputada presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley del Insti-
tuto Mexicano de la Juventud, a cargo de la diputada Kari-
na Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza

Quien suscribe, Karina Sánchez Ruiz, diputada de la LXIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, e inte-
grante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con

proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 2 de
la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud, con base en
el siguiente

Planteamiento del problema

El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las
Naciones Unidas aprobó y proclamó la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos. La visión y la determinación
extraordinaria de los redactores quedaron plasmadas en la
emisión de un documento en el que se enunciaban, por pri-
mera vez, los derechos humanos universales para todas las
personas en un contexto individual.1 Tales derechos, sin
discriminación alguna, deben hacerse valer sin importar ra-
za, sexo, nacionalidad, origen étnico, lengua, religión o
cualquier otra condición.

El derecho internacional establece la obligatoriedad que
tienen los estados de actuar de una forma determinada o
evitar emprender ciertas acciones, a fin de impulsar y pro-
teger los derechos humanos y las libertades fundamentales
de las personas.

Es importante señalar que uno de los grandes logros de la
Organización de las Naciones Unidas (ONU) es la creación
de una normativa integral sobre los derechos humanos, la
cual constituye un conjunto de códigos de protección uni-
versal al que todas las naciones pueden unirse y al que to-
da persona anhela.

Al respecto, las Naciones Unidas han definido un amplio
abanico de derechos aceptados internacionalmente, entre
los que se encuentran derechos de carácter civil, cultural,
económico, político y social. Además, ha establecido me-
canismos para fomentar y proteger estos derechos, así co-
mo para orientar a los Estados parte en el ejercicio de sus
responsabilidades.2

La aplicación del principio de no discriminación es básico
en el derecho internacional, además de estar estipulado en
los principales tratados en la materia. Es tal su repercusión
que es tema central de diversas convenciones a nivel inter-
nacional; por ejemplo, la Convención Internacional sobre
la Eliminación de todas las formas de discriminación ra-
cial, la cual entró en vigor el 4 de enero de 1969. 

En ella, los estados parte reconocen que:

“[…] la Carta de las Naciones Unidas está basada en los
principios de la dignidad y la igualdad inherentes a to-
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dos los seres humanos y que todos los Estados miem-
bros se han comprometido a tomar medidas conjunta o
separadamente, en cooperación con la Organización,
para realizar uno de los propósitos de las Naciones Uni-
das, que es el de promover y estimular el respeto uni-
versal y efectivo de los derechos humanos y de las li-
bertades fundamentales de todos, sin distinción por
motivos de raza, sexo, idioma o religión. 

[Asimismo consideran que] la Declaración Universal de
Derechos Humanos proclama que todos los seres huma-
nos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que
toda persona tiene todos los derechos y libertades enun-
ciados en la misma, sin distinción alguna, en particular
por motivos de raza, color u origen nacional,

[y] que todos los hombres son iguales ante la ley y
tienen derecho a igual protección de la ley contra to-
da discriminación y contra toda incitación a la discri-
minación.”3

La discriminación trae consigo la negación de libertades,
derechos y oportunidades a las personas que son víctimas
de ella. Además, son excluidas y se les dificulta el desarro-
llo de su vida en plenitud.

En tal sentido, es de observar que los jóvenes son cada vez
más un grupo altamente vulnerable a que sus derechos hu-
manos sean violentados, sufriendo principalmente discri-
minación.

Apreciamos que existe discriminación bajo el contexto del
ejercicio de las preferencias sexuales y, en general, la si-
tuación que se observa, es de disminuir la igualdad ante la
ley, así como el reconocimiento, goce y ejercicio de las
preferencias; asimismo, generalmente esta discriminación
se agrava cuando, además de esa exclusión en el ejercicio
de sus derechos, se presentan otros tipos más como la se-
gregación por el género, la raza, la edad, la religión, la dis-
capacidad, el estado de salud y la condición económica, 
entre otros.

Por ello, en el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, acor-
de a nuestra agenda legislativa, creemos que es necesario res-
petar la diversidad, la cual implica entender que todas las per-
sonas tienen derecho a desarrollar su proyecto de vida
individualmente, y que todas las personas pueden ejercer sus
derechos y libertades. En tal sentido, la situación vigente en
la que se encuentra la norma que fomenta el desarrollo de la
juventud anula los derechos de los jóvenes mexicanos, prin-

cipalmente aquellos que se encuentran más vulnerables den-
tro de la sociedad, encontrando que, entre sus principales cau-
sas se encuentran el poco o nulo conocimiento de la sexuali-
dad y su diversidad, la falta de educación, así como la falta de
reconocimiento a tal diversidad.

Atendiendo esta improrrogable situación, la presente ini-
ciativa tiene por objeto incidir en el fortalecimiento del res-
peto de los derechos humanos y en el ejercicio de las ga-
rantías de los jóvenes de nuestro país, los cuales enfrentan
una problemática latente que se manifiesta en distintas for-
mas de discriminación, siendo la de las preferencias sexua-
les la que más nos apremia en esta oportunidad.

Exposición de Motivos

Según datos emitidos por el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía (Inegi), la juventud y sus problemáticas
inherentes se han ido incorporando paulatinamente a la
agenda gubernamental, como parte esencial para lograr el
desarrollo humano sostenible del país; por ello, este grupo
ha cobrado gran relevancia al grado tal que, a partir del año
2000, se dio inicio a la celebración del Día Internacional de
la Juventud, declarado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas.

Esta organización internacional considera como jóvenes a
las personas con edades comprendidas entre los 15 y los 24
años; sin embargo, organismos internacionales como la Or-
ganización Panamericana de la Salud y la Organización
Iberoamericana de la Juventud, manejan un rango de edad
de entre 15 a 29 años, siendo este último el considerado por
el Inegi, a fin de mantener un nivel adecuado de compara-
bilidad con diversos proyectos estadísticos a nivel interna-
cional para dicha población de estudio.

En tal sentido, el Inegi, al presentar información sociodemo-
gráfica en la materia, específicamente en el año 2015, extraí-
da de la Encuesta Intercensal, mostró que la proporción de la
población joven de 15 a 29 años en nuestro país ascendió a
30.6 millones, lo que representa poco más de la cuarta parte
de la población a nivel nacional (25.7 por ciento).

Del total de la población joven, 35.1 por ciento son adoles-
centes (15 a 19 años); 34.8 por ciento son jóvenes de 20 a 24
años y otro 30.1 por ciento tienen de 25 a 29 años de edad.
Considerando la población total de cada entidad, Quintana
Roo cuenta con la mayor proporción de población joven de
15 a 29 años (28.5 por ciento), seguida por Querétaro (27.3
por ciento), Aguascalientes (26.9 por ciento) y Guanajuato
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(26.8 por ciento). En tanto, Tamaulipas (24.4 por ciento) y la
Ciudad de México (23.7 por ciento) son las entidades con el
menor porcentaje de población joven.4

La Declaración Universal de Derechos Humanos es la ba-
se para que las poblaciones de todas las naciones hagan to-
do lo posible para lograr que tanto las personas a nivel in-
dividual como las instituciones promuevan la enseñanza y
la educación. Con esto se pretende garantizar el respeto a
los derechos y libertades que tiene la humanidad, y se cre-
an las medidas a largo plazo de carácter nacional e interna-
cional.

Respecto al tema del Derecho Internacional Humanitario,
países de diferentes partes del mundo se han comprometido a
enseñar y respetar las normas aplicables, dirigidas a salva-
guardar la dignidad inherente a la figura del ser humano.5

Al respecto, cabe señalar que Jüergen Habermas, sociólo-
go y filósofo alemán, principal representante de la “segun-
da generación” de la Escuela de Frankfurt, defiende la te-
sis que sostiene la existencia de una conexión interna entre
la noción moral de dignidad humana y la concepción jurí-
dica de los derechos humanos, aunque ésta sólo se haya
manifestado de manera explícita en el pasado reciente.

Ese destacado investigador, contra posturas escépticas y
estrategias deflacionarias, sostiene que el concepto de dig-
nidad humana no es una expresión clasificatoria vacía, si-
no que, por el contrario, es la fuente de la que derivan to-
dos los derechos básicos (en la experiencia concreta de
violaciones a la dignidad humana), además de ser la clave
para sustentar la indivisibilidad de todas las categorías (o
generaciones) de los derechos humanos.6

En tal sentido, ampliar estos derechos es una solución idó-
nea y coherente con el principio pro homine (pro persona),
que es medular para los derechos humanos, mismo que se
encuentra también establecido en nuestra Carta Magna.
Aunado a ello, si las disposiciones de diferentes tratados
son favorables para las personas más jóvenes, es sobrada-
mente entendible que el Estado, por conducto de su go-
bierno, debe implementar políticas públicas para hacer res-
petar los derechos humanos del sector poblacional que hoy
nos apremia.

Además del artículo 1o. de nuestra Constitución, la Ley Fe-
deral para Prevenir y Erradicar la Discriminación regula el
derecho a la no discriminación y estipula las bases para el
establecimiento de una política nacional, orientada a pre-

venir y eliminar todas las formas de discriminación que se
ejerzan contra cualquier persona, además de promover la
igualdad de oportunidades.

En el mismo ordenamiento se entiende por discriminación
lo siguiente:

“[…] toda distinción, exclusión, restricción o preferen-
cia que, por acción u omisión, con intención o sin ella,
no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por
objeto o resultado obstaculizar, restringir, impedir, me-
noscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio
de los derechos humanos y libertades, cuando se base
en uno o más de los siguientes motivos: el origen étni-
co o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el gé-
nero, la edad, las discapacidades, la condición social,
económica, de salud o jurídica, la religión, la aparien-
cia física, las características genéticas, la situación mi-
gratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las pre-
ferencias sexuales, la identidad o filiación política, el
estado civil, la situación familiar, las responsabilida-
des familiares, el idioma, los antecedentes penales o
cualquier otro motivo.

También se entenderá como discriminación la homofo-
bia, misoginia, cualquier manifestación de xenofobia,
segregación racial, antisemitismo, así como la discrimi-
nación racial y otras formas conexas de intolerancia.”7

Entrando en la materia que nos ocupa, la discriminación
que padecen los jóvenes del país casi siempre se ve agra-
vada por la discriminación basada en otras causas como el
género, la raza, la edad, la religión, la discapacidad, el es-
tado de salud, la situación económica o la abierta y mani-
fiesta preferencia sexual.

En el ámbito internacional se ha reconocido que la discri-
minación contra la diversidad sexual se refleja, entre otras
circunstancias, a través de actos que violentan el derecho a
la vida privada; a través de actos de violencia que vulneran
el derecho a la vida, a la integridad y la seguridad personal
o a través del acoso en las escuelas o en el lugar de trabajo
que, en todos los casos y circunstancias, afectan la digni-
dad de las personas.

En marzo de 2011 hubo un avance significativo en contra
de las prácticas discriminatorias que vulneran el derecho a
la diversidad sexual, estando, desde entonces, expresamen-
te reconocido en la legislación nacional vigente la pres-
cripción de realizar o promover el maltrato físico o psico-
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lógico por asumir públicamente la preferencia sexual. En
un acto de vanguardia normativa, ambas Cámaras del Po-
der Legislativo federal aprobaron la reforma constitucio-
nal, expresamente en el artículo 1o., en la que se incluye,
entre otros, el término de preferencias sexuales, reforma
que entró en vigor en el mes de junio de ese año.8

Al respecto, es importante mencionar que el texto actual de
la Carta Magna establece que está prohibida la discrimina-
ción por causa de “preferencias sexuales”, pues anterior-
mente el texto constitucional hacía referencia a la prohibi-
ción de discriminar por “preferencias”, lo que hacía que
llegaran a darse ciertas ambigüedades. En la reforma de-
merito queda claramente señalado el término de preferen-
cias sexuales, ello, con el fin de brindar un trato igualitario
a todas las personas y para que el Estado mexicano enca-
mine sus normas y políticas en ese sentido.

Los jóvenes con una abierta y manifiesta preferencia se-
xual, como población altamente vulnerable a ser víctima de
discriminación, sufre rechazo en el trabajo, escuela, e in-
cluso en sus hogares. Esa discriminación se puede mani-
festar en despidos injustificados, exclusión en sus escuelas,
negación de un servicio público o privado, humillación,
abandono, violencia física y psicológica, entre otras.

El Instituto Mexicano de la Juventud, como un organismo
público descentralizado de la administración pública fede-
ral, con personalidad jurídica, patrimonio propio, autono-
mía técnica, operativa y de gestión, tiene por objeto pro-
mover y fomentar las condiciones que aseguren a la
juventud del país un desarrollo pleno e integral, en condi-
ciones de igualdad y de no discriminación, de conformidad
con lo establecido en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, los ordenamientos legales y los tra-
tados internacionales suscritos por el Estado mexicano.

En función de sus objetivos y propósitos, es que creemos
necesario impulsar dos reformas al artículo 2o. de la Ley
del Instituto Mexicano de la Juventud: la primera consis-
tente en incorporar el concepto de preferencias sexuales,
y la segunda orientada a incorporar la frase que atente con-
tra su dignidad humana. 

El sentido de ambas reformas a esa ley tiene por objeto ar-
monizar dicho ordenamiento con la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos
humanos, actualizando un marco legal en donde se refleje
la convicción de la sociedad y la congruencia de Nueva

Alianza, como grupo parlamentario, para que impere la
obligación de respetar, cumplir y garantizar los derechos
humanos.

Fundamento legal

Por las consideraciones anteriormente expuestas, en mi ca-
lidad de diputada federal e integrante del Grupo Parlamen-
tario de Nueva Alianza en la LXIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión;
con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presento ante esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 2 de la Ley del
Instituto Mexicano de la Juventud

Artículo Único. Se reforma el artículo 2 de la Ley del Ins-
tituto Mexicano de la Juventud, para quedar como sigue:

Artículo 2. Por su importancia estratégica para el desarro-
llo del país, la población cuya edad quede comprendida en-
tre los 12 y 29 años, será objeto de las políticas, programas,
servicios y acciones que el Instituto lleve a cabo, sin dis-
tinción de origen étnico o nacional, género, discapacidad,
condición social, condiciones de salud, religión, opiniones,
preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra que
atente contra su dignidad humana.

Artículo Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Naciones Unidas. Derecho internacional de los derechos humanos.
Dignidad y Justicia para todos. Disponible en 

http://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/60UDHR/boo-
kletsp.pdf

2 Naciones Unidas, Derechos Humanos. Disponible en 

h t t p : / / w w w. u n . o rg / e s / s e c t i o n s / i s s u e s - d e p t h / h u m a n -
rights/index.html
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3 Naciones Unidas, Oficina del Alto Comisionado. Convención Inter-
nacional Sobre la Eliminación todas las Formas de Discriminación Ra-
cial. Disponible en 

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CERD.aspx

4 Inegi. “Estadísticas a propósito del… Día Internacional de la Juven-
tud (15 A 29 AÑOS) 12 de agosto”. Datos nacionales. Disponible en 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/juven-
tud2016_0.pdf 

5 Declaración Universal de los Derechos Humanos. Disponible en 

http://www.cinu.mx/onu/documentos/declaracion-universal-de-
los-d/

6 Jürgen Habermas. El concepto de dignidad humana y la utopía rea-
lista de los derechos humanos. Universidad de Fráncfort. Disponible
en 

http://dianoia.filosoficas.unam.mx/files/7513/5846/7650/DIA64_
Habermas.pdf

7 Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. Fracción III
del artículo 1. Disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/262_011216.pdf 

8 Disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_ref_1
94_10jun11.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2017.— Dipu-
tada Karina Sánchez Ruiz (rúbrica).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas
gracias, diputada Karina Sánchez Ruiz. Túrnese a la
Comisión de Juventud, para dictamen.

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

La presidenta diputada María Ávila Serna: Tiene la pa-
labra por cinco minutos el diputado Abdies Pineda Morín,
del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma

y adiciona el artículo 90 de la Ley General de Protección
Civil.

El diputado Abdies Pineda Morín: Honorable asamblea.
Con su venia, diputada presidente.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputado.

El diputado Abdies Pineda Morín: Esta soberanía y mi
grupo parlamentario ya se han manifestado solidariamente
por quienes perdieron algún familiar durante los sismos del
7 y el 19 de septiembre del presente año. En nuestra ban-
cada no queremos dejarlo en simples declaraciones.

Me sumo a quienes preguntan a los demás partidos políti-
cos, cuándo y cuánto van a poner de su financiamiento a
disposición del Estado, para que lo incorpore a los fondos
y programas de apoyos a los damnificados.

Presentamos esta iniciativa para que se considere conducta
grave el desvío de recursos financieros y materiales con fi-
nes de atender a damnificados por siniestros naturales, el
almacenamiento de donaciones en evento contingente, el
retardo de la entrega de bienes a damnificados, la venta de
bienes donados para ellos, los robos, fraudes y desvíos y
otras conductas que afectan la confianza de las personas
para donar a damnificados.

Sus donaciones no tienen la certeza de a manos de quién
van a parar. Los artículos recolectados por la gente, pero
nunca donados. En vez de eso, en varias ocasiones son al-
macenados y repartidos después en eventos sociales, parti-
darios o electorales.

Revisemos el motivo de la desconfianza, vámonos al azar.
Quien era gobernador del estado de Chiapas cuando suce-
dieron los desastres naturales provocados por Manuel e In-
grid, fue encarcelado por el ejercicio indebido del servicio
público, ya que se le acusó de no utilizar mil 800 millones
de pesos en la reconstrucción de las zonas afectadas.

En julio de 2017, se reportó en Tampico, Tamaulipas, una
bodega con apoyos supuestamente para ser entregados a
damnificados de noviembre de 2016. Se presume que estos
seguramente fueron utilizados para hacer campaña de ree-
lección municipal.

Recientemente, en Morelos, el gobernador Graco Ramírez
demora, por conducto de la Dirección del DIF, la ayuda
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proveniente de otros estados de la República. Pretendía al-
macenarla en una bodega, a lo que los ciudadanos de in-
mediato repudiaron y decidieron manifestar su indigna-
ción. La población se congregó para impedir el
almacenamiento de dicha ayuda. Eso es inaceptable.

Como se ha visto, el meollo es que la ayuda solidaria hacia
los damnificados está ahora acompañada por una descon-
fianza fundada en la corrupción en todas las esferas socia-
les y políticas, desconfianza que se alimenta de sospechas
de que las ayudas terminaron alimentando las campañas
electorales y algunos partidos políticos desviaron esos re-
cursos a sus campañas.

Se dice que la tragedia saca lo mejor y lo peor de las per-
sonas. Varios políticos y gobiernos han mostrado lo peor de
ellos. Los delincuentes han interceptado las donaciones, en
los accidentes de las unidades que llevan los apoyos han si-
do saqueados por la propia gente.

Encuentro Social con esta iniciativa busca mejorar el mar-
co jurídico de protección civil y se pronuncia porque se
considere conducta grave el desvío de recursos financieros,
el almacenamiento injustificado de donaciones, el retardo
de la entrega de bienes a damnificados, la venta de bienes
donados por ellos y el uso indebido de estos bienes. Es
cuanto, diputada presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 90 de la Ley
General de Protección Civil, a cargo del diputado Abdíes
Pineda Morín, del Grupo Parlamentario del PES

El suscrito, diputado federal Abdies Pineda Morín, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro So-
cial en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, tengo a
bien someter a consideración de esta soberanía la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

Materia de esta iniciativa es que se considere conducta gra-
ve el desvío de recursos financieros y materiales con fines
de atención a damnificados; el almacenamiento de dona-
ciones en evento contingente; el retardo de la entrega de
bienes a damnificados; la venta de bienes donados para
damnificados. 

Los robos, fraudes, desvíos y otras conductas afectan la con-
fianza de las personas para donar a damnificados. Sus dona-
ciones no tienen la certeza de a manos de quien pararan. 

Argumento que lo sustenta

Los artículos son recolectados, pero nunca donados. En vez
de eso, en varias ocasiones son almacenados y repartidos
después en eventos sociales, partidarios o electorales. Se
han presentado investigaciones de desvío de donaciones
para damnificados, por ejemplo, el caso del huracán Stan
en Chiapas; investigación por más de veinte toneladas de la
ayuda desviada a domicilios particulares. 

En ocasiones las investigaciones afectan a los responsables
de Protección Civil de los estados o municipios.

En el año de 2013 la Coalición Humanitaria Internacional
Pro-inmigrante, CHIP, alertó sobre posibles fraudes al ha-
cer donaciones para socorrer a los damnificados en Méxi-
co por las tormentas “Ingrid” y “Manuel”. Pablo Salazar,
quien era gobernador del estado chiapaneco cuando suce-
dió el desastre natural, fue encarcelado por el ejercicio in-
debido del servicio público, ya que se le acusó de no utili-
zar mil 800 millones de pesos en la reconstrucción de las
zonas afectadas.

En 2015, el ex presidente salvadoreño Francisco Flores en-
frente juicio por el supuesto desvío de 15 millones de dó-
lares en donaciones para las víctimas de un terremoto a
cuentas personales y de su partido entre 1999 y 2004, años
en que ejerció el cargo.

En 2006, en Chicago realizaron un maratón de recaudación
de fondos mediante el cual se obtuvo $250,000 dólares pa-
ra las víctimas del huracán “Stan”, pero esos fondos nunca
llegaron a su destino. Se suponía que se iban a construir
120 casas en el municipio de Tapachula, Chiapas, en Mé-
xico, pero al final se supo que ese dinero nunca llegó.

En el 2005 se denunció a una persona de 55 años detenido
en Ciudad Netzahualcóyotl, Estado de México, en pose-
sión ilegal de 10 toneladas de ropa para los damnificados
en Chiapas por el huracán Stan. El sujeto, según la fuente,1

confesó que por instrucciones de un empleado de ese
Ayuntamiento, formaría paquetes con esas prendas para re-
galarlos durante la campaña electoral en la localidad. 

La ropa le fue “dada a guardar”, “para que formara algunos
bultos” que serían obsequiados próximamente. Aceptó “co-
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laborar” en este operativo ilegal porque el individuo que le
dio “a guardar” la ropa le prometió que le regalaría alguna
parte del botín para que él lo vendiera posteriormente en al-
gún tianguis de la localidad. 

Estos hechos, señala la nota consultada, ocurrieron a me-
nos de 24 horas de que la Procuraduría del Estado de Mé-
xico confiscara 20 toneladas de mercancía con valor de dos
millones de pesos, también producto de donaciones para
los damnificados en ese mismo estado. El hallazgo se pro-
dujo mientras eran trasladados al penal Neza-Bordo los
seis presuntos responsables del primer “robo” de víveres
descubierto. De acuerdo a la consignación ante el Juez Se-
gundo Penal de Distrito de Primera Instancia, con sede en
Netzahualcóyotl, los seis sujetos consignados son trabaja-
dores de Protección Civil de la delegación Azcapotzalco.
Por los hechos se inició la averiguación 385/05, por el de-
lito de robo de mercancía y abuso de autoridad.

Otro caso de uso indebido de las donaciones para damnifica-
dos ocurrió en Tabasco y Chiapas en la que se denunció que
cada quien trata de “llevar agua a su molino”, en ese enton-
ces se decía que “el PRD del DF manda despensas preferen-
temente a los dos municipios de Tabasco donde gobierna el
PRD, actores, cantantes y demás del espectáculo, ofrecen
apoyo, pero siempre que su nombre vaya escrito en grandes
letras en los camiones que transportan la ayuda”

En julio de 2017 se reporta en Tamaulipas una bodega con
apoyos supuestamente para ser entregados a damnificados
de noviembre de 2016 se presume que éstos seguramente
los utilizarían para hacer campaña de reelección.

En el interior de esta bodega existía gran cantidad de li-
cuadoras, ropa, colchones, pisos cerámicos, zapatos de to-
das las tallas, refrigeradores, estufas, entre otros. El fin de
esta bodega es guardar los apoyos a la ciudadanía, pero que
desafortunadamente no se entregan y se presume que serán
para beneficio de la alcaldesa para su reelección”. 

Algunos de los apoyos, en especial electrodomésticos fue-
ron adquiridos a bajo costo a la Secretaría de Hacienda.
200 toneladas de apoyo para los damnificados y fue guar-
dado para después entregarse.

Las empresas han detectado riesgos en las donaciones para
damnificados y otras actividades relacionadas con el al-
truismo y la filantropía, debido a ello han implementado “5
acciones para prevenir la corrupción en tu empresa”,2 que
incluyen al menos algunas de estas: 

• Implementar programas en los siguientes aspectos:
manual de organización y procedimientos; código de
Conducta; sistemas de control, vigilancia y auditoría;
sistemas de denuncia interna y a autoridades; Capacita-
ción sobre medidas de integridad, Políticas para evitar el
ingreso de personas que provoquen riesgos a la organi-
zación; y mecanismos para asegurar la transparencia y
publicidad en sus intereses.

• Evaluar riesgos. Es importante que la empresa evalúe
los riesgos, por lo menos una vez al año. Al identificar
los riesgos se podrán evaluar y definir las prioridades.

• Denuncia interna y sanciones. Se deben ofrecer a los
empleados medios para que denuncien cualquier inquie-
tud sobre los alcances del programa y su aplicación. La
empresa debe asegurar los canales de comunicación que
faciliten a los empleados denunciar conductas que pue-
dan ser actos de corrupción.

El meollo de este proyecto legislativo es que la ayuda soli-
daria hacia los damnificados está ahora acompañada por
una desconfianza fundada en la corrupción en todas las es-
feras sociales. Desconfianza que se alimenta de sospechas
de que las ayudas terminaron alimentando las campañas
electorales y algunos partidos políticos desviaron esos re-
cursos a sus campañas

De acuerdo con el Código Penal Federal, el robo es regu-
lado de la siguiente manera: 

Artículo 367. Comete el delito de robo: el que se apodera de
una cosa ajena mueble, sin derecho y sin consentimiento de
la persona que puede disponer de ella con arreglo a la ley.

Artículo 368. Se equiparan al robo y se castigarán como
tal:

I. El apoderamiento o destrucción dolosa de una cosa
propia mueble, si ésta se halla por cualquier título legí-
timo en poder de otra persona y no medie consenti-
miento; y

Artículo 368 Bis. Se sancionará con pena de tres a diez
años de prisión y hasta mil días multa, al que después de
la ejecución del robo y sin haber participado en éste, po-
sea, enajene o trafique de cualquier manera, adquiera o
reciba, los instrumentos, objetos o productos del robo, a
sabiendas de esta circunstancia y el valor intrínseco de
éstos sea superior a quinientas veces el salario.
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Artículo 368 Ter. Al que comercialice en forma habitual
objetos robados, a sabiendas de esta circunstancia y el
valor intrínseco de aquéllos sea superior a quinientas
veces el salario, se le sancionará con una pena de prisión
de seis a trece años y de cien a mil días multa.

Además de lo anterior, se propone actualizar la referencia
legal señalada en el primer párrafo de la Ley General de
Protección Civil. Esta disposición señala que: 

Artículo 90. La autorización de permisos de uso de sue-
lo o de utilización por parte de servidores públicos de
cualquiera de los tres niveles de gobierno, que no cuen-
ten con la aprobación correspondiente, se considerará
una conducta grave, la cual se sancionará de acuerdo
con la Ley de Responsabilidad de los Servidores Pú-
blicos respectiva, además de constituir un hecho delic-
tivo en los términos de esta Ley y de las demás disposi-
ciones legales aplicables.

…la cual se sancionará de acuerdo con la Ley de
Responsabilidad de los Servidores Públicos respecti-
va… luego entonces, ¿cuál es la ley respectiva?

La presente iniciativa propone que esa referencia jurídica
sea la Ley General de Responsabilidades Administrativas
publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 18 de
julio de 2016.

La Ley que se propone hace conexión con la intención del
primer párrafo del artículo 90, que proponemos reformar
con las intenciones de la Ley General de Responsabilida-
des Administrativas. En lo particular, a lo que se refiere el
artículo 2: 

Artículo 2. Son objeto de la presente Ley:

I. Establecer los principios y obligaciones que rigen la
actuación de los Servidores Públicos;

II. Establecer las Faltas administrativas graves y no gra-
ves de los Servidores Públicos, las sanciones aplicables
a las mismas, así como los procedimientos para su apli-
cación y las facultades de las autoridades competentes
para tal efecto;

III. Establecer las sanciones por la comisión de Faltas de
particulares, así como los procedimientos para su apli-
cación y las facultades de las autoridades competentes
para tal efecto;

IV. Determinar los mecanismos para la prevención, co-
rrección e investigación de responsabilidades adminis-
trativas, y

V. Crear las bases para que todo Ente público establez-
ca políticas eficaces de ética pública y responsabilidad
en el servicio público.

Con la finalidad de coadyuvar con el proceso de dictamen,
se adjunta el siguiente cuadro comparativo:

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, quien suscribe somete a consideración de esta Sobe-
ranía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto

Denominación del proyecto de decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
y adiciona el artículo 90 de la Ley General de Protección
Civil.

Texto normativo propuesto

Artículo Único. Se reforma y adiciona el artículo 90 de la
Ley General de Protección Civil, para quedar como sigue:

Artículo 90. La autorización de permisos de uso de suelo
o de utilización por parte de servidores públicos de cual-
quiera de los tres niveles de gobierno, que no cuenten con
la aprobación correspondiente, se considerará una conduc-
ta grave, la cual se sancionará de acuerdo con la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas, además de
constituir un hecho delictivo en los términos de esta Ley y
de las demás disposiciones legales aplicables.
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Además de lo anterior, también se considerará conduc-
ta grave el desvío de recursos financieros y materiales
con fines de atención a damnificados; el almacenamien-
to de donaciones en algún evento contingente; el retar-
do de la entrega de bienes a damnificados; la venta de
bienes donados para damnificados. 

Artículo Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://www.cronica.com.mx/notas/2005/216170.html

2 http://www.esrmexico.com/5-acciones-prevenir-la-corrupcion-em-
presa/

Dado en la sede de la Cámara de Diputados, a 10 de octubre de
2017.— Diputado Abdies Pineda Morín (rúbrica).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Muchas
gracias, diputado Abdies Pineda Morín. Túrnese a la
Comisión de Protección Civil para dictamen.

Nos visita la Universidad Nacional Autónoma de México,
invitados por la diputada María Elena Orantes López, los
cuales se encuentran aquí, me gustaría que les brindára-
mos, por favor, un fuerte aplauso. Gracias por su asistencia
y bienvenidos a la Cámara de Diputados.

LEY AGRARIA

La presidenta diputada María Ávila Serna: A continua-
ción pasamos a la segunda ronda de iniciativas y tiene el
uso de la palabra, por cinco minutos, la diputada Iveth Ber-
nal Casique, del Grupo Parlamentario Revolucionario Ins-
titucional, para presentar iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Agraria.

La diputada Iveth Bernal Casique: Gracias, con su ve-
nia, señora presidenta.

La presidenta diputada María Ávila Serna: Adelante,
diputada.

La diputada Iveth Bernal Casique: Gracias. Buenas tar-
des, compañeros, compañeras diputadas, personas que nos
siguen a través del Canal del Congreso y diversos medios
de comunicación.

Hoy me dirijo a todos ustedes, para exponer la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adicionan diversas
disposiciones a la Ley Agraria en materia de derecho y
obligaciones de los posesionarios.

La presente iniciativa tiene como objeto primordial otorgar
certeza jurídica en la tenencia de la tierra a los productores
sociales, buscando contribuir al fortalecimiento del patri-
monio de cada uno de ellos.

Los posesionarios, como sujetos agrarios, tuvieron origen en
el año de 92, con las reformas al artículo 27 y la expedición
de la Ley Agraria. En este tenor, la legislación en lo que re-
fiere a los posesionarios únicamente ha abordado lo relativo
a la obtención de dicha calidad, siendo omisa en algunas dis-
posiciones que precisen sus derechos y/u obligaciones.

Ahora bien, es de conocimiento general que la expedición
de la Ley Agraria tiene como propósito fundamental el
otorgar certeza jurídica en el campo, para colaborar con su
desarrollo y productividad a partir de premisas de justicia
y libertad.

Cabe resaltar, que es del más alto interés del gobierno de la
República y de nuestro presidente, Enrique peña Nieto, cum-
plir con los principios rectores del artículo 27 constitucional,
llevando al campo los instrumentos que permitan garantizar
la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra ejidal.

Es por ello que los posesionarios tienen que contar con un
instrumento adecuado para la correcta aplicación de la Ley
Agraria, ya que el ejido bajo un marco de absoluta autonomía
y con pleno respeto a su voluntad de seguir sobre el destino
y delimitación de las tierras parceladas y de uso común, la re-
gulación y certificación de los derechos ejidales, así como la
delimitación de tierras para asentamiento humano, puede o
no considerar a los posesionarios como parte del ejido, vién-
dose amenazados en su patrimonio, máxime que la única dis-
posición normativa que le otorga certeza jurídica es una cir-
cular de un órgano desconcentrado de la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano.

Por dicha razón se propone adicionar a la Ley Agraria una
sección cuarta que regule los derechos y obligaciones de
los posesionarios en los siguientes términos.
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Que se adquiera el carácter de posesionario por reconoci-
miento, por resolución judicial y/o por adscripción de de-
rechos parcelarios.

Que para la expedición de los certificados se deberá expe-
dir uno para cada una de las unidades parcelarias de que
sea titular el posesionario, y que una vez expedido el certi-
ficado correspondiente el posesionario tendrá los siguien-
tes derechos: de uso y disfrute sobre sus parcelas; de dar en
garantía el usufructo; de recibir indemnización por causa
de expropiación; de suceder sus derechos; de enajenarlos;
de asumir el dominio pleno una vez que la asamblea de eji-
datarios hubiera autorizado a adoptar dicho dominio y los
demás que le confieran esta y otras leyes, así como por el
reglamento interno del ejido.

También adquirirá las siguientes obligaciones: enajenar los
excedentes, de notificar el derecho del tanto, y los demás
que establezcan esta y otras leyes, así como el reglamento
interno del ejido.

La asamblea de los ejidatarios podrá regularizar la tenencia
de las tierras de posesionarios, únicamente reconociéndo-
les derecho de uso y disfrute de las parcelas, así como de-
rechos adicionales que no impliquen la calidad de ejidata-
rio. Es cuanto, señora presidenta. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Agraria, a cargo de la diputada Iveth Bernal Ca-
sique, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada federal Iveth Bernal Casique inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la honorable Cámara de Diputados en la
LXIII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en el artí-
culo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a la considera-
ción de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adicionan diversas disposiciones a la
Ley Agraria, en materia de derechos y obligaciones de po-
sesionarios, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como objetivo primordial otor-
gar certeza jurídica en la tenencia de la tierra a los produc-
tores sociales; por lo que busca contribuir al fortalecimien-
to del patrimonio de cada uno de ellos.

Los posesionarios como sujetos agrarios tuvieron su origen
a partir del año 1992 con las reformas al artículo 27 cons-
titucional y la expedición de la Ley Agraria, la cual en su
momento derogó a la Ley Federal de Reforma Agraria.

En ese tenor, la legislación agraria, en lo que refiere a los
denominados posesionarios únicamente ha abordado lo re-
lativo a la obtención de dicha calidad de posesionario, sien-
do omisa en alguna disposición que precise sus derechos
y/u obligaciones. 

Ahora bien, es de conocimiento general, que las reformas al
artículo 27 constitucional y la expedición de la Ley Agraria
tuvieron como propósito fundamental, el otorgar certeza jurí-
dica en el campo para colaborar con su desarrollo y produc-
tividad, a partir de las premisas de libertad y justicia. 

Cabe resaltar que es del más alto interés del gobierno de la
república cumplir con los principios rectores del artículo
27 constitucional, llevando al campo los instrumentos que
permitan garantizar la seguridad jurídica en la tenencia de
la tierra ejidal. 

Que es el Estado quien determina que las tierras, aguas y
bosques son originariamente propiedad de la nación y que
es ésta la que establece las modalidades por medio de las
cuales se trasmite el dominio a los particulares; dividién-
dolas en distintos tipos de propiedad.

Por su parte, el artículo 27 de nuestra Carta Magna esta-
blece que sólo los mexicanos por nacimiento o por natura-
lización y las sociedades mexicanas tienen derecho para
adquirir el dominio de las tierras, aguas y sus accesiones, o
para obtener concesiones de explotación de minas o aguas. 

Asimismo, reconoce la personalidad jurídica de los núcle-
os de población ejidales y comunales y protege la propie-
dad sobre la tierra, tanto para el asentamiento humano co-
mo para actividades productivas.

Igualmente, determina que la legislación, considerando el
respeto y fortalecimiento de la vida comunitaria de los ejidos
y comunidades, protegerá la tierra para el asentamiento hu-
mano y regulará el aprovechamiento de tierras, bosques y
aguas de uso común y la provisión de acciones de fomento
necesarias para elevar el nivel de vida de sus pobladores.

Así las cosas, se destaca que la Ley Agraria es el instru-
mento jurídico que reglamenta el citado artículo 27
constitucional.
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Por ello, en lo que respecta al tema de los posesionarios, la
legislación en comento y su respectiva reglamentación úni-
camente establecen el procedimiento para obtener la cali-
dad de posesionario ejidal, no así de los derechos y obliga-
ciones de éstos.

Así las cosas, el Registro Agrario Nacional (RAN), como
órgano desconcentrado de la Secretaría de Desarrollo
Agrario, Territorial y Urbano, tiene a su cargo el control de
la tenencia de la tierra y la seguridad documental. En dicho
registro se inscriben los documentos en que constan las
operaciones originales y las modificaciones que sufra la
propiedad de las tierras y los derechos legalmente consti-
tuidos sobre la propiedad ejidal y comunal.

En esa tesitura y ante la omisión legal, materia de la pre-
sente iniciativa, el RAN emitió la Circular DGRAJ/
1.3.1.7/1 1. En la cual establece que el carácter de posesio-
nario no sólo se adquiere por el reconocimiento de la
asamblea de ejidatarios, según lo dispuesto por la fracción
VIII del artículo 23 de la Ley Agraria, sino también por re-
solución judicial que declare procedente la acción de pres-
cripción en favor de un poseedor (artículo 48 de la Ley
Agraria) o por el hecho de adquirir derechos parcelarios. 

Para efectos de lo anterior, el RAN precisa que en todos es-
tos supuestos, al posesionario se le deberá expedir el certi-
ficado parcelario de posesionario a que se refiere la diver-
sa circular DGRAJ/ 1.3.1.11/1. siempre que se haya
realizado la asamblea de delimitación, destino y asignación
de derechos a que se refiere el artículo 56 de la Ley.

En esa virtud, si el posesionario es titular de los mismos de-
rechos que el ejidatario sobre su parcela, tiene por lo tanto,
los siguientes: 

Derechos 

a) De uso y disfrute sobre sus parcelas (artículos: 14, 45,
62, 76, 77 y 79); 

b) De dar en garantía el usufructo de sus parcelas (artí-
culo 46); 

c) De recibir la indemnización por causa de expropia-
ción de su parcela (artículo 96); 

d) De suceder sus derechos parcelarios (artículo 17); 

e) De enajenar sus derechos parcelarios (artículo 80); 

f) De asumir el dominio pleno, una vez que la asamblea
de ejidatarios hubiere autorizado a los ejidatarios a
adoptar dicho dominio, y 

g) Los demás que le confieran la ley y el reglamento in-
terno del ejido. 

Obligaciones 

a) De enajenar los excedentes de su parcela (artículo
47); 

b) De notificar el derecho del tanto (artículo 80), y 

c) Los demás que establezcan la ley y el reglamento in-
terno del ejido.

Ahora bien, en caso de que la asamblea al regularizar la te-
nencia de la tierra de posesionarios sólo les reconozca de-
rechos de uso y disfrute sobre la parcela el RAN determi-
nó que dicha situación deberá quedar precisada en el acta
de asamblea.

Derivado de lo anteriormente expuesto, es claro que los po-
sesionarios no cuentan con un instrumento adecuado para
la correcta aplicación de la Ley Agraria, ya que el ejido ba-
jo un marco de absoluta autonomía y con pleno respeto a
su voluntad para decidir sobre el destino y la delimitación
de las tierras parceladas y de uso común, la regularización
y certificación de los derechos ejidales correspondientes,
así como la delimitación de las tierras del asentamiento hu-
mano, la regularización de las tierras donde se encuentre
asentado el poblado ejidal, la protección del fundo legal y
la obtención de los títulos de solares, pueden o no conside-
rarlos como parte del ejido, viéndose amenazado su patri-
monio. Máxime que la única disposición normativa que les
otorga certeza jurídica es una circular de un órgano des-
concentrado de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Terri-
torial y Urbano.

Por dicha razón, a fin de otorgar certeza a los posesionarios
es que me doy a la tarea de adecuar el texto legal, a fin de
incorporar en la legislación lo que ya se viene haciendo a
través de una simple circular. Así, los derechos y obliga-
ciones de dicho posesionarios quedarán plasmados en la
ley sustantiva.

A efecto de ilustrar con mayor claridad el sentido de la pre-
sente iniciativa, se agrega el siguiente cuadro comparativo: 
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Por todo lo anteriormente expuesto, es que someto a la
consideración de esta soberanía la aprobación del siguien-
te Proyecto de 

Decreto

Único. Se adiciona una Sección Cuarta al Capítulo I del Tí-
tulo Tercero de la Ley Agraria, para quedar como sigue:

Sección Cuarta
De los posesionarios

Artículo 42 Bis. Se adquiere el carácter de posesionario
bajo los siguientes supuestos:

I. Por reconocimiento de la asamblea de ejidatarios,
en términos de los dispuesto por el artículo 23, frac-
ción VII, de la presente Ley;

II. Por resolución judicial que declare procedente la
acción de prescripción en favor de un poseedor, se-
gún lo dispuesto por el artículo 48 de la presente
Ley; y

III. Por la adquisición de derechos parcelarios. 

En todos estos supuestos, al posesionario se le deberá
expedir el certificado parcelario de posesionario el cual
acreditará los derechos de los que gozan sobre sus par-
celas, siempre que se haya realizado la asamblea de de-
limitación, destino y asignación de derechos a que se re-
fiere el artículo 56 de la presente Ley.

Artículo 42 Ter. Para la expedición de los certificados se
deberá expedir uno para cada una de las unidades par-
celarias de que sea titular el posesionario y dichos cer-
tificados sólo acreditarán la calidad de posesionario.

Artículo 42 Quater. Una vez expedido el certificado
correspondiente, el posesionario tendrá los siguientes
derechos:

I. De uso y disfrute sobre sus parcelas; 

II. De dar en garantía el usufructo de sus parcelas; 

III. De recibir la indemnización por causa de expro-
piación de su parcela; 

IV. De suceder sus derechos parcelarios; 

V. De enajenar sus derechos parcelarios; 
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VI. De asumir el dominio pleno, una vez que la asam-
blea de ejidatarios hubiere autorizado a adoptar di-
cho dominio, y 

VII. Los demás que le confieran ésta y otras Leyes;
así como, por el Reglamento Interno del Ejido. 

Artículo 42 Quintus. Una vez expedido el certificado co-
rrespondiente, el posesionario tendrá las siguientes
obligaciones:

I. De enajenar los excedentes de su parcela; 

II. De notificar el derecho del tanto, y 

III. Los demás que establezcan ésta y otras leyes; así
como, por el Reglamento Interno del Ejido.

Artículo 42 Sexties. La asamblea de ejidatarios podrá
regularizar la tenencia de las tierras de posesionarios
únicamente reconociéndoles derecho de uso y disfrute
sobre las parcelas; así como, derechos adicionales sobre
las demás tierras o bienes del ejido que no impliquen la
calidad de ejidatario. Situación que deberá quedar pre-
cisada en el acta de asamblea correspondiente.

Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Poder Ejecutivo federal contará con un plazo
de 180 días naturales para expedir las adecuaciones nece-
sarias al Reglamento de la Ley Agraria, en materia de Cer-
tificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares.

Tercero. A partir de la fecha en que entre en vigor el pre-
sente Decreto, se dejan sin efecto las disposiciones que
contravengan o se opongan al mismo.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 14 días del mes de
noviembre de 2017.— Diputados: Iveth Bernal Casique, Héctor Ulises
Cristópulos Ríos  (rúbricas).»

La presidenta diputada María Ávila Serna: Gracias a
usted, diputada Iveth Bernal Casique. Túrnese a la Co-
misión de Reforma Agraria para dictamen.

Esta Presidencia amplía el turno de la iniciativa que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones del Código Penal Fe-
deral y del Código Nacional de Procedimientos Penales
que presentó la diputada Sofía González Torres, del Parti-
do Verde Ecologista de México, túrnese a la Comisión de
Justicia para dictamen y a la Comisión Especial de las Tec-
nologías de Información y Comunicación, para opinión.
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